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Mundialización, liberalización, ajuste, privatización, etcétera; en los
últimos veinte años estas palabras se han convertido en los lemas.

Quienes sugieren esas medidas prometieron un mundo en crecimiento.
Una economía mundial repartiría paulatinamente sus beneficios a todos,
no de forma inmediata, pero sí a medio plazo, se crearían puestos de tra-
bajo, la pobreza disminuiría y surgiría una justicia social gracias a la mano
invisible del mercado. Las instituciones financieras internacionales (IFI)
ocuparon el asiento del piloto pregonando la buena nueva. No cabe duda
de que sus intenciones eran buenas y de que se reflejaba una necesidad
más que real de ajuste y de reestructuración. Sin embargo, la píldora má-
gica no surtió efecto.

El panorama que se ofrece revela la situación siguiente: de los 6.000
millones de habitantes del mundo, 2.800 tan sólo sobreviven con menos
de dos dólares estadounidenses diarios y, de ellos, 1.200 millones dispo-
nen de apenas la mitad de esa cantidad. El promedio de ingresos de los
20 países más ricos del mundo es 37 veces superior al de los 20 países más
pobres. El valor de los mercados de valores de las 10 empresas multina-
cionales más grandes del mundo es superior al producto interior bruto
(PIB) de 150 de los 189 países miembros de las Naciones Unidas. Más de
130 millones de niños no van a la escuela y 250 millones trabajan la mayor
parte del día. Africa, por ejemplo, tiene que utilizar el doble de su presu-
puesto de salud para reembolsar su descomunal deuda externa.

Estas cifras, que no proceden de organizaciones sindicales o no gu-
bernamentales descontentas sino de las mismas IFI, muestran claramente
que en este momento hay algo erróneo en la manera en que se deja actuar
a la economía mundial. La mundialización no es favorable a las personas
y carece de una dimensión social.

La Oficina de Actividades para los Trabajadores (ACTRAV) de la OIT
organizó para los sindicatos un simposio internacional cuyo tema central
fue la incorporación de las cuestiones sociales y de las normas funda-
mentales del trabajo en las políticas y actuaciones de las IFI. El simposio
titulado «Reforzando la participación de los trabajadores en el sistema de
las Naciones Unidas y las instituciones de Bretton Woods» se llevó a cabo
en septiembre de 2001.

El presente número de Educación Obrera, dedicado en su totalidad a
los trabajos realizados en esa importante reunión, aporta diverso material
de referencia y contribuciones de gran importancia que destacan el fra-
caso de las políticas de las IFI para hacer frente a las nefastas consecuen-
cias de la mundialización sobre los trabajadores de todo el mundo. Reve-
lan dónde esas políticas se oponen a los convenios clave de la OIT, espe-
cialmente el derecho de negociación colectiva y las disposiciones
universalmente aceptadas sobre la protección social. Los documentos que
figuran en esta publicación fueron escritos en la primavera de 2001 y, por
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consiguiente, son anteriores a la reunión ministerial de Qatar de la Orga-
nización Mundial del Comercio (OMC).

Entre las reivindicaciones de mayor apertura y transparencia, las ins-
tituciones financieras internacionales progresivamente han ido aceptando
más el diálogo con los sindicatos mundiales. Participaron en el simposio
representantes del Fondo Monetario Internacional (FMI), del Banco Mun-
dial y de la OMC. En este marco, estas discusiones demostraron la nece-
sidad de que se profundice ese diálogo, se superen los prejuicios y se es-
tablezca una confianza mutua. Una de las formas de conseguirlo sería que
las IFI sobrepasaran las ocasionales reuniones con organizaciones sindi-
cales internacionales y respetaran su propia promesa de llevar a cabo con-
sultas particulares con los sindicatos a escala nacional al concebir, aplicar
y evaluar sus programas. Aún no se ha concretado la tan deseada coope-
ración entre la OMC y la OIT pese a las reiteradas demandas del movi-
miento sindical a tal efecto, incluidas las manifestaciones en la última reu-
nión ministerial de la OMC de Qatar.

El éxito de la liberalización comercial, del ajuste estructural y de la in-
tegración económica a escala regional o mundial dependerá, en última
instancia, de la manera en que se responda a las aspiraciones de las per-
sonas y al respaldo social que den dichas medidas, no sólo las económi-
cas. Esto depende, a su vez, de la calidad y de la visión de las políticas,
así como de la participación que tengan en su elaboración y aplicación los
interlocutores clave, incluyendo entre ellos a los representantes de los tra-
bajadores.

Si se juzgara el nivel de los debates que tuvieron lugar en el simposio
de ACTRAV, en el que participaron (y esto se debería destacar) los com-
ponentes del movimiento sindical internacional, no cabe duda del em-
peño de los sindicatos y de su sentido de responsabilidad al abordar todas
las cuestiones vinculadas con la mundialización. Quieren un diálogo cons-
tructivo y participación.

A través de la creación de una Comisión Mundial sobre la Dimensión
Social de la Mundialización, la OIT puede contribuir tanto a promover
como a fomentar el diálogo al que se invitaría a las IFI, además de las or-
ganizaciones de empleadores, de trabajadores y los gobiernos.

Este número de Educación Obrera aspira a proporcionar los elementos
clave de un diálogo que produzca resultados tangibles en el modelo de la
economía mundial con una faceta humana. Hasta el momento, la mun-
dialización no ha respondido a las legítimas reivindicaciones que debe-
rían figurar entre los primeros puntos de su programa. No obstante, ac-
tualmente hay alternativas que permitirían cambiar el rumbo. No se las
debe desaprovechar.

Manuel Simón Velasco
Director

Oficina de Actividades para los Trabajadores, OIT
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En el centro turístico de Bretton Woods,
en las montañas de New Hampshire,

John Maynard Keynes y Harry Dexter
White elaboraron los pormenores de esta
nueva arquitectura. Así fueron creados el
Banco Mundial y el Fondo Monetario In-
ternacional (FMI): las «instituciones de
Bretton Woods». La primera debía pro-
porcionar los recursos necesarios para in-
vertir en la infraestructura y la maquina-
ria pesada indispensables para alcanzar el
desarrollo económico; la segunda, con un
conjunto de tareas más diversas, ayudaría
tanto a los países desarrollados como a los
países en desarrollo a superar el déficit de
sus balanzas de pago y a establecer las eco-
nomías y disciplinas internas que permiti-
rían corregir tales desequilibrios. El Banco
y el Fondo, operando desde las afueras de
Washington, aportarían unos conocimien-
tos sólidos en materia de economía y el
mundo acreditado de las finanzas a la
tarea del desarrollo económico.

Unos años más tarde se concebiría la
Organización Internacional del Comercio
(OIC) para promover el comercio mundial
y el pleno empleo. El tratado por el que
debía establecerse la OIC no llegó a pre-
sentarse nunca ante el Senado de los Esta-
dos Unidos; en su lugar, un conjunto es-
cueto de normas comerciales (el GATT)
constituyó, de forma interina, la arquitec-
tura del comercio mundial durante los si-

guientes cincuenta años. La Organización
Mundial del Comercio (OMC) reemplazó
hace poco tiempo al GATT, ampliando
enormemente el mandato original de éste
al incluir todos los aspectos de la liberali-
zación del mercado y el comercio.

El movimiento sindical salió igual-
mente destrozado de la Segunda Guerra
Mundial. Algunos de los mejores y más
brillantes dirigentes del movimiento sin-
dical perdieron la vida durante este perío-
do. No obstante, los principios de libertad,
derechos de los trabajadores y dignidad
defendidos por el sindicalismo le permi-
tieron asumir después de la guerra una
fuerte posición de liderazgo en las nacio-
nes democráticas y en el ámbito interna-
cional.

En las últimas décadas, las institucio-
nes financieras y comerciales internacio-
nales han ido adquiriendo cada vez más
influencia y responsabilidad en el mode-
lado de la economía mundial. El movi-
miento sindical internacional ha utilizado
toda la fuerza política que tiene para pro-
mover un enfoque multilateral del comer-
cio, las finanzas y el desarrollo económico,
y al mismo tiempo ha tratado de paliar las
consecuencias negativas de las políticas
que emanan de estas instituciones inter-
nacionales, sobre todo las que afectan a los
trabajadores y a los pobres. Los sindicalis-
tas han sostenido que el desarrollo econó-
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Capítulo I

Los orígenes de las instituciones
de Bretton Woods y de

la Organización Mundial del Comercio
Obsesionados por los fantasmas de Versalles, el auge de la década de
1920, la depresión de 1930 y los horrores de la Segunda Guerra Mun-
dial, los gobiernos de los países más avanzados forjaron en el verano
de 1944 una arquitectura financiera internacional destinada a pro-
mover la paz, la estabilidad financiera y el crecimiento económico.



mico debe ir acompañado de una base so-
cial que garantice que todos – hombres,
mujeres, jóvenes y ancianos – se beneficien
de la prosperidad económica.

El Fondo Monetario Internacional (FMI)

El Fondo Monetario Internacional (FMI) se
constituyó inicialmente con 29 países
miembros para fomentar la cooperación
monetaria internacional y la estabilidad
cambiaria, coadyuvar a establecer un sis-
tema multilateral de pagos para las tran-
sacciones en divisas, poner a disposición
de los países miembros los recursos gene-
rales del FMI con las garantías adecuadas
y acortar la duración y reducir el grado de
desequilibrio de las balanzas de pago de
los países miembros1. En el Convenio
Constitutivo se dispone que la institución
ha de contar con una Junta de Goberna-
dores, un Directorio Ejecutivo, un Direc-
tor Gerente y un cuerpo de funcionarios
internacionales. La Junta de Gobernadores
es oficialmente el máximo órgano deciso-
rio y está integrada por los ministros de
Hacienda o los gobernadores de los ban-
cos centrales de todos los países miem-
bros. Sin embargo, el verdadero poder re-
side en el Directorio Ejecutivo, que está in-
tegrado por 24 directores. Estos son
nombrados o elegidos por los países
miembros o grupos de países. Este Direc-
torio se reúne varias veces por semana y
se ocupa de una amplia gama de asuntos
relativos a las políticas y operativos, in-
cluidas la supervisión de la política cam-
biaria de los países miembros, la presta-
ción de asistencia financiera del FMI a los
países miembros y la discusión sobre cues-
tiones económicas clave.

El FMI se ha descrito a sí mismo como
una cooperativa financiera, en cierta me-
dida como una cooperativa de crédito2.
Esto se debe a que cuando ingresan en el
FMI, los países miembros pagan un monto
denominado «cuota», del cual el 25 por
ciento se debe pagar en divisa fuerte y el
resto en su propia moneda. La cuota de-
termina el número de votos del país en las
decisiones del FMI, así como la cantidad

máxima de asistencia financiera que
puede obtener un país por parte del FMI.
Por ejemplo, a finales del año pasado la
cuota de los Estados Unidos sobrepasaba
los 37.000 millones de derechos especiales
de giro (DEG), mientras que la de un pe-
queño país como Côte d’Ivoire superaba
apenas los 300 millones de DEG. Esto cons-
tituye una diferencia fundamental entre
las instituciones de Bretton Woods y el sis-
tema de las Naciones Unidas. En este úl-
timo, las contribuciones financieras de los
Estados miembros varían según la riqueza
económica de cada país, pero el valor del
voto de todos ellos es el mismo, sea cual
sea su tamaño o su grado de riqueza.

El Banco Mundial

El Banco Internacional de Reconstrucción
y Fomento (BIRF, comúnmente denomi-
nado «Banco Mundial» o «Grupo del Banco
Mundial») se creó originalmente para
ayudar a reconstruir Europa después de la
guerra. El primer préstamo se ofreció a
Francia y, más tarde, a los Países Bajos, Di-
namarca y Luxemburgo. Poco después se
puso en marcha el Plan Marshall y enton-
ces el Banco se pudo centrar en la ayuda a
los países en desarrollo; los siguientes paí-
ses en recibir ayuda fueron Chile, México
y Brasil.

El Banco está constituido por dos im-
portantes organizaciones: el BIRF como
tal y la Asociación Internacional de Fo-
mento (AIF), que se creó en 1960. Otras
tres organizaciones están asociadas al
Banco pero jurídicamente son distintas de
él. La Corporación Financiera Internacio-
nal (CFI) fue creada en 1956 para financiar
proyectos de empresas privadas (en su
mayoría industriales) en los países en de-
sarrollo. Al principio los Estados Unidos
pusieron objeciones al respecto, argumen-
tando que las empresas privadas sólidas
siempre atraerían fondos. Por ello, en el
Convenio Constitutivo de la CFI (artícu-
lo I) se restringió específicamente la inver-
sión de la CFI a los casos en que no se dis-
ponía de suficiente capital privado en tér-
minos razonables. El Centro Internacional
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de Arreglo de Diferencias Relativas a In-
versiones (CIADI) proporciona servicios
de arbitraje para las diferencias relativas
a inversiones. El Organismo Multilateral
de Garantía de Inversiones (OMGI) ga-
rantiza la inversión extranjera frente a
los riesgos no comerciales de los países en
desarrollo, incluidas la expropiación, la
guerra y la insurrección.

El Banco cuenta con más de 180 miem-
bros y tiene préstamos y créditos pen-
dientes para unos 90 países en desarrollo
y en transición. Así pues, tiene una gran
influencia en la economía mundial y en la
reducción de la pobreza. En sus más de 50
años de existencia, el Banco ha prestado
más de 470.000 millones de dólares a paí-
ses en desarrollo3. La AIF se financia en
gran medida mediante fondos proceden-
tes de países donantes y presta dinero a al-
rededor de 80 países de bajos ingresos. Los
préstamos que otorga la AIF son présta-
mos sin intereses que tienen un período de
vencimiento de entre 35 y 40 años.

Dados los comienzos más bien inocuos
y el mandato claro de «hacer el bien» de
estas instituciones, ¿qué ha pasado para
que a finales de la década de 1990 estas ins-
tituciones hayan sido objeto de tantas crí-

ticas y se hayan convertido en el «pararra-
yos» de las protestas en contra de la glo-
balización y de los activistas en pro del de-
sarrollo? ¿Cómo han repercutido las refor-
mas llevadas a cabo en respuesta a estas
críticas en las políticas y programas coti-
dianos de dichas instituciones? ¿Qué
papel ha desempeñado el movimiento sin-
dical internacional en el análisis crítico y
el proceso de reforma actualmente en
curso en ellas? ¿Qué otras reformas se pue-
den esperar de estas instituciones en los
próximos años y qué postura debería
ahora tomar el movimiento sindical con
respecto a ellas para promover mejor los
intereses de sus miembros y de los pobres?
Estas son tan sólo algunas de las cuestio-
nes que se abordan en el presente número
de Educación Obrera.

Notas

1 Artículo I del Convenio Constitutivo del Fondo
Monetario Internacional. A finales de 2000, el FMI
contaba con 182 países miembros y el total de sus re-
cursos financieros ascendía aproximadamente a
280.000 millones de dólares de los Estados Unidos.

2 FMI, Boletín Suplemento, septiembre de 2000.
3 Hasta finales de junio de 2000.
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Las décadas de 1950 y 1960 fueron «los
años dorados» de la economía en el

mundo desarrollado. Afinales de la década
de 1940, la producción en los Estados Uni-
dos estaba creciendo rápidamente, las ex-
portaciones estaban en auge y el desem-
pleo era muy bajo. Pero tras la suspensión
del control de los precios, la inflación co-
menzó a ser preocupante. La economía es-
tadounidense se estaba convirtiendo en el
eje alrededor del cual giraba la economía
mundial. Durante los años cincuenta, los
resultados económicos de los Estados Uni-
dos se mantuvieron fuertes y se comenzó a
centrar más la atención en la distribución
de los ingresos. 

Europa, en cambio, primero tuvo que
reponerse de la devastación de la guerra y
restablecer las bases de una economía
fuerte en tiempos de paz. A pesar de ello,
progresó más rápidamente que los Estados
Unidos hacia el desarrollo de un Estado de
bienestar de gran alcance. En el Reino
Unido, las conclusiones del Informe Beve-
ridge de 1942 comenzaban a reflejarse en
las políticas y los trabajadores corrientes
eran los beneficiarios. En el resto de Eu-
ropa, la ayuda recibida a través del Plan
Marshall había contribuido a impulsar la
recuperación económica y, afortunada-
mente, el crecimiento se mantuvo cuando
se dejaron de recibir estos recursos extran-
jeros. El movimiento sindical participó en
la aplicación del Plan Marshall y se consi-
deraba que la estrecha colaboración entre
sindicatos, empleadores y gobiernos era

una condición necesaria para reconstruir la
industria y promover una mayor produc-
tividad. En parte debido a esto, el período
de posguerra fue testigo de un fortaleci-
miento del poder sindical nacional en Eu-
ropa. Sin embargo, en el plano internacio-
nal, la guerra fría y ciertas diferencias in-
ternas dividieron el movimiento sindical.

Años cincuenta y sesenta: la bonanza

A lo largo de los años cincuenta, Europa
oriental y la Unión Soviética también re-
gistraron un crecimiento económico nota-
ble, en el que se puso especial énfasis en el
desarrollo de las industrias del acero y
otras industrias a gran escala, del trans-
porte y de la producción de electricidad.
En la época en que los científicos soviéti-
cos pusieron en órbita el satélite espacial
Sputnik, es decir, los últimos meses de
1957, las presiones para aumentar los gas-
tos en armamento, la carrera espacial y la
guerra fría estaban intensificándose.

Durante este período, el mundo ac-
tuaba con arreglo a una serie de tipos de
cambio fijos. Los gobiernos fijaban el valor
internacional de sus monedas, y después
compraban y vendían divisas para mante-
ner ese valor. El dólar de los Estados Uni-
dos era convertible en oro a un tipo fijo de
35 dólares por onza. La gran mayoría de
los gobiernos también impusieron restric-
ciones a los movimientos de capitales que
ingresaban o salían de sus países. Por lo
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Capítulo II

Más de cincuenta años de movilización sindical
en pro de la financiación y el desarrollo

Los intentos del movimiento sindical internacional por influir en las
principales instituciones económicas internacionales y en las políti-
cas económicas mundiales se remontan al menos a mediados de la
década de 1950. 



tanto, no estaban sometidos a los dramáti-
cos y desestabilizadores movimientos de
capitales de los que hemos sido testigos en
la última década. El FMI ayudó en el pro-
ceso prestando dinero a los países que
atravesaban dificultades en su balanza de
pagos. En 1952, el Directorio Ejecutivo
aprobó propuestas relativas a acuerdos de
derecho de giro normalizados, y en los
años sesenta se crearon diferentes meca-
nismos de financiación así como derechos
especiales de giro (DEG).

Las décadas de 1950 y 1960 fueron la
era de la seguridad económica en el
mundo desarrollado: se aplicaban políti-
cas keynesianas de gestión de la demanda;
se modificaban periódicamente los tipos
de cambio; las empresas revisaban los pre-
cios de sus productos una vez al año; los
tipos de interés cambiaban quizás dos
veces al año, etc. Las decisiones de una em-
presa sobre el «sector real de la economía»
(en materia de existencias, nómina salarial
e inversión fija) eran por lo tanto poco fre-
cuentes. En consecuencia, el proceso de ne-
gociación colectiva era bastante previsible.
Los empleadores no exigían el grado de
flexibilidad del mercado de trabajo que a
menudo requieren hoy en día para hacer
frente a las conmociones económicas pro-
vocadas por las oscilaciones brutales de los
tipos de cambio y otras variables ajenas a
su control1. De vez en cuando había algu-
nos signos de que surgiría una espiral de
precios y salarios, pero la inflación que se
generaba nunca era suficiente como para
acabar con la confianza de las empresas y
de los consumidores durante el tiempo su-
ficiente para desestabilizar el crecimiento
económico. Esta seguridad económica
contrastaba claramente con las crecientes
tensiones geopolíticas, que alcanzaron ni-
veles extremos durante la crisis de los mi-
siles de Cuba en octubre de 1962.

La vida económica era definitivamente
menos segura para las personas que vivían
fuera de los países industrializados. Para
muchos países en desarrollo de Asia y
Africa éste fue un período de descoloniza-
ción y experimentación con políticas de
desarrollo. A pesar de que con el tiempo
esto dio lugar a algunos progresos econó-

micos notables en Asia sudoriental, en el
resto de Asia y gran parte de Africa y Amé-
rica Latina la evolución económica fue
profundamente decepcionante. Durante
los años cincuenta, se calculaba que el
mundo en desarrollo en su conjunto, cuya
población aumentaba rápidamente, tenía
un crecimiento económico per cápita infe-
rior al 2 por ciento, aunque a veces se al-
canzaran tasas de crecimiento nominal su-
periores al 5 por ciento. La explosión de-
mográfica y la distribución desigual de los
beneficios del crecimiento dieron lugar a
un desarrollo social lento y desigual, con
niveles generales de pobreza y analfabe-
tismo en aumento en la mayoría de las re-
giones en desarrollo. Incluso el pequeño
superávit comercial registrado por los paí-
ses en desarrollo en sus intercambios con
el mundo desarrollado en 1950 se había
convertido en déficit a principios de los se-
senta debido a un deterioro de su relación
de intercambio como consecuencia de la
debilidad de los precios de los productos
agrícolas en los mercados mundiales y la
tendencia al alza de los precios de sus im-
portaciones.

Primer Decenio para el Desarrollo

Según algunos observadores bien infor-
mados, éstas fueron las circunstancias en
que las Naciones Unidas, en contraposi-
ción con el Banco Mundial, tomaron la ini-
ciativa en el debate sobre el desarrollo in-
ternacional al proponer el Primer Decenio
para el Desarrollo en los años sesenta, ha-
ciendo hincapié en un marco global para
lograr un desarrollo acelerado y lanzando
un llamamiento en favor de una mayor in-
versión privada y del aumento sustancial
de la asistencia oficial para el desarrollo
(AOD), con el fin de elevar las tasas de cre-
cimiento por encima del 5 por ciento en el
mundo en desarrollo2. El establecimiento
en 1964 de la Conferencia de las Naciones
Unidas sobre Comercio y Desarrollo
(UNCTAD) y la creciente influencia del
Grupo de los 77 durante este período fue-
ron otros factores clave que incidieron en
el debate sobre el desarrollo.
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Los intentos del movimiento sindical
internacional por influir en las principales
instituciones económicas internacionales
y en las políticas económicas mundiales se
remontan al menos a mediados de la dé-
cada de 1950. A pesar de que los recursos
y la capacidad técnica de que disponían en
ese momento organizaciones como la
CIOSL para ocuparse de las cuestiones
económicas mundiales eran mínimos, esas
organizaciones fueron capaces de prepa-
rar y hacer públicas periódicamente de-
claraciones sobre los acontecimientos más
importantes. Por ejemplo, en 1954 la
CIOSL preparó su primera declaración ex-
haustiva sobre el pleno empleo en la que
se hacía referencia a la necesidad de una
expansión económica mundial, una mayor
liberalización del comercio internacional,
una mayor asistencia a los países en desa-
rrollo y la creación de un fondo especial de
las Naciones Unidas para el desarrollo eco-
nómico. Estas contribuciones fueron posi-
tivas para el debate económico mundial y,
desde el principio, el movimiento sindical
internacional se centró principalmente en
intentar mejorar las condiciones económi-
cas del mundo en desarrollo.

Las inquietudes de los sindicatos sobre
las condiciones económicas de los países
en desarrollo se pusieron de relieve más
tarde, entre mediados y finales de los años
cincuenta, cuando la CIOSL preparó una
campaña para incrementar la inversión ex-
tranjera en los países en desarrollo y co-
menzó a expresar su preocupación por las
repercusiones que podían tener la inesta-
bilidad de los precios de los productos bá-
sicos y las reservas mundiales de alimen-
tos en las condiciones económicas y socia-
les de los países en desarrollo. En este
período también se lanzó una campaña
para promover el aumento de la ayuda in-
ternacional a los países en desarrollo. Evi-
dentemente, el movimiento sindical inter-
nacional estaba poniendo su grano de
arena, con recursos humanos y financieros
limitados, para promover algunos ele-
mentos que enseguida se convertirían en
los objetivos básicos del Primer Decenio
para el Desarrollo.

Con la ventaja de poder ver las cosas
retrospectivamente, se podría sostener
que el movimiento sindical internacional,
como muchas otras organizaciones, go-
biernos y personas que participaron en ese
momento en el debate sobre el desarrollo
económico, no logró anticipar ni recono-
cer una serie de problemas y barreras im-
portantes para el desarrollo. Por ejemplo,
no se prestó suficiente atención a garanti-
zar los recursos externos necesarios para
poder ofrecer una educación universal y
establecer redes básicas de seguridad so-
cial en los países en desarrollo. Los sindi-
catos y otras organizaciones también po-
dían haber sido más críticos con respecto
a la corrupción a nivel nacional, los go-
biernos inestables, los gastos militares en
exceso y el fracaso en la aplicación de la
reforma agraria en algunos países. Estos
son tan sólo algunos de los factores que
contribuirían al estancamiento económico
y al surgimiento de conflictos en muchos
países en desarrollo durante el período si-
guiente.

Poco después, el movimiento sindical
comenzó a preocuparse por las políticas
que se estaban poniendo en práctica para
reducir las presiones inflacionarias en los
países desarrollados. Estas políticas res-
tringieron el crecimiento económico y die-
ron lugar a una recesión mundial en 1957
y 1958. Como respuesta a estas condicio-
nes económicas, la CIOSL inició una cam-
paña para organizar una Conferencia Eco-
nómica Mundial en la que participaran las
principales potencias económicas del mo-
mento, con el fin de obtener el apoyo para
tomar medidas coordinadas destinadas a
estimular el crecimiento económico y res-
tablecer el pleno empleo.

A pesar de que el FMI y el Banco Mun-
dial estaban empezando a ejercer mayor
autoridad en la economía mundial, en ese
momento no eran la mayor preocupación
del movimiento sindical. La mayor parte
de las actividades y recomendaciones sin-
dicales con respecto a la economía mun-
dial durante el período en cuestión esta-
ban dirigidas a los gobiernos nacionales,
porque contaban con más poder econó-
mico discrecional que hoy. En la medida
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en que intentaban influir en las políticas
con respecto a las instituciones de Bretton
Woods, los sindicatos eran en general po-
sitivos y sus declaraciones estaban desti-
nadas a fortalecer dichas instituciones. A
mediados de los años sesenta, por ejem-
plo, la CIOSL presentó propuestas detalla-
das para llevar a cabo una reforma mone-
taria internacional en las que instaba a que
se aumentaran las reservas del FMI. Estas
reformas eran especialmente importantes
para los países en desarrollo porque esta-
ban atravesando graves dificultades en
cuanto a sus balanzas de pagos, y se con-
sideraba que una mayor liquidez interna-
cional era una condición previa necesaria
para que los países desarrollados pudie-
ran aumentar sus ayudas en el extranjero.
En 1962, la CIOSL inició una campaña des-
tinada a incrementar los recursos disponi-
bles de la Asociación Internacional de Fo-
mento del Banco Mundial, que se había
creado dos años antes, para poder conce-
der préstamos a los países en desarrollo en
condiciones más favorables. Al mismo
tiempo, los sindicatos instaban al FMI a
que liberalizara sus operaciones, especial-
mente con el fin de ayudar a los países en
desarrollo y a que celebrara activamente
consultas con los sindicatos en relación
con las políticas que propugnaban.

En el transcurso de la década de 1960,
el mundo en desarrollo registró un creci-
miento económico relativamente rápido,
cuya media giraba en torno al 6 por ciento
anual. Pero el crecimiento por sí solo no ge-
neró desarrollo económico y, de hecho, a fi-
nales de la década surgieron problemas
cada vez más graves, como el aumento de
la pobreza y el desempleo, y un drástico in-
cremento de las desigualdades en relación
con los ingresos3. No obstante, a mediados
de los años sesenta se tenía la impresión de
que se habían solucionado los importantes
problemas económicos de los Estados Uni-
dos y de sus principales socios comerciales
del Norte. La economía estadounidense es-
taba creciendo a un ritmo considerable y el
desempleo se situaba en el 5 por ciento y
estaba en descenso; y sin embargo, a fina-
les de los años sesenta, el sistema de tipos
de cambio de Bretton Woods estaba blo-

queado. La guerra de Viet Nam y la carrera
por que el hombre llegara a la luna habían
arrastrado a los Estados Unidos a un défi-
cit que cobraba proporciones desmesura-
das y a utilizar recursos que, de otro modo,
se podían haber empleado en promover
una mayor igualad en el ámbito nacional y
una asistencia adicional para el mundo en
desarrollo. El sistema de tipo de cambio fijo
no podía sostener un déficit elevado en los
Estados Unidos junto con un aumento de
la inflación.

En 1970, la CIOSL subrayó la imperiosa
necesidad de: una administración más fle-
xible del sistema de tipo de cambio fijo;
medidas para bajar los tipos de interés;
medidas para extender la institución de los
derechos especiales de giro en el FMI con
el fin de incrementar las reservas interna-
cionales, y de que el FMI asumiera la res-
ponsabilidad de encontrar maneras de es-
timular el aumento de las ayudas a los paí-
ses en desarrollo. El movimiento sindical
internacional mantenía una opinión favo-
rable con respecto a las principales insti-
tuciones financieras internacionales y pro-
movía el multilateralismo.

15 de agosto de 1971:
fin de la seguridad económica

El 15 de agosto de 1971, el Presidente de
los Estados Unidos anunció que su país ya
no se comprometía a mantener un valor
externo específico para el dólar de los Es-
tados Unidos4. Esta breve declaración de-
sintegró las bases del sistema de reservas
de oro tan cuidadosamente elaborado por
el FMI. Como «solución de parche», algu-
nos gobiernos firmaron en diciembre de
1971 los acuerdos del Smithonian Institute
(Washington), en virtud de los cuales las
monedas iban a fluctuar dentro de un mar-
gen de ± 2,25 por ciento con respecto a sus
tipos centrales. Esta situación duró menos
de dos años, puesto que la mayoría de las
monedas estaban flotando entre sí a prin-
cipios de 1973, cuando los países de la Co-
munidad Europea introdujeron una «flo-
tación conjunta» de sus monedas con res-
pecto al dólar. A mediados de 1974, se
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pusieron en práctica recomendaciones del
Comité del FMI para la Reforma del Sis-
tema Monetario Internacional y Cuestio-
nes Afines y se adoptaron directrices para
la gestión del sistema del tipo de cambio
flotante. En 1979, los bancos centrales gas-
taron más de 40.000 millones de dólares de
Estados Unidos en la compra y venta de
sus «monedas flotantes»5.

Durante esta crisis monetaria, el movi-
miento sindical hizo públicas recomenda-
ciones en las que instaba a que se aplica-
ran políticas coordinadas para estimular el
crecimiento y contrarrestar las repercusio-
nes que tenía la crisis en el empleo y en el
ámbito social. También instó a las centra-
les sindicales nacionales afiliadas a que
ejercieran presión sobre los gobiernos na-
cionales con respecto a las cuestiones eco-
nómicas mundiales – lo cual se convertiría
en una petición frecuente –, y les envió una
serie de recomendaciones para que pudie-
ran responder a la crisis monetaria inter-
nacional.

Durante este período, el sistema de
tipos de cambio flotantes funcionó mejor
de lo que se esperaba, aunque con algunas
dificultades considerables. Si el tipo de
cambio de un país flotaba a la baja, el pre-
cio de los bienes de dicho país se volvía
barato para la exportación e inundaba
otros mercados, provocando así agudas
protestas proteccionistas por parte de las
industrias afectadas. Las fuertes oscilacio-
nes en los tipos de cambio generaron cam-
bios en las exportaciones y las importacio-
nes que dieron lugar a llamamientos en
favor de la adopción de restricciones a las
importaciones, contingentes y acuerdos
«voluntarios» con respecto a las exporta-
ciones. Los logros del GATT en cuanto a la
liberalización del comercio fueron objeto
de fuertes críticas.

La primera crisis mundial del petróleo
de 1973-1974 indujo numerosos cambios
en las políticas económicas mundiales. Los
precios del petróleo se cuadruplicaron y la
inflación superó el 10 por ciento. Las per-
sonas hacían colas interminables en las ga-
solineras. Los países en desarrollo impor-
tadores de petróleo se vieron fuertemente
afectados porque el precio de los bienes

que exportaban se mantenía igual o des-
cendía, mientras que el precio de los bie-
nes importados como el petróleo aumen-
taba. Una de las reacciones inmediatas del
movimiento sindical internacional fue
pedir a las centrales sindicales nacionales
que comenzaran a ejercer presión en los
gobiernos para que se celebrara una reu-
nión mundial en la que se estudiaran las
maneras de reciclar los fondos excedentes
de los países exportadores de petróleo en
los países en desarrollo a tipos de interés
bajos y en condiciones muy favorables, así
como para que se tomaran medidas desti-
nadas a reactivar la economía mundial.

En muchos países desarrollados las
presiones inflacionarias provocadas por la
crisis del petróleo se vieron agravadas por
una espiral de precios y salarios, lo cual es-
timuló un resurgimiento del pensamiento
económico neoclásico y un mayor énfasis
en la política monetaria. En la segunda
mitad de los años setenta, en los Estados
Unidos, el Gobierno del Presidente Carter
trató de contrarrestar el fuerte aumento de
la inflación provocado por los ajustes en
los salarios y los precios, y especialmente
por el incremento de los precios de la ener-
gía, apoyándose cada vez más en una po-
lítica monetaria restrictiva. El incremento
de los precios al consumo se situaba en la
banda de dos dígitos y la tasa de descuento
de la Reserva Federal oscilaba en torno al
12 por ciento en 1978 y 1979. Durante este
mismo período, la tasa de desempleo en
los Estados Unidos aumentó de aproxi-
madamente el 5 por ciento a un poco más
del 7 por ciento.

En los años setenta, las tasas de creci-
miento económico en el mundo en desa-
rrollo empezaron a disminuir, especial-
mente en Africa. En este período se empezó
a prestar atención a los problemas relacio-
nados con la creciente desigualdad de los
ingresos, la pobreza generalizada, la mi-
gración de las zonas rurales a las zonas ur-
banas y la expansión del sector informal;
estas cuestiones se convirtieron en el cen-
tro de atención del sistema de las Naciones
Unidas y, en particular, del Programa Mun-
dial de Empleo (PME) de la OIT. Según las
personas que participaron en los inicios del
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PME, éste proporcionaba un marco de
ideas en el que encajaban «nuevos» ele-
mentos y constituía una nueva estrategia
de desarrollo6. Entre algunos de los com-
ponentes de esta nueva estrategia figura-
ban: una definición más clara de los pro-
blemas relacionados con el empleo y la po-
breza; la identificación y el fomento de
tecnologías apropiadas por sector; la im-
portancia de la educación y del desarrollo
de los recursos humanos; y la promoción
de un círculo virtuoso que vinculara la
creación de empleo, la mejora de la distri-
bución de los ingresos, el consumo de la
producción local y el empleo productivo.

El movimiento sindical internacional
encontró un aliado fiel y una fuente de
ideas nuevas sobre el desarrollo econó-
mico cuando se crearon el PME y los equi-
pos regionales para la promoción del em-
pleo de la OIT a mediados de la década de
1970. La OIT comenzó a idear enfoques in-
novadores acerca de la integración de las
políticas macroeconómicas, sectoriales y
microeconómicas. La política de desarro-
llo ortodoxa se basaba en la promoción de
un único objetivo, a saber, un crecimiento
económico más rápido. Esta política se ins-
piraba en la teoría de la filtración, según la
cual después de un tiempo los beneficios
del crecimiento económico habrían de lle-
gar también a los pobres. La OIT puso en
tela de juicio esta hipótesis y comenzó a
defender políticas que promovían explí-
cita y directamente tres objetivos: el creci-
miento económico, el empleo productivo
y la satisfacción de las necesidades básicas
(alimentación, vivienda, ropa y transporte
público). El fundamento de esta estrategia
consistía en un nuevo modelo de creci-
miento económico que era más intensivo
en empleos, más equitativo y más eficaz
en la lucha contra la pobreza7. Estas eran
políticas que el movimiento sindical podía
respaldar políticamente y difundir. Para el
movimiento sindical, la existencia del
PME y la presencia de equipos altamente
calificados de economistas de la OIT en las
regiones del mundo en desarrollo contri-
buía a superar el problema de la capaci-
dad muy limitada con que contaba para
investigar y elaborar políticas. Sin em-

bargo, el movimiento sindical criticaba a
veces el PME porque no lograba poner el
énfasis adecuado en la importancia de las
normas del trabajo para la promoción de
un enfoque equilibrado del empleo.

El movimiento sindical internacional
siguió participando en el diálogo sobre la
economía mundial y, a partir de 1977, la
CIOSLempezó a preparar exámenes anua-
les sobre la situación económica en el
mundo. Otro acontecimiento importante
fue la adopción en 1978 de una Carta para
el Desarrollo titulada «Hacia un nuevo
orden económico y social», que respaldaba
decididamente la «estrategia de las nece-
sidades esenciales y del empleo» de la OIT.
El interés activo del movimiento sindical
internacional por las cumbres anuales del
G7 (y luego del G8) se remonta también a
este período.

Mientras tanto, en Washington, el
Fondo era a menudo objeto de graves con-
troversias. Reaccionó ante esto asumiendo
una actitud pública más activa y, en 1980,
creó su primera Oficina de Relaciones Ex-
teriores. Su Director Gerente, Sr. Jacques
De Larosiere, pronunció más discursos
que cualquiera de sus predecesores8. La
labor del Fondo en los países iba en au-
mento: en 1978 la cuota aumentó en un 50
por ciento, lo que incrementó considera-
blemente los recursos del FMI, y en 1980
el Fondo decidió desempeñar un papel
más dinámico con respecto a las políticas
de ajuste y proporcionar ayuda en lo to-
cante a la balanza de pagos durante perío-
dos más largos y ofreciendo montos más
elevados9. En 1981, el FMI tenía programas
con más de 40 países, muchos más que la
media de diez países por año del período
comprendido entre 1974 y 1978 10. El FMI
pidió incluso a países relativamente ricos
como el Reino Unido e Italia que mejora-
ran su situación fiscal o monetaria.

La segunda crisis del petróleo:
el mundo entra en recesión

La segunda crisis del petróleo, en 1979,
hundió nuevamente a la economía mun-
dial en un profundo caos. En el Norte, la
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inflación se aceleró aún más y se agrava-
ron los problemas relativos a la balanza de
pagos. Los responsables de formular las
políticas consideraron la lucha contra la in-
flación como una absoluta prioridad: se
ajustó aún más la política monetaria y los
tipos de interés aumentaron bruscamente,
con una media de la tasa de descuento en
los Estados Unidos de más del 15 por
ciento en 1980. Los elevados tipos reales
de interés provocaron una entrada de ca-
pital y una valorización del dólar, mien-
tras que las restricciones fiscales resulta-
ron en una fuerte contracción de la de-
manda mundial. Con Ronald Reagan y
Margaret Thatcher al frente de las dos
principales economías «anglosajonas», el
entorno económico iba a estar listo en los
años venideros para que aquellos países
que lo desearan pudieran desmantelar el
Estado de bienestar, «flexibilizar» más los
mercados laborales y reducir el poder de
los sindicatos.

En el Sur, el aumento de los tipos rea-
les de interés en países que necesitaban
préstamos y la valorización del dólar agu-
dizaron la crisis de la deuda emergente; al
mismo tiempo, seguían empeorando las
condiciones comerciales de los exportado-
res de productos básicos. Esto dio lugar a
otra crisis de la deuda internacional y a
una gran amenaza para los mercados in-
ternacionales de capital cuando México
dejó de pagar sus deudas en 1982. Antes
de la crisis de México, el movimiento sin-
dical internacional había organizado una
importante campaña para apoyar las reco-
mendaciones de la Comisión Brandt, que
había hecho hincapié en la interdepen-
dencia entre la riqueza económica de los
países desarrollados y la de los países en
desarrollo. El Informe Brandt ponía de re-
lieve, con razón, que el respaldo econó-
mico de los países industrializados al
mundo en desarrollo no debía conside-
rarse como caridad o como un costo, sino
más bien como una inversión beneficiosa
para ambas partes. Un crecimiento más rá-
pido y niveles de empleo más elevados en
los países en desarrollo incentivarían la
demanda de productos importados del
mundo industrializado. Desafortunada-

mente, esta idea no tuvo repercusiones im-
portantes en las políticas de los países in-
dustrializados, a pesar de que el movi-
miento sindical trató de divulgarla. Las
instituciones de Bretton Woods asumieron
entonces un papel protagónico, que man-
tuvieron durante las dos décadas siguien-
tes, estableciendo de manera eficaz las po-
líticas económicas en toda Africa y gran
parte de América Latina. Este proceso co-
menzó en la segunda mitad de 1982,
cuando el FMI intervino para reescalonar
la deuda de México e implantar un pro-
grama de ajuste estructural de gran en-
vergadura. Durante los meses siguientes,
otros países con graves problemas de ser-
vicio de la deuda recibieron apoyo, en con-
diciones parecidas, por parte del FMI11.

Las condiciones necesarias para recibir
apoyo financiero de las instituciones de
Bretton Woods tenían dos grandes com-
ponentes. En primer lugar, se requerían
políticas de estabilización que normal-
mente incluían una disciplina fiscal desti-
nada a recortar los déficit presupuestarios,
una reducción del gasto público, la deva-
luación de la moneda y la eliminación de
los controles a la importación y de los sub-
sidios a la exportación. En segundo lugar,
esto se combinaba con programas de
ajuste estructural encaminados a reorien-
tar la economía hacia sectores de produc-
ción para la exportación de propiedad pri-
vada, principalmente hacia el sector de la
agricultura y otros productores de mate-
rias primas. Las políticas que se aplicaban
abarcaban la liberalización del comercio y
de los mercados financieros, la privatiza-
ción, la desreglamentación de los merca-
dos de trabajo y de productos, la reducción
del personal en el sector público y el for-
talecimiento de los derechos de propie-
dad. Amenudo el recorte del gasto público
suponía una reducción de los gastos en
ámbitos como la educación y la salud, lo
cual empeoraba la pobreza y las desigual-
dades en los ingresos. La reducción de per-
sonal en el sector público hizo que se en-
grosaran las filas de los subempleados y de
aquellos que intentaban ganarse la vida en
el sector informal. Para muchos países del
Africa Subsahariana y de América Latina,
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éste fue un período de estabilización y
ajustes sin crecimiento.

Durante el resto de los años ochenta y
los primeros años de la década de 1990, se
consolidó lo que más tarde se conocería
como el «Consenso de Washington». En
realidad, la crisis de la deuda internacio-
nal se intensificó, la pobreza se generalizó
aún más y el subempleo alcanzó niveles
extremos en la mayoría de los países en de-
sarrollo. Las instituciones de Bretton
Woods respondieron modificando parcial-
mente sus programas de estabilización y
de ajuste estructural. Por ejemplo, a me-
diados de los años ochenta, comenzó la se-
gunda fase de los programas de Bretton
Woods destinados a promover el creci-
miento mediante ajustes. Se partía de la
idea de que si el nivel de crecimiento des-
cendía por debajo de un nivel determi-
nado previamente, se pondrían más re-
cursos a disposición de los países afecta-
dos para impulsar la economía. Poco
después comenzó la tercera fase de los
programas que ponían énfasis en el creci-
miento, el ajuste y las políticas destinadas
a mitigar las repercusiones sociales adver-
sas de las reformas económicas. Sin em-
bargo, se mantenían los elementos funda-
mentales de los programas de estabiliza-
ción y ajuste, y se imponían a cada vez más
gobiernos. Estos programas entrañaban
una devaluación sustancial de la moneda,
una reducción drástica del gasto público
con el fin de equilibrar los presupuestos
fiscales, unas políticas monetarias restric-
tivas y tipos de interés elevados, privati-
zaciones, la implantación del cobro de de-
rechos a los usuarios en ámbitos tales
como la salud y la educación, y una mayor
flexibilidad en el mercado de trabajo.

La introducción de programas de esta-
bilización y de ajuste a gran escala impulsó
una ampliación significativa de los con-
tactos entre el movimiento sindical inter-
nacional y las instituciones de Bretton
Woods. En opinión del movimiento sindi-
cal, los primeros años de la década de los
ochenta fueron de los más duros para los
trabajadores de todo el mundo desde 1945;
en ese contexto, el movimiento sindical
aseguró que estaba respondiendo me-

diante el aumento del alcance y la ampli-
tud de sus políticas relativas a los proble-
mas económicos mundiales y que procu-
raba coordinar la presión que se ejercía
ante las reuniones intergubernamentales
más importantes12. Esta grave situación
económica dio lugar a una cooperación
más eficaz entre una serie de organizacio-
nes sindicales internacionales, y el movi-
miento sindical se volvió más visible e hizo
oír más su voz en las reuniones interna-
cionales dedicadas a las cuestiones de de-
sarrollo económico y ajuste.

En respuesta a los programas de ajuste
estructural de los años ochenta y noventa,
la CIOSL, la CMT y muchas centrales sin-
dicales nacionales apoyaron con su peso
político los intentos tendentes a hacer más
transparente el proceso por el que se fijaba
la política económica de los países en de-
sarrollo. Los paquetes de reforma econó-
mica de un determinado país solían surgir
de discusiones apresuradas y secretas
entre los representantes de las institucio-
nes de Bretton Woods con sede en Wa-
shington y los dirigentes políticos con
mayor experiencia de ese país y sus ase-
sores financieros. El movimiento sindical
hizo un llamamiento al Banco Mundial y
al FMI para que las centrales sindicales na-
cionales participaran en las negociaciones
de ámbito nacional sobre las reformas eco-
nómicas. Las instituciones de Bretton
Woods respondieron a las peticiones de
mayor transparencia alegando que las de-
cisiones sobre estas cuestiones eran res-
ponsabilidad de los gobiernos nacionales
interesados y que no podían interferir le-
gítimamente en las mismas.

El movimiento sindical internacional y
las centrales nacionales también fueron
muy críticos con respecto a las repercusio-
nes que tuvieron las políticas de Bretton
Woods en la libertad sindical, la negocia-
ción colectiva, los salarios mínimos y otras
cuestiones relativas a las relaciones labo-
rales. Los altos funcionarios de las institu-
ciones financieras internacionales hicieron
caso omiso de dichas críticas. En respuesta
a las inquietudes de los sindicatos sobre el
hecho de que las condiciones impuestas
para los préstamos podían perjudicar la
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capacidad de los gobiernos de poner en
práctica obligaciones jurídicas internacio-
nales con respecto a la libertad sindical y
a la negociación colectiva, el Director Ge-
rente del FMI envió un mensaje por escrito
a un seminario sindical en el que asegu-
raba al movimiento sindical internacional
que dicha preocupación estaba «comple-
tamente injustificada». En dicho mensaje,
el Director Gerente afirmó que el FMI es-
taba obligado a respetar los objetivos na-
cionales, sociales y políticos de sus miem-
bros, y que sería impensable que el FMI
exigiera, como condición para utilizar sus
recursos, que un país miembro aplicara
cualquier medida que pudiera limitar de
alguna manera dichos derechos funda-
mentales de los individuos13.

Durante los años ochenta y la mayor
parte de los noventa, se presentó un gran
número de casos ante el Comité de Liber-
tad Sindical y la Comisión de Expertos en
Aplicación de Convenios y Recomenda-
ciones de la OIT relacionados con violacio-
nes de la libertad sindical resultantes de las
reformas introducidas como parte de los
programas de ajuste estructural y de esta-
bilización. En muchos de estos casos la de-
fensa de los gobiernos se basaba en el hecho
de que estaban aplicando las condiciones
exigidas por el FMI y el Banco Mundial.

El movimiento sindical reiteró periódi-
camente la necesidad de diálogo y su preo-
cupación por las repercusiones de las polí-
ticas de ajuste en las relaciones laborales,
desafortunadamente sin tener mucho éxito
al principio. Los sindicatos internacionales
también organizaron numerosas conferen-
cias regionales o subregionales en Africa,
América Latina y Asia durante la segunda
mitad de los años ochenta y a principios de
los noventa. Muchas de las recomendacio-
nes y resoluciones adoptadas en dichas
conferencias eran críticas con respecto a las
políticas y los programas aplicados por las
instituciones de Bretton Woods, pero, en lí-
neas generales, las alternativas que propo-
nían los sindicatos en materia de políticas
económicas no eran exhaustivas o especí-
ficas para cada país.

Con recursos financieros limitados y
una capacidad técnica precaria en lo rela-

tivo a los asuntos económicos tanto en el
ámbito internacional como nacional, el mo-
vimiento sindical no era capaz de idear de
forma independiente estrategias económi-
cas alternativas detalladas para todos los
países que estaban sometidos a políticas or-
todoxas de estabilización y ajuste. Por lo
tanto, el movimiento tuvo que recurrir a or-
ganizaciones del sistema de las Naciones
Unidas con las que tenía relaciones amis-
tosas con el fin de llevar a cabo la investi-
gación necesaria para sustentar un análisis
crítico de las políticas de ajuste. Desafortu-
nadamente, a mediados de los años
ochenta, el PME de la OIT estaba en declive
y la OIT se topó con barreras políticas
cuando intentó convocar una reunión de
alto nivel sobre el empleo y el ajuste es-
tructural. Esta reunión y la investigación
de base para la misma estaban destinadas
a poner de manifiesto las repercusiones so-
ciales y laborales de las políticas de ajuste.
A pesar de que esta reunión tuvo lugar fi-
nalmente en 1987, sin la participación de
los Estados Unidos y otros gobiernos clave
del Norte, algunos observadores perspica-
ces señalaron que el sistema de las Nacio-
nes Unidas se mantenía considerable-
mente al margen del debate sobre el ajuste
en la década de los ochenta14.

Había, sin embargo, una importante
excepción: el trabajo realizado por el UNI-
CEF sobre el «ajuste con una dimensión
humana», que planteaba una visión crítica
del enfoque ortodoxo y proponía que el
desarrollo se centrara en las preocupacio-
nes humanas y las personas. Posterior-
mente este enfoque se extendió a los in-
formes sobre desarrollo humano del
PNUD. El movimiento sindical hizo uso,
tanto a escala internacional como nacional,
de algunos de los argumentos que figura-
ban en estos diferentes informes durante
los últimos años de la década de 1980 y los
primeros de la década de 1990 para atacar
los programas de estabilización y de
ajuste; pero el movimiento sindical y sus
aliados no lograron suscitar el respaldo
político necesario entre los gobiernos del
Norte más poderosos para obligar a las
instituciones de Bretton Woods a que rea-
lizaran cambios fundamentales.
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El movimiento sindical internacional
se pronunciaba cada vez más y en térmi-
nos críticos con respecto a las políticas y
programas del Banco Mundial y del FMI,
pero seguía siendo optimista acerca de su
capacidad de influir en las instituciones de
Bretton Woods. En un informe de la CIOSL
elaborado en 1988 se afirmaba que el FMI
había mostrado cierta flexibilidad en la
formulación de sus programas de recupe-
ración, y se añadía que se habían dado al-
gunos pasos hacia la creación de un marco
para lograr una coordinación más estrecha
entre las políticas económicas de los paí-
ses industrializados más importantes. En
dicho informe se decía, asimismo, que la
CIOSL podía afirmar con razón que había
contribuido a esos cambios15.

En su informe de 1992 sobre los con-
tactos con las instituciones de Bretton
Woods, la CIOSL hizo los siguientes co-
mentarios:

Cada una de estas reuniones [entre las
delegaciones de la CIOSL y los altos
funcionarios de Bretton Woods] dio
lugar a grandes progresos y, en térmi-
nos prácticos, contribuyó a crear mayor
conciencia acerca de la necesidad de
tener en cuenta los niveles de pobreza
y de vida a la hora de formular políti-
cas. En 1987 se obtuvo un resultado
concreto cuando el Banco Mundial, el
Programa de las Naciones Unidas para
el Desarrollo (PNUD) y el Banco Afri-
cano de Desarrollo pusieron en marcha
proyectos relacionados con los aspec-
tos sociales del ajuste. La CIOSL podría
preciarse de haber contribuido al pro-
ceso que culminó con la elaboración de
este programa [...]16.
Se suponía que estos proyectos debían

mitigar las peores repercusiones sociales
de las reformas económicas, pero no logra-
ron introducir ningún cambio fundamen-
tal en la evolución económica de Africa.

El movimiento sindical internacional
también parecía ser relativamente opti-
mista con respecto a su influencia en las
reuniones anuales del FMI y el Banco
Mundial, en las que empezaron a partici-
par en calidad de observadores a finales
de los años ochenta. Sin embargo, la

CIOSL señaló que el valor de las declara-
ciones de los sindicatos dependía de que
las instituciones afiliadas lograran que sus
gobiernos nacionales incorporasen las
propuestas de la CIOSL en sus discursos,
ya que las ONG no podían hacer uso de la
palabra en dichas reuniones anuales. Se
afirmó, no obstante, que este proceso había
funcionado bien en varias ocasiones17.

A principios y mediados de la década
de 1990 se presta especial atención
a Europa central y oriental

Las relaciones entre el movimiento sin-
dical internacional y las instituciones de
Bretton Woods tomaron una nueva di-
mensión a principios de los años noventa
como consecuencia de los cambios políti-
cos ocurridos en Europa central y oriental.
La implantación de una economía de mer-
cado, unida a las alarmantes circunstancias
económicas de una serie de países de la re-
gión, hizo que aumentara aún más la in-
fluencia de las instituciones de Bretton
Woods. Muchas de las reformas que reco-
mendaban y de las condiciones que exigían
para acceder a los préstamos eran pareci-
das a los programas de estabilización y
ajuste que habían preconizado en los paí-
ses en desarrollo. Sindicatos internaciona-
les como la CIOSL, la CMT y los SPI se
unieron para respaldar tanto a los sindica-
tos nacionales existentes en la región, que
llevaban a cabo reformas políticas internas,
como a los nuevos sindicatos que trataban
de defender los intereses de sus afiliados
frente a las repercusiones sociales negati-
vas de los programas de ajuste económico.
En 1994, la CIOSL señaló lo siguiente:

La década anterior vio cómo estas dos
instituciones [el FMI y el Banco Mun-
dial] asumían una posición de impor-
tancia sin precedentes en la mayoría de
los países en vías de desarrollo y en los
antiguos países comunistas, siendo en
este período las instituciones que más
influencia tuvieron sobre las políticas
económicas de estos países18.
A partir de principios de los años no-

venta, la CIOSL empezó a celebrar confe-
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rencias nacionales sobre la dimensión so-
cial del ajuste en los países de Europa
oriental (Hungría, en 1991; Rumania, en
1992; Bulgaria, en 1993; Polonia, en 1994),
que promovían el diálogo entre los diri-
gentes sindicales nacionales y los funcio-
narios del Banco Mundial y del FMI. En al-
gunos casos, se organizaron reuniones de
seguimiento entre los sindicatos y funcio-
narios del Banco Mundial y del FMI con la
esperanza de que desembocaran en con-
tactos permanentes y en un proceso de for-
mulación de políticas más abierto y trans-
parente. Desafortunadamente, a princi-
pios de la década de 1990, este objetivo no
se había alcanzado y el proceso de diseño
de reformas económicas en Europa orien-
tal quedó exclusivamente en manos de las
instituciones financieras internacionales,
los ministerios de Hacienda, los bancos
centrales y sus asesores. 

En consecuencia, los sindicatos inten-
taron influir en las políticas de Bretton
Woods en Europa oriental por otras vías,
con inclusión de contactos más periódicos
entre los altos dirigentes sindicales tanto
de la CMT como de la CIOSL y los diri-
gentes del Banco Mundial y del FMI (véase
el recuadro sobre los contactos entre la
CMT y las instituciones de Bretton Woods
durante los años noventa en el capítulo si-
guiente). Una vez más, el movimiento sin-
dical internacional se mostró optimista en
cuanto a las repercusiones de este enfoque.
En un informe sobre una de estas reunio-
nes que tuvo lugar a mediados de la dé-
cada de 1990, la CIOSL señaló que el Di-
rector Gerente del FMI había tomado la pa-

labra en la reunión, lo cual demostraba, en
principio, el interés cada vez mayor del
FMI y del Banco Mundial en mantener
contactos con el movimiento sindical.

Notas

1 R. Pennant-Rea: «Hard pounding, this gentle-
men», en The Economist, 24 de septiembre de 1983.

2 L. Emmerij y otros: Ahead of the Curve? UN ideas
and global challenge (Bloomington, Indiana, Indiana
University Press, 2001), pág. 44.

3 Ibídem, pág. 60.
4 J. Gold: Legal and Institutional Aspects of the In-

ternational Monetary System: Selected Essays, vol. II
(Washington, Fondo Monetario Internacional, 1984),
pág. 18.

5 Véase el artículo sobre el sistema monetario in-
ternacional publicado en The Economist con fecha
29 de noviembre de 1980.

6 L. Emmerij y otros, op. cit., pág. 63.
7 Ibídem, pág. 69.
8 R. Pennant-Rea: «Preacher and policeman», en

The Economist, 26 de septiembre de 1981.
9 FMI, Boletín Suplemento, septiembre de 2000.
10 The Economist, 26 de septiembre de 1981, loc. cit.
11 FMI, Boletín Suplemento, septiembre de 1999.
12 CIOSL, Informe del Decimotercer Congreso

Mundial, junio de 1983.
13 Ibídem.
14 L. Emmerij y otros, op. cit.
15 CIOSL, Informe del Decimotercer Congreso

Mundial, op. cit.
16 CIOSL, Informe del Decimoquinto Congreso

Mundial, marzo de 1992.
17 Ibídem.
18 CIOSL, Informe de Actividades, 1991-1994,

pág. 71.
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Amediados de los años noventa co-
menzó a conocerse la real dimensión

de las políticas de ajuste estructural de las
instituciones de Bretton Woods. Los análi-
sis más independientes sobre su impacto
eran extremadamente negativos, y empe-
zaba a crecer el número de responsables
de la formulación de políticas, ONG, inte-
lectuales y otros actores de la sociedad civil
que eran sumamente críticos con respecto
a estas instituciones, como lo muestra, por
ejemplo, la campaña «Cincuenta Años es
Suficiente» lanzada por U.S. Network for
Global Economic Justice. De hecho, las
reuniones anuales de las instituciones de
Bretton Woods en estos últimos años se
han convertido en el «pararrayos» de las
protestas de los activistas antiglobaliza-
ción. Al mismo tiempo, diferentes parti-
darios de derechas así como algunos gru-
pos aislacionistas y gobiernos conserva-
dores han comenzado a atacar a las
instituciones de Bretton Woods.

Con este telón de fondo, estas dos ins-
tituciones financieras internacionales em-
pezaron a intentar mejorar su imagen pú-
blica y dar la impresión de mayor trans-
parencia. En un principio el Banco
Mundial tuvo más éxito que el FMI a este
respecto. Entre los esfuerzos realizados fi-
guraba el de invitar a representantes del
movimiento sindical internacional y de
otras organizaciones internacionales como
la OIT a que formularan comentarios sobre
los proyectos de sus publicaciones emble-

máticas (el Informe sobre desarrollo mundial
y las Perspectivas de la economía mundial)1.
Las instituciones de Bretton Woods tam-
bién empezaron a invertir considerables
recursos en la organización de seminarios
de formación para explicar sus políticas y
programas a sindicalistas. El movimiento
sindical respondió favorablemente a estas
invitaciones y dedicó un esfuerzo consi-
derable a preparar comentarios sobre de-
terminadas publicaciones. Por ejemplo,
realizó importantes esfuerzos para influir
en el contenido del Informe sobre el desarro-
llo mundial 1995: El mundo del trabajo en una
economía integrada. Probablemente como
resultado de esta labor, el Banco admitió
por primera vez que la «voz» sindical
podía tener un valor económico positivo.
Pese a ello, el Banco se mantuvo escéptico
con respecto a las repercusiones económi-
cas de la negociación colectiva y siguió
siendo crítico con respecto a la negociación
de ámbito sectorial, regional o nacional.

Fue aproximadamente en esta época
(1994) cuando la CIOSL y varios SPI deci-
dieron abrir una pequeña oficina en Wa-
shington en la que dos personas actuarían
como punto de contacto con las institucio-
nes de Bretton Woods. En los últimos años,
esta oficina ha podido proporcionar al mo-
vimiento sindical internacional informa-
ción actualizada y análisis extremada-
mente valiosos sobre el FMI y el Banco
Mundial. Además, también ha facilitado
un diálogo innovador y más profundo
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Capítulo III

Crecientes críticas contra las instituciones
de Bretton Woods y primeros indicios de reforma

Hacia finales de los años noventa, las instituciones de Bretton Woods
anunciaron una serie de reformas de sus procedimientos y progra-
mas; esto se debió quizás a la crisis asiática y su posterior propa-
gación, así como al creciente descontento público con respecto a las
políticas de dichas instituciones.
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entre las instituciones de Bretton Woods y
una amplia gama de organizaciones sindi-
cales, y ha hecho que el seguimiento de las
discusiones sea mucho más sistemático.

Las estrategias del movimiento sindi-
cal internacional con respecto a las institu-
ciones de Bretton Woods se diversificaron
aún más mediante iniciativas sectoriales
de una serie de secretariados profesiona-
les internacionales 2. (Véanse los recuadros
en los que se describen las actividades de
la Internacional de la Educación, la ISP, la
ITF y la FITCM.)

Durante los últimos años de la década
de 1990, el diálogo entre el movimiento sin-
dical internacional y las instituciones de
Bretton Woods se centró en la crisis econó-
mica de Asia y los consiguientes intentos

de reformar y fortalecer la arquitectura fi-
nanciera internacional. La crisis económica
asiática, que se extendió rápidamente a
América Latina y a Europa oriental, puso
de manifiesto la enorme discrepancia exis-
tente entre un mundo financiero e interna-
cional cada vez más sofisticado y dinámico
y la falta de un marco institucional ade-
cuado para regularlo. Además, la crisis
también acentuó enormemente la creciente
disparidad entre los ricos y los pobres, po-
niendo de relieve que, a pesar del creci-
miento económico sin precedentes, cada
vez son más numerosas las personas que
quedan atrapadas en la mayor miseria.

La crisis asiática hizo que se intensifi-
caran más los contactos entre el movi-
miento sindical internacional y los diri-

La CMT y las instituciones de Bretton Woods

La CMT ha ejercido presión activamente sobre
el Banco Mundial y el FMI para impulsar pro-
puestas parecidas a las de la CIOSL en materia
de políticas. En los años setenta empezaron in-
formalmente las discusiones entre la CMT y los
representantes belgas en las instituciones de
Bretton Woods. Las discusiones celebradas en
los años setenta y ochenta se centraron princi-
palmente en el papel y la competencia de las
empresas multinacionales. La naturaleza de esta
relación ha evolucionado desde finales de la dé-
cada de 1980 ya que la CMT ha intentado esta-
blecer una relación más estructurada con el FMI
y el Banco Mundial, con una doble finalidad:
● crear una mayor conciencia en los sindicatos

afiliados sobre las repercusiones que las polí-
ticas del FMI y el Banco Mundial estaban te-
niendo en las políticas económicas y sociales
de sus países; y

● lograr que los dirigentes y el personal del FMI
y el Banco Mundial entendieran que no se de-
bían elaborar programas de ajuste estructural
y otras políticas sin prestar la debida atención
a las consecuencias que podrían tener en la
pobreza y en los derechos de los trabajadores.

Durante la década de los noventa, los
contactos entre la CMT y las instituciones de
Bretton Woods mejoraron y fueron más fre-
cuentes.
● En 1989 y 1990, un economista de la ACV-

CSC trabajó durante varios meses en la ofi-
cina del Director Gerente del FMI, de na-
cionalidad belga, con el fin de adquirir co-

nocimientos más precisos sobre el funciona-
miento de estas instituciones.

● Posteriormente se organizaron seminarios re-
gionales; asimismo, se invitó al personal del
FMI y del Banco Mundial a que participara en
discusiones detalladas con los representantes
sindicales.

● Las delegaciones de la CMT acudieron a la
sede del FMI y del Banco Mundial, en Wa-
shington, para celebrar debates tanto con el
personal técnico como con los directivos de
dichas organizaciones. En los últimos años,
esto se ha convertido en un acontecimiento
anual. En marzo de 2001, la CMT y los repre-
sentantes de las instituciones de Bretton
Woods se reunieron en Washington; en esa
ocasión, se hizo hincapié en la necesidad de
establecer vínculos más estructurados entre el
Banco, el Fondo y los sindicatos. Tanto el FMI
como el Banco Mundial reaccionaron favora-
blemente a esta propuesta, pero hasta ahora
no han tomado medidas concretas para esta-
blecer un vínculo estructurado.

● En 1998, la CMT abrió una oficina en
Washington, en la que un funcionario a
tiempo parcial es responsable de la labor de
seguimiento en relación con el FMI y el Banco
Mundial.

● La CMT está actualmente estudiando la posi-
bilidad de crear un grupo de trabajo sobre las
instituciones de Bretton Woods a fin de poder
seguir más de cerca sus políticas y fortalecer
los contactos entre las organizaciones regio-
nales de la CMT y dichas instituciones.



gentes del Banco Mundial y del FMI. Du-
rante 1998 y 1999, los sindicatos organiza-
ron numerosas reuniones en la región de
Asia y produjeron muchas publicaciones
relativas a la crisis económica, en las que
presentaron propuestas de políticas desti-
nadas a restablecer la estabilidad y el cre-
cimiento económicos. Representantes del
Banco y del Fondo participaron en mu-
chas de estas actividades. Posteriormente,
el antiguo Director Gerente del FMI, el
Sr. Camdessus, se refirió a menudo a la co-
laboración positiva entre el Fondo y el mo-
vimiento sindical internacional que tuvo
lugar durante la crisis económica y polí-
tica de Indonesia. Si bien resulta difícil
evaluar el impacto de estos contactos en
las políticas económicas adoptadas por las
instituciones de Bretton Woods y los go-
biernos asiáticos, numerosos observado-
res han señalado que la colaboración con
las instituciones de Bretton Woods y el
Banco Asiático de Desarrollo en el con-
texto de la crisis asiática ayudó probable-
mente a promover un mayor grado de diá-
logo social en algunos países de la región.
No obstante, se siguen planteando inte-
rrogantes con respecto a la durabilidad de
dicho diálogo.

La reducción de la pobreza y el alivio
del peso de la deuda pasan a ser
cuestiones de máxima prioridad

Hacia finales de los años noventa, las ins-
tituciones de Bretton Woods anunciaron
una serie de reformas de sus procedi-
mientos y programas; esto se debió quizás
a la crisis asiática y su posterior propaga-
ción, así como al creciente descontento
público con respecto a las políticas de di-
chas instituciones. Durante su reunión
anual en septiembre de 1999, las dos insti-
tuciones convinieron en centrar sus pro-
gramas en la reducción de la pobreza en
los países miembros más pobres por
medio de una serie de cambios en el sis-
tema y la estructura con arreglo a los cua-
les se conceden préstamos en condiciones
favorables y un alivio del peso de la deuda
a los países en desarrollo y en transición.
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La Internacional de la Educación
La Internacional de la Educación (IE) se creó en
enero de 1993 a partir de la unión del Secre-
tariado Profesional Internacional de la Ense-
ñanza (SPIE) y la Confederación Mundial de Or-
ganizaciones de Profesionales de la Enseñanza
(CMOPE). Desde su creación, la IE ha trabajado
para contrarrestar las repercusiones negativas
del ajuste estructural y de la reforma educa-
tiva en los sistemas educativos y las condicio-
nes de trabajo en el sector de la educación. La
IE ha instado y ayudado a las instituciones afi-
liadas para que ejerzan presión a nivel nacio-
nal sobre el Banco Mundial a fin de que cum-
pla los compromisos con respecto a la triple fi-
nanciación de la educación que formuló en la
Conferencia Mundial sobre Educación para
Todos de 1990 organizada por la UNESCO, el
UNICEF, el PNUD y el Banco Mundial.

La Federación Internacional
de Trabajadores de la Construcción

y la Madera
En 1996, la Federación Internacional de Tra-
bajadores de la Construcción y la Madera
(FITCM) inició una campaña para incluir las
normas fundamentales del trabajo en las di-
rectrices sobre compras, en los documentos
de licitación estándar y en los convenios de
préstamo del Banco Mundial. La FITCM ha tra-
bajado con sus instituciones afiliadas para que
el Banco tenga en cuenta esto tanto en la sede
como a nivel operacional en los países que so-
licitan préstamos.

En octubre de 2000, el Banco anunció que
estudiaría la posibilidad de elevar las cláusulas
optativas sobre el trabajo que figuran en los
documentos de licitación estándar a la condi-
ción de «obligatorias». El personal del Banco
reconoció que era improbable que los textos
incluyeran cláusulas en las que figurasen las
normas fundamentales del trabajo, tales como
las relativas a la libertad sindical y al derecho
a la negociación colectiva. Sin embargo, los
funcionarios del Banco indicaron que estaban
estudiando la posibilidad de modificar la for-
mulación de dichas cláusulas con el fin de dar
efecto al Convenio núm. 182 de la OIT para ga-
rantizar que no se hace uso de las peores for-
mas de trabajo infantil en los proyectos finan-
ciados por el Banco. La publicación de los do-
cumentos de licitación estándar revisados
estaba prevista para mayo de 2001; en el mo-
mento de redactar el presente documento, no
se habían realizado aún dichos cambios, pero
sigue existiendo un diálogo entre el Banco y el
movimiento sindical a este respecto.



El FMI sustituyó el muy criticado Ser-
vicio Financiero Reforzado de Ajuste Es-
tructural (SRAE) por un nuevo Servicio
para el Crecimiento y la Lucha contra la
Pobreza (SCLP) cuyo principal objetivo
consiste en reducir la pobreza. El Banco
Mundial y el FMI anunciaron el lanza-
miento de una iniciativa mejorada para la
reducción de la deuda de los países pobres
muy endeudados (PPME), después de rea-
lizar un examen interno pormenorizado.
También se decidió que todas las conce-
siones de préstamos en condiciones favo-
rables así como el alivio de la carga de la
deuda debían estar respaldados por una
estrategia de reducción de la pobreza,
cuyo resumen debía figurar en el docu-
mento de estrategia de lucha contra la po-
breza (DELP) que deben aprobar los Di-
rectorios Ejecutivos del Banco Mundial y
el FMI antes de conceder préstamos o de
aprobar el alivio de la carga de la deuda3.
Los DELP también servirán de marco para
las estrategias de asistencia a los países
(EAP) del Banco Mundial (véase el recua-
dro que proporciona detalles sobre el
SCLP, las EAP y el MID).

No es nuevo el hecho de que los países
en desarrollo y en transición cuenten con
estrategias para reducir la pobreza, pero
las instituciones de Bretton Woods han ad-
mitido que las estrategias pasadas varia-
ban considerablemente en cuanto a su al-
cance, profundidad y carácter participa-
tivo. Además, no siempre dejaban claros
los vínculos causales entre la acción pú-
blica y la reducción de la pobreza ni refle-
jaban forzosamente un enfoque participa-
tivo. El objetivo era contribuir a catalizar
en mayor medida la reducción de la po-
breza4.

Los DELP tienen por finalidad facilitar
este objetivo determinando la manera en
que se puede centrar la asistencia finan-
ciera en mejorar la situación de los miem-
bros más pobres de la sociedad. El proceso
de los DELP se ha concebido para incluir
consultas más sistemáticas con la sociedad
civil a fin de garantizar que se fijen y al-
cancen adecuadamente los objetivos de re-
ducción de la pobreza. Las autoridades de
cada país deben preparar estos documen-
tos, de acuerdo con los principios que fi-
guran en el Marco Integral de Desarrollo
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La Internacional de Servicios Públicos y la Federación Internacional
de los Trabajadores del Transporte

La Internacional de Servicios Públicos (ISP) y la
Federación Internacional de los Trabajadores del
Transporte (ITF) han tratado de emprender un
diálogo con el FMI y el Banco Mundial sobre una
serie de cuestiones, incluidas las relativas a la ca-
lidad de los servicios públicos, la privatización y
la subcontratación, el ajuste estructural y las res-
tricciones generales en los servicios públicos.

Se ha creado una alianza formal entre el
Banco Mundial, la ISP y la ITF con la CIOSL y la
Comisión Sindical Consultiva ante la OCDE
(TUAC), conocida como Public Enterprise Re-
form and Labour Network (PERL-NET). Esta red
fue creada para lograr un diálogo constructivo
entre el Banco y las organizaciones laborales
sobre cuestiones relativas a la reforma del sec-
tor público y a sus consecuencias. Ni la ISP ni la
ITF han señalado aún que se hayan logrado pro-
gresos significativos en cuanto a las políticas
gracias a la PERL-NET, pero se considera un paso
importante en el fortalecimiento del diálogo y
un reconocimiento en sí de la creciente partici-
pación de los sindicatos en el Banco Mundial.

A diferencia de la IE, la ISP ha afirmado que
han sido casi totalmente infructuosas las peti-
ciones realizadas a sus afiliados para que ejer-
zan presión sobre los directores ejecutivos del
Banco, y a través de ellos en el Banco a nivel po-
lítico. La ISP ha atribuido esto a la falta de con-
fianza de las instituciones afiliadas para abor-
dar problemas aparentemente técnicos con su
propio gobierno o los altos funcionarios del
Banco. La ISP ha respondido a este reto y ha tra-
tado de cubrir las necesidades de sus afiliados
proporcionando información y material de di-
fusión, incluida una nueva publicación que apa-
rece en Internet denominada «¡Paren el
mundo!». En esta publicación se explica el fe-
nómeno de la globalización y sus consecuencias
para los miembros de la ISP, se analizan las or-
ganizaciones e instituciones que gobiernan la
economía global o tienen influencia sobre la
misma, y se explica por qué y cómo la ISP y sus
afiliados pueden tratar de influir en las políticas
económicas globales.



1 Véase la ficha técnica del FMI sobre el Servicio para el Crecimiento y la Lucha contra la Pobreza (SCLP), marzo
de 2001.
2 Los principios del MID se señalaron por primera vez en un discurso del Sr. Wolfensohn sobre «El Desafío de la
Inclusión», pronunciado en Hong Kong en el otoño de 1997, y se expusieron más detalladamente en su discurso
sobre «La Otra Crisis», pronunciado en las Reuniones Anuales de 1998.

(MID), para presentarlos al Banco Mundial
y al FMI 5.

En el Informe sobre el Desarrollo Mundial
2000/2001 del Banco Mundial se ha puesto
énfasis en la necesidad de realizar consul-
tas más amplias a nivel nacional. En el in-
forme se afirma que el logro de la reduc-
ción de la pobreza de manera sostenida re-
quiere la potenciación de los pobres, el
fortalecimiento de las organizaciones de la
sociedad civil (incluidos los sindicatos) y
la formación de alianzas entre los pobres y
los que no son pobres.

Apesar del compromiso manifiesto ad-
quirido por el Banco Mundial y el FMI de
aumentar las consultas con la sociedad
civil, es evidente que hay que hacer más
en ese sentido. Los Directorios Ejecutivos
del FMI y del Banco Mundial ya han re-
frendado cinco DELP completos 6; los sin-
dicatos de Burkina Faso, la República
Unida de Tanzanía y Uganda informan de
que, durante el proceso de elaboración de
los DELP, se realizaron pocas consultas o
ninguna a los sindicatos7. En el caso de
Bolivia, la evaluación de Bretton Woods
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SCLP, EAP y MID
El Servicio para el Crecimiento y la Lucha con-
tra la Pobreza (SCLP) es un mecanismo de prés-
tamo para los países con ingresos bajos, cuyo
objetivo fundamental es reducir la pobreza; el
sistema de préstamos del SCLP respalda medi-
das específicas que deben basarse en los DELP.
El FMI afirma que la importancia que concede
el SCLP al protagonismo de los países y a una
mayor colaboración con el Banco Mundial sig-
nifica que la condicionalidad del FMI es menos
extensiva y está más centrada que nunca en las
esferas de responsabilidad fundamentales del
FMI1.

Al menos en teoría, esto debería crear un
enfoque más coherente de la reducción de la
pobreza en función de cada país, en el que la
participación de la sociedad civil tendría una
función clara.

El Directorio toma como base principal la es-
trategia de asistencia a los países (EAP) para es-
tudiar la estrategia de asistencia que el Grupo
del Banco Mundial aplicará con respecto a los
prestatarios de la Asociación Internacional de
Fomento (AIF) y del Banco Internacional de Re-
construcción y Fomento (BIRF). El documento de
la EAP describe la estrategia del Grupo basada
en una evaluación de las prioridades de cada
país. Este documento indica el nivel y la com-
posición de la asistencia que se debe proporcio-
nar sobre la base de la estrategia y los resulta-
dos en relación con la cartera de préstamos del
país. Los elementos clave de la EAP se discuten
con el gobierno antes de someterlos al Directo-
rio, pero no se trata de un documento nego-
ciado. En el documento sobre la EAP se señala 

cualquier diferencia que exista entre el propio pro-
grama del país y el del Banco.

El Marco Integral de Desarrollo (MID) es bá-
sicamente un proceso o manera de efectuar
operaciones mediante el cual se pretende lograr
una mayor eficacia en el desarrollo. El MID tiene
sus bases en el mismo enfoque macroeconómico
que ha caracterizado siempre al FMI y al Banco
Mundial, pero reconoce la necesidad de dar la
misma importancia a las políticas sociales, es-
tructurales e institucionales. El MID tiene un en-
foque holístico con respecto a la política de de-
sarrollo y reconoce la necesidad de que dichas
políticas se elaboren mediante una consulta con
la sociedad civil y los donantes externos2.

Por consiguiente, las estrategias deberían:

● estar impulsadas por los países, con una am-
plia participación de la sociedad civil y del sec-
tor privado en todas las fases operativas;

● estar orientadas hacia los resultados y cen-
trarse en los resultados que habrán de bene-
ficiar a los pobres;

● ser integrales, esto es, reconocer la natura-
leza pluridimensional de la pobreza, pero
también tener un orden de prioridades para
que su aplicación sea factible tanto en térmi-
nos fiscales como institucionales;

● estar orientadas hacia los vínculos de asocia-
ción, con una participación coordinada de los
interlocutores para el desarrollo (bilaterales,
multilaterales y no gubernamentales);

● estar basadas en una perspectiva a largo plazo
para reducir la pobreza.



afirma que el Gobierno hizo un esfuerzo de
buena fe por promover un enfoque partici-
pativo de la formulación de la estrategia,
pero también observa que las ONG y gru-
pos de la sociedad civil han planteado cues-
tiones respecto de si las personas respon-
sables de adoptar decisiones influyeron in-
debidamente en algunas consultas, si los
grupos vulnerables estaban bien represen-
tados, sobre todo las mujeres y las pobla-
ciones indígenas, y si la metodología em-
pleada promovía la participación real, en el
sentido de que estaba sumamente estruc-
turada y de que el orden del día de las dis-
cusiones no era suficientemente flexible.

El movimiento sindical internacional
ha respondido favorablemente al mayor
énfasis puesto en las consultas con la so-
ciedad civil gracias al proceso de los DELP,
y ha tratado de apoyarlo. La CIOSL ha ela-
borado una Guía Sindical para el DELP
destinada a sus afiliados, con objeto de
alentar la participación sindical en el pro-
ceso y a facilitarla (en el Simposio habrá
copias de esta guía a disposición de los
participantes). En julio de 2001, durante
una reunión con los representantes de las
instituciones de Bretton Woods, una dele-
gación de la CIOSL expresó su decepción
ante la falta de progresos sustanciales con
respecto al logro de una participación sin-
dical eficaz en el proceso de elaboración de
los DELP. El movimiento sindical ha pro-
puesto que las consultas con la sociedad
civil sean una condición para que se aprue-
ben los DELP y ha pedido al FMI y al Banco
Mundial que en el futuro no den su apro-
bación a los DELP que hayan sido prepa-
rados sin haber consultado a los sindica-
tos. El Banco Mundial y el FMI no han con-
traído compromiso alguno a este respecto.
Los DELP deberían incluir información
más clara y detallada sobre el nivel de con-
sulta y las partes consultadas. Esto sería
posible si el Banco Mundial adoptara un
criterio más uniforme con respecto a las
consultas a la sociedad civil en todos los
aspectos de la ayuda al desarrollo. Si bien
en teoría el Banco respalda plenamente las
consultas en el proceso de elaboración de
las EAP (por ejemplo), en la práctica, esto
sólo ocurre con el acuerdo general previo

del gobierno 8; en consecuencia, se debería
prescindir del acuerdo del gobierno.

En cuanto a las cuestiones de género,
este problema no se ha abordado aún de
manera firme y sistemática en el proceso
de preparación de los DELP. El Movi-
miento Mundial para el Desarrollo
(WDM) examinó el aspecto relativo a la
igualdad de género en los DELP provisio-
nales y los DELP y llegó a la conclusión de
que, si bien ésta es una cuestión que al
menos se menciona en casi todos los casos,
hay muy pocas propuestas directas para
contrarrestar las consecuencias de la desi-
gualdad de género en relación con la po-
breza. Si se efectúan consultas equilibra-
das y de gran alcance con la sociedad civil,
esto podría redundar en DELP concebidos
para ayudar a las mujeres a superar mu-
chos de los obstáculos adicionales a los que
se enfrentan al tratar de escapar de la po-
breza. La discriminación por razón de gé-
nero impide que las mujeres accedan a las
tierras, a los créditos y a la propiedad de
activos. En el ámbito laboral, la reducción
de las desigualdades puede aumentar el
acceso de las mujeres al empleo y sus opor-
tunidades al respecto, y puede dar lugar
al incremento de los ingresos de las muje-
res y del ingreso nacional. La inversión en
la educación de las niñas y las mujeres
puede aportar importantes mejoras en
cuanto a la reducción de la mortalidad in-
fantil y de la superpoblación, así como al
fomento de la producción y de la partici-
pación de las mujeres en los asuntos loca-
les y nacionales.

El proceso de preparación de los DELP
está resultando lento. Hasta junio de 2001,
tan sólo cinco países habían terminado de
preparar DELP y otros 36 contaban con
DELP provisionales 9. Más de 80 países reú-
nen los requisitos necesarios para recibir
préstamos en condiciones muy favorables
y beneficiarse de la Iniciativa PPME. Esto
significa que más de 75 países aún tienen
que completar los DELP; por lo tanto, aún
queda mucho por hacer. Las instituciones
de Bretton Woods han justificado los pla-
zos prolongados relativos a la formulación
de los DELP alegando la necesidad de un
criterio cualitativo. Existen muchas posibi-
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Fuente: Sitio de Jubilee 2000 UK en Internet: http://www.jubilee2000uk.org.

lidades de que las estrategias elaboradas
apresuradamente estén mal concebidas, no
se apoyen en consultas y estén destinadas
intrínsecamente al fracaso. Estas son in-
quietudes legítimas, que comparte el mo-
vimiento sindical. No obstante, si bien se
debe lograr la calidad, esto no debe utili-
zarse como excusa para evitar reconocer y
solucionar los múltiples problemas logísti-
cos e institucionales a los que se enfrentan
los gobiernos en el proceso de preparación
de los DELP. Es necesario el compromiso
de invertir mayores recursos técnicos y fi-
nancieros para acelerar el proceso.

Si bien las estrategias de lucha contra
la pobreza deberían ayudar a mejorar el
objetivo de la asistencia financiera futura,
los beneficios se reducirán si los países tie-
nen que seguir luchando contra los efec-

tos residuales de la deuda existente. Los
sindicatos están sobre todo preocupados
porque el énfasis que ponen constante-
mente el Banco Mundial y el FMI en la re-
ducción del gasto para recibir alivio de la
carga de la deuda y otros tipos de asisten-
cia chocará con el objetivo declarado del
proceso de los DELP. No queda claro hasta
qué punto un país puede realmente diri-
gir y reconocer como propia una estrate-
gia de lucha contra la pobreza si ésta debe
establecerse siempre según los parámetros
de una trayectoria positiva de cumpli-
miento de los programas respaldados por
el FMI y el Banco Mundial. Es evidente,
pues, la necesidad de un alivio de la carga
de la deuda eficaz y efectivo.

La fuerte carga de la deuda pone en pe-
ligro la asistencia financiera no sólo en
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El costo de la deuda
En 1998, la deuda total de Uganda ascendía a
3.600 millones de dólares de los Estados Unidos;
los gastos en concepto de servicio de la deuda
han sido superiores a los gastos en salud y edu-
cación. Uganda tiene una de las tasas de espe-
ranza de vida más bajas del mundo (en 1994 se
situaba en 40,2 años).

Burkina Faso es uno de los países más po-
bres del mundo; su deuda total es dos veces y
medio el valor total de las exportaciones anua-
les del país y más de la mitad del PNB anual. En
términos de valor actual, el total de la deuda ha
aumentado en un 20 por ciento en dos años.

Mozambique es otro de los países más po-
bres del mundo y es incapaz de reembolsar dos
tercios de los pagos previstos en el servicio de
su deuda. Después de tres intentos de reducir
la deuda, Mozambique seguirá pagando casi un
millón de dólares de los Estados Unidos por se-
mana y seguirá gastando casi lo mismo en el
servicio de la deuda que en los servicios de
salud.

En 1996, Nicaragua pagó 221 millones de
dólares de los Estados Unidos en concepto de
servicio de la deuda; esta cifra representaba más
del 50 por ciento de los ingresos del Estado.
Entre 1994 y 1996, la razón media deuda/ex-
portación era del 763 por ciento.

... estos países pueden acogerse a la Inicia-
tiva PPME.

En 1998, Bangladesh pagó por el servicio de la
deuda casi 700 millones de dólares de los Esta-
dos Unidos, casi lo mismo que lo que el país
gastó en concepto de salud. Por cada dólar que
el país recibe en subsidios de asistencia gasta
1,04 dólares en el servicio de la deuda.

Se calcula que la deuda de Nigeria asciende
a más de 30.000 millones de dólares de los Es-
tados Unidos, es decir, el 14 por ciento de la
deuda total de Africa. Desde 1980, las tenden-
cias de los gastos correspondientes al servicio de
la deuda y a la educación se han invertido com-
pletamente: el gasto en concepto de deuda ha
pasado del 1,9 al 8 por ciento del PNB, mientras
que el gasto en materia de educación ha bajado
del 6,4 al 1,3 por ciento. En 1996, Nigeria pagó
104,45 dólares en concepto de servicio de la
deuda por cada dólar recibido en concepto de
subsidios de asistencia. A pesar de ello, los re-
embolsos de Nigeria rebasan apenas la mitad de
la cuantía de los pagos programados.

Haití tiene una razón deuda/exportación del
300 por ciento. En 1980, su deuda ascendía a
302 millones de dólares de los Estados Unidos y
desde entonces la cifra se ha más que triplicado.
En 1997, la cifra correspondiente era 1.100 mi-
llones de dólares, casi el 40 por ciento del PNB.
Las cifras de 1996 relativas al servicio de la deuda
muestran que el Gobierno gastaba más recur-
sos en el reembolso de la deuda que en salud.

... estos países no pueden acogerse a la Ini-
ciativa PPME. ¿Por qué no?



forma de préstamos procedentes del
Banco Mundial y del FMI, sino también de
otros tipos de ayuda al desarrollo. Muy a
menudo, estos fondos se utilizan para
pagar la deuda existente en lugar de dedi-
carlos a los fines previstos de reducir la
pobreza y fomentar el desarrollo. Por aña-
didura, durante la década de 1990, la can-
tidad de dinero disponible en forma de
ayuda al desarrollo se redujo constante-
mente. La reducción del servicio de la
deuda no será suficiente para compensar
la reducción de la ayuda, que en 1997 re-
presentaba sólo el 59 por ciento de la cifra
correspondiente a 1991, año en que se re-
gistraron los valores más altos en materia
de ayuda al desarrollo.

En 1999, el FMI llevó a cabo un impor-
tante examen interno de la Iniciativa para
la reducción de la deuda de los países po-
bres muy endeudados (PPME). El examen
dio como resultado una Iniciativa PPME
mejorada, que el Banco Mundial y el FMI
describieron como «más profunda, amplia
y rápida». El Banco Mundial y el FMI han
afirmado que el principal objetivo de la Ini-
ciativa para la reducción de la deuda de los
países pobres muy endeudados es reducir
la carga de la deuda de un país a niveles
sostenibles10, a condición de que se regis-
tren resultados satisfactorios en materia de
políticas, con el fin de garantizar que los
esfuerzos por llevar a cabo los ajustes y las
reformas necesarios no corran peligro de-
bido a las elevadas cargas de la deuda y del
servicio de la deuda11.

Los países pobres para los que la carga
de la deuda constituye un peligro para el
desarrollo son los que pueden recibir prés-
tamos en condiciones concesionarias ya
sea de la Asociación Internacional de Fo-
mento (AIF) o del Servicio para el Creci-
miento y la Lucha contra la Pobreza
(SCLP) del FMI. Esta sería la situación de
unos 80 países, pero el número de países
que se pueden acoger a la Iniciativa PPME
queda reducido por otro criterio exigido:
el país debe enfrentarse a una «situación
de deuda insostenible» incluso después de
la aplicación total de los mecanismos pre-
viamente acordados de alivio de la carga
de la deuda (tales como las «condiciones

de Nápoles» en el marco del acuerdo del
Club de París).

El FMI determinó que un total de 41 paí-
ses tenía derecho a una condonación par-
cial de la deuda a finales de 2000 12. Esta
cifra no es tan favorable para los países en
comparación con la propuesta del Jubileo
2000 (refrendada por la CIOSL), que abar-
caba a 52 países muy pobres y fuertemente
endeudados, incluidos algunos que no
pueden acogerse a la Iniciativa PPME (Ban-
gladesh, Gabón, Haití, Nepal y Nigeria).
Algunas de estas exclusiones son especial-
mente difíciles de entender. La CIOSL ya
ha puesto en tela de juicio la exclusión de
Nigeria13, el país más endeudado de Africa,
y de Haití, el país más pobre de las Améri-
cas; el Banco Mundial ha clasificado a estos
dos países como países de bajo ingreso gra-
vemente endeudados.

No sólo es limitado el número de paí-
ses, sino que los progresos en materia de
alivio de la carga de la deuda en virtud de
la Iniciativa PPME han sido lentos14. Hasta
septiembre de 2000, tan sólo diez países
habían alcanzado el denominado «punto
de decisión» de la Iniciativa PPME; es
decir, el punto en que los Directorios Eje-
cutivos tanto del Banco Mundial como del
FMI determinan que la deuda de un país
no se puede reducir a niveles sostenibles
por otros medios y que es necesario con-
donar la deuda al menos parcialmente.

En otoño de 2000, el Banco Mundial y
el FMI anunciaron una aceleración del pro-
ceso de lucha contra la pobreza en el marco
de la Iniciativa PPME, basada en una
mayor asistencia técnica a los países en
cuestión y en un enfoque más flexible de
las condiciones exigidas para recibir alivio
de la carga de la deuda. En consecuencia,
hasta julio de 2001, un total de 23 países
había obtenido la aprobación para recibir
alivio de la carga de la deuda y otras
tres solicitudes están en trámite. El FMI
asegura que estas ayudas reducirán en
34.000 millones de dólares de los Estados
Unidos (la mitad de lo que deben) la carga
que llevan estos países a sus espaldas15. Sin
embargo, si los 41 PPME se consideran
como un grupo, el porcentaje del PNB que
representa la deuda externa descenderá
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del 99,5 por ciento en 2000 al 94,5 por
ciento en 2001, lo cual es una disminución
extremadamente modesta.

A pesar de los esfuerzos realizados por
mejorar la Iniciativa PPME, hasta junio de
2001 tan sólo Uganda y Bolivia habían al-
canzado el denominado «punto de culmi-
nación» del proceso y reciben ahora alivio
de la carga de la deuda. Resulta significa-
tivo que tan sólo Chad hubiera alcanzado
el «punto de decisión» desde diciembre de
2000, lo cual indica que se está ralenti-
zando el proceso que ya era lento16. El
Banco Mundial y el FMI han tomado pocas
medidas destinadas a acelerar el proceso
y han anunciado que tomarán disposicio-
nes especiales para ayudar a los 11 países
que salen de un conflicto y que constitu-
yen la mayoría de los 19 países que cum-
plen los criterios de admisibilidad17.

El movimiento sindical internacional
considera que se necesita hacer mucho
más para incrementar el número de países
que pueden acceder a la asistencia a los
PPME y aumentar el nivel de condonación
de la deuda concedida a los países en cues-
tión. Los sindicatos han propuesto que el
respeto de los derechos humanos, inclui-
dos los derechos fundamentales de los tra-
bajadores, sea un requisito previo para que
los PPME puedan acogerse a los mecanis-
mos de alivio de la deuda. El Banco Mun-
dial y el FMI no han mostrado intención
alguna de revisar la lista de los PPME.

Para los pocos países afortunados, la re-
ducción de la deuda debería proporcionar
al menos un alivio temporal, pero existe la
preocupación de que incluso una vez redu-
cida la deuda no sea sostenible. Las institu-
ciones financieras internacionales calculan
los niveles de sostenibilidad a partir de
proyecciones del crecimiento. En pocas pa-
labras, el Banco Mundial y el FMI parten de
la hipótesis de que la economía del país cre-
cerá a un ritmo determinado y de que las
exportaciones producirán un cierto ingreso;
estos datos se utilizan para calcular la razón
deuda/exportación, que no debe sobrepa-
sar el 250 por ciento. Si la economía de un
país no consigue los resultados esperados,
se corre el riesgo de que la deuda se con-
vierta en insostenible; en otras palabras, el
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país no dispondrá de suficiente dinero para
cubrir sus gastos y cumplir al mismo
tiempo el servicio de la deuda.

En el marco de la reciente desacelera-
ción general de la economía global, esto se
está convirtiendo en un verdadero pro-
blema. En el informe bianual titulado Pers-
pectivas de la economía mundial del FMI pu-
blicado el 26 de abril de 2001 se estima que
la economía global sólo crecerá un 3,2 por
ciento en 2001, en comparación con el 4,8
por ciento que se registró en 2000. Si la eco-
nomía global se está desacelerando, es
muy probable que las economías en desa-
rrollo y en transición no alcancen los nive-
les de crecimiento previstos y, por lo tanto,
que incluso la deuda reprogramada siga
siendo insostenible.

Reforma de la condicionalidad
y programas de privatización

Desde la década de 1950, la asistencia fi-
nanciera que han aportado las instituciones
de Bretton Woods ha dependido de cierta
forma de condicionalidad y, como se ha in-
dicado anteriormente, el alcance de ésta au-
mentó considerablemente durante los años
ochenta y noventa. Sin embargo, el Direc-
tor Gerente del FMI, Sr. Horst Kohler, ex-
presó recientemente su intención de racio-
nalizar la condicionalidad y dar un mayor
alcance a los programas que se llevan a cabo
con control nacional financiados por el FMI
(véase el recuadro siguiente).

A pesar de esto, existen pocos indicios
que indiquen que el FMI será menos es-
tricto a la hora de exigir que se adopten me-
didas de ajuste estructural específicas tales
como la reducción del gasto público, la pri-
vatización y la liberalización del comercio.
El Subdirector Gerente del FMI, Sr. Stanley
Fischer, confirmó esto durante una confe-
rencia de prensa del FMI celebrada en
mayo de 2001, cuando afirmó que, si bien
las condiciones más racionales estaban des-
tinadas a fortalecer la condicionalidad y a
hacerla más efectiva, no se tenía la menor
intención de sustituir la condicionalidad
macroeconómica por la condicionalidad re-
lativa a la gobernanza.



De hecho, durante las discusiones cele-
bradas entre una delegación de la CIOSL
y representantes de las instituciones de
Bretton Woods en julio de 2001, se con-
firmó que no había habido muchos cam-
bios sustanciales en los aspectos macroe-
conómicos de la condicionalidad vincu-
lada a la asistencia de las instituciones de
Bretton Woods.

No obstante, existen algunos indicios
de mejora. Por ejemplo, el Banco Mundial
y el FMI han reconocido que, en muchos
países, la privatización rápida ha tenido
consecuencias desastrosas. Recientemente
también han admitido que el ritmo de la
liberalización del sector financiero a veces
era demasiado rápido en el marco de los
programas anteriores de estabilización y
ajuste. Varios estudios del Banco Mundial
han revelado que, en muchos casos, las po-
líticas de privatización de los gobiernos,
adoptadas a instancias del Banco Mundial
y del FMI, han dado lugar a recortes pre-
supuestarios masivos, a una reducción de
los servicios acompañada por un aumento
de los precios y a la falta de mejora de la
eficiencia económica general.

El fracaso de la privatización ha sido
más pronunciado en los países que care-
cen de un entorno jurídico e institucional
apropiado, de instituciones financieras
que funcionen adecuadamente y de un
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marco normativo satisfactorio; esto se po-
dría decir seguramente de la mayoría de
los países en desarrollo y de muchos paí-
ses en transición. Este hecho queda refle-
jado en una serie de informes reciente-
mente realizados por el Banco Mundial y
el FMI sobre los países18. Los sindicatos
acogieron con agrado estas declaraciones,
pero consideran que se deben reflejar en
cambios en las políticas contemporáneas.
En la práctica, parece que la privatización
sigue siendo un elemento frecuente del
apoyo del Banco Mundial y del FMI para
el desarrollo de servicios clave. Los enco-
miables «cambios» en materia de políticas
llevados a cabo en las sedes no parecen
haberse traducido en cambios a nivel de
los países, y existen pocas pruebas de que
las intervenciones del Banco Mundial y
del FMI en los países se basen en un nuevo
enfoque determinado en menor medida
en función del mercado.

Del mismo modo, se han registrado
pocos cambios sustanciales en las políticas
de liberalización comercial y de inversión
expuestas por las instituciones financieras
internacionales, a pesar de que se han re-
conocido errores cometidos. Pese a que
estas instituciones dicen ser más flexibles
a la hora de exigir que los países en desa-
rrollo eliminen los obstáculos al comercio,
siguen al parecer dando gran importancia
a las estrategias de desarrollo orientadas
hacia la exportación. Por ejemplo:

� En el informe del FMI relativo a la con-
sulta del artículo IV de enero de 2001
para Haití se elogia la política comer-
cial abierta del Gobierno, una de las
menos restrictivas de la región, a pesar
de las dificultades que han creado las
importaciones agrícolas ilimitadas
para los pequeños agricultores.

� También en enero de 2001, el informe
de consulta del artículo IV para Mo-
zambique fue crítico con los intentos
del Gobierno de proteger la producción
y elaboración de alimentos nacionales,
definidos como una «evidencia pertur-
bante de una política industrial orien-
tada hacia adentro». Estos comentarios
se hicieron en el contexto de un país

La racionalización
de la condicionalidad en materia

de préstamos del FMI
El FMI ha manifestado su deseo de racionali-
zar las condiciones para otorgar préstamos y
ha señalado tres importantes pasos para lo-
grarlo:
1. Reexaminar el alcance de la condicionali-

dad (a saber, qué políticas debe cubrir la
condicionalidad del FMI), especialmente
en las esferas estructurales.

2. Establecer el grado de detalle adecuado
de la condicionalidad (a saber, cómo se
deben supervisar estas políticas).

3. Determinar claramente los límites entre lo
que cubre la condicionalidad y lo que no,
así como entre la condicionalidad del FMI
y la de otras instituciones.



que estaba luchando por recuperarse
de los efectos devastadores de una gue-
rra civil prolongada.

Con respecto a la privatización y a la li-
beralización comercial, los sindicatos con-
sideran que:

� El FMI y el Banco Mundial deberían
poner a disposición de los países re-
cursos para desarrollar y modernizar
las empresas públicas según proceda.

� Se debería respetar el deseo de los paí-
ses de lograr una seguridad alimenta-
ria y promover la creación de empleo.

� Es necesario desarrollar las infraestruc-
turas y diversificar las industrias de ex-
portación para que sea factible una es-
trategia de desarrollo basada en las ex-
portaciones.

� Los programas de privatización y libe-
ralización deberían ir acompañados
por el apoyo institucional y normativo,
del cual se ha carecido en el pasado.
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La EAP de diciembre de 2000 para Uganda cri-
tica el hecho de que muchos programas de
privatización sigan incompletos y advierte
que la financiación de un nuevo proyecto hi-
droeléctrico por parte del Banco está «atada
a hitos en las reformas del sector, en particu-
lar el progreso hacia la privatización de la Em-
presa de electricidad de Uganda».

En un informe de consulta del artículo IV
del FMI de octubre de 2000 se critica al Go-
bierno de Malí por no haber logrado un «pro-
greso suficiente» en la privatización de sec-
tores clave tales como el del algodón, la ener-
gía, las telecomunicaciones y el transporte.
Además, se insta a las autoridades a que
muestren una «resolución renovada» de se-
guir adelante con la privatización.

Estas mismas políticas se aplican a los paí-
ses industrializados: en un informe de con-
sulta del artículo IV de noviembre de 2000, el
FMI instó al Gobierno de España a que adop-
tara «más medidas para aumentar la compe-
tencia en sectores clave tales como el de la
electricidad».

El «impulso hacia la privatización» es
especialmente fuerte en el ámbito de la
protección social. En enero de 2001, el
Banco Mundial lanzó una estrategia secto-
rial de protección social titulada «De la red
de seguridad al trampolín». La estrategia
deja claro que el Banco seguirá promo-
viendo la reducción progresiva de los re-
gímenes estatales de pensiones de jubila-
ción a favor de los sistemas de jubilación
privados. Esta política se basa en el su-
puesto muy discutible de que los sistemas
privados basados en el mercado son vehí-
culos más eficientes para proporcionar
protección social.

En sus recomendaciones estratégicas, el
Banco Mundial se opone a los programas
públicos y administrados por el Estado
tales como los relativos a las pensiones de
jubilación, el seguro de desempleo y la for-
mación profesional. La política del Banco
Mundial es impulsar a los gobiernos a que
reduzcan paulatinamente sus regímenes
públicos a favor de sistemas de pilares
múltiples, en los cuales una parte sustan-
cial de las jubilaciones sería voluntaria y su
gestión quedaría a cargo del sector privado.

La reforma de la seguridad social fue
una de las cuestiones importantes que se
trataron en las consultas de julio de 2001
entre las instituciones de Bretton Woods y
la CIOSL. Esta última hizo las siguientes
observaciones:

� En varias repúblicas de la ex Unión So-
viética, las reformas en materia de pen-
siones financiadas por el Banco Mun-
dial han eliminado totalmente el pilar
público.

� En noviembre de 2000, el Banco Mun-
dial y el FMI aprobaron la propuesta
del Gobierno argentino de desmante-
lar totalmente el régimen público de
pensiones. El Gobierno debió abando-
nar esta propuesta ante la fuerte oposi-
ción popular.

Los sindicatos consideran que las redes
de seguridad social son imprescindibles, y
deberían incluir las pensiones de jubila-
ción, prestaciones de desempleo y asigna-
ciones para los hijos, así como prestaciones



de maternidad, de enfermedad y de inva-
lidez. Asu juicio, el Banco Mundial y el FMI
deberían animar y respaldar a los gobier-
nos a este respecto. Los sindicatos no son
los únicos en opinar de esta manera. Du-
rante su período extraordinario de sesiones
celebrado en Ginebra en 2000 la Asamblea
General de las Naciones Unidas llegó a la
conclusión de que las instituciones finan-
cieras internacionales deberían participar
en un proceso impulsado por la OIT desti-
nado a animar y respaldar a los gobiernos
para que elaboren un sistema exhaustivo
de redes de seguridad social, en el que se
incluyan pensiones de jubilación, subsidios
de desempleo, asignaciones para los hijos
y prestaciones de maternidad, de enferme-
dad y de invalidez. En la Conferencia In-
ternacional del Trabajo de 2001 se adoptó
una serie de conclusiones sobre «Seguridad
social: temas, retos y perspectivas», y se re-
conoció que la «[seguridad social] forma
parte indispensable de la política social de
los gobiernos y es una herramienta impor-
tante para evitar y aliviar la pobreza. [...] La
función prioritaria del Estado es facilitar,
promover y extender la cobertura de la se-
guridad social»19. La respuesta de las insti-
tuciones de Bretton Woods a estas reco-
mendaciones y a las inquietudes de los sin-
dicatos no ha sido alentadora.

Notas

1 Por ejemplo, la Internacional de Servicios Públi-
cos desempeñó un papel especialmente importante en
la redacción del Informe sobre el desarrollo mundial 1997:
El Estado en un mundo en proceso de cambio y, en conse-
cuencia, se le pidió que participara en una consulta
electrónica sobre la elaboración del Informe sobre el de-
sarrollo mundial 2000-2001: Lucha contra la pobreza.

2 Estas iniciativas se describen con mayor detalle
en el documento de la CIOSL que se refiere al sindi-
calismo del siglo XXI, cuyas copias estarán disponi-
bles en el Simposio.

3 Esto significa que aproximadamente 80 países
tendrán que redactar DELP. En marzo de 2001, 77 paí-
ses tenían derecho a préstamos del SCLP. En julio de
2001, 79 países tenían derecho a préstamos de la Aso-
ciación Internacional de Fomento (AIF). 

4 Grupo del Banco Mundial: «Poverty Reduction
Strategy Papers», Internal guidance Note, 21 de enero
de 2000, pág. 1.

5 FMI: Comunicado del Comité para el Desarro-
llo, 27 de septiembre de 1999.

6 Bolivia (marzo de 2001), Burkina Faso (mayo de
2000), Mauritania (diciembre de 2000), República
Unida de Tanzanía (octubre de 2000) y Uganda
(marzo de 2000).

7 El combate contra la creciente desigualdad mundial
y las amenazas renovadas de inestabilidad financiera in-
ternacional, Declaración de la CIOSL, TUAC y los SPI
ante las reuniones de primavera de 2001 del FMI y del
Banco Mundial (Washington, 29 y 30 de abril de 2001).

8 «Country Assistance Strategies (CASs): Ten fea-
tures of a good CAS», en el sitio del Banco Mundial
en Internet, http://www.worldbank.org/html/pic/
cas/tenfeat.htm.

9 Los DELP provisionales resumen la informa-
ción y el análisis de la situación de pobreza de un
país, describen la estrategia existente para reducir la
pobreza y exponen el proceso de producción de un
DELP elaborado totalmente de manera participativa.

10 El FMI considera insostenible una razón
deuda/exportación por encima del 250 por ciento.

11 Véase el sitio del Banco Mundial en Internet:
http://www.worldbank.org/hipc.

12 Los países en cuestión eran los siguientes: An-
gola, Benin, Bolivia, Burkina Faso, Burundi, Came-
rún, República Centroafricana, Chad, Congo, Côte
d’Ivoire, República Democrática del Congo, Etiopía,
Gambia, Ghana, Guinea, Guinea-Bissau, Guyana,
Honduras, Kenya, República Democrática Popular
Lao, Liberia, Madagascar, Malawi, Malí, Mauritania,
Mozambique, Myanmar, Nicaragua, Níger, Rwanda,
Santo Tomé y Príncipe, Senegal, Sierra Leona, Soma-
lia, Sudán, República Unida de Tanzanía, Togo,
Uganda, Viet Nam, Yemen y Zambia.

13 Inicialmente, Nigeria figuraba entre los países
que se podían acoger a la Iniciativa PPME, pero fue
excluido de la lista en 1998.

14 Véase: El combate contra la creciente desigualdad
mundial y las amenazas renovadas de inestabilidad finan-
ciera internacional, op. cit.

15 Véase la ficha técnica del FMI titulada: Debt Re-
lief for Poor Countries (HIPC): What has been achieved?,
abril de 2001.

16 Información obtenida en el sitio del Banco
Mundial en Internet: http://www.worldbank.org.

17 Esta intención se hizo pública con ocasión de
las Reuniones a nivel ministerial del Comité Interna-
cional Monetario y Financiero del FMI y del Comité
para el Desarrollo del Banco Mundial, celebradas en
Washington los días 29 y 30 de abril de 2001.

18 Véanse, por ejemplo, las estrategias de asisten-
cia a los países (EAP) del Banco Mundial publicadas
en enero de 2001 y noviembre de 2000 para Eslova-
quia y Jamaica, respectivamente.

19 OIT: Actas Provisionales, núm. 16, Conferencia
Internacional del Trabajo, 89.ª reunión, Ginebra, 2001.
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Otro tema importante que dominó el
diálogo entre las instituciones de Bre-

tton Woods y el movimiento sindical in-
ternacional durante la última parte de los
años noventa fue el de los derechos de los
trabajadores. En 1995 se dio un primer
paso importante cuando el movimiento
sindical internacional realizó con éxito ac-
tividades de presión ante el Banco Mun-
dial en relación con el contenido del In-
forme sobre el Desarrollo Mundial, que ese
año estuvo dedicado a cuestiones labora-
les. Los sindicatos convencieron al Banco
de que debía adoptar una perspectiva re-
lativamente positiva respecto del impacto
de los sindicatos y apoyar el concepto de
negociación colectiva, por lo menos a un
nivel descentralizado. Tras la adopción de
la Declaración de la OIT relativa a los prin-
cipios y derechos fundamentales en el tra-
bajo, de 1998, se ha realizado un esfuerzo
considerable para conseguir que las insti-
tuciones de Bretton Woods promuevan la
Declaración y todas las normas funda-
mentales del trabajo. Históricamente, las
organizaciones de Bretton Woods han sido
muy reacias a promover estas normas y se
han escudado en una interpretación res-
trictiva de sus constituciones o su conve-
nio constitutivo que, según afirman, les
prohíben injerirse en los asuntos relacio-
nados con la política de los países y les exi-
gen promover únicamente políticas que
tengan efectos económicos beneficiosos.
Anteriormente sostenían que, debido a
esas reglas, tenían dificultades particula-
res para promover los convenios funda-
mentales relativos a la libertad sindical y
de asociación y a la negociación colectiva1.

Por esta razón, es un hecho importante que
en la reunión de los ministros de finanzas
y trabajo del G8 celebrada en 1998 en Lon-
dres, en la que estuvieron presentes los sin-
dicatos, se hiciera un llamamiento al Banco
Mundial y al FMI para que apoyaran la
labor de la OIT.

La participación plena de las institu-
ciones de Bretton Woods en la promoción
de la Declaración de la OIT era uno de los
principales objetivos de las dos grandes
misiones de alto nivel que la CIOSL envió
a Washington (enero de 1999 y octubre de
2000). Estas dos misiones permitieron mo-
dificar el nivel de las consultas celebradas
con las instituciones de Bretton Woods al
centrar los esfuerzos de las actividades de
presión sobre sus Directores Ejecutivos
(los representantes de los gobiernos en las
Juntas Directivas de ambas instituciones),
en lugar de limitarse a tratar únicamente
con la dirección y el personal.

La misión de la CIOSL enviada en oc-
tubre de 2000 a las instituciones de Bretton
Woods dio como resultado un compro-
miso de establecer una colaboración más
estrecha para abordar distintas cuestiones
y permitió efectuar interesantes discusio-
nes sobre el establecimiento, dentro de las
instituciones de Bretton Woods, de una es-
tructura de consulta de los sindicatos pa-
recida a la Comisión Sindical Consultiva
ante la OCDE. Es poco probable que esto
se concrete en un futuro próximo, pero el
Sr. Wolfensohn propuso algunos inter-
cambios de personal y la creación de pro-
gramas de formación entre los sindicatos
mundiales y el Banco Mundial. Sin em-
bargo, las discusiones sobre las normas
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Capítulo IV

Temas laborales en el FMI y el Banco Mundial
Históricamente, las organizaciones de Bretton Woods han sido muy
reacias a promover las normas fundamentales del trabajo y se han
escudado en una interpretación restrictiva de sus constituciones.



fundamentales del trabajo celebradas con
el Banco Mundial fueron particularmente
difíciles. Según el informe conjunto
CIOSL-FMI-Banco Mundial sobre la reu-
nión de octubre de 2000, el Sr. Wolfensohn
señaló las limitaciones del Banco por lo
que se refiere a las normas fundamentales
del trabajo, incluidas la dificultad de im-
ponerlas a los países contra su voluntad y
las opiniones discordantes en el Directorio
Ejecutivo del Banco, pero declaró que aco-
gía con agrado el aumento de las consul-
tas celebradas con la CIOSL y que estaba
de acuerdo en desarrollar un mecanismo
viable para ello. Paradójicamente, las dis-
cusiones con el FMI parecen haber sido
más productivas. En el informe antes men-
cionado también se señala que, en relación
con las normas fundamentales del trabajo,
el personal indicó que la dirección y el per-
sonal del Fondo apoyan plenamente el ob-
jetivo tendente a mejorar las condiciones
sociales de los trabajadores, incluida la ob-
servancia de las normas del trabajo, y
pidió que la OIT incrementara la vigilan-
cia de la aplicación de esas normas.

La misión del Comité Ejecutivo de la
Confederación Mundial del Trabajo
(CMT) de marzo de 2001 examinó las mis-
mas cuestiones con el Banco Mundial y
con el FMI y obtuvo resultados similares.
El Presidente del Banco Mundial, Sr. James
Wolfensohn, dijo que el Banco aceptaba las
normas fundamentales del trabajo, salvo
las relacionadas con la libertad sindical y
de asociación. Sin embargo, manifestó la
voluntad de examinar esta cuestión con el
Directorio Ejecutivo del Banco. A conti-
nuación, en mayo de 2001, la CMT envió
una carta para recordar al Sr. Wolfensohn
los compromisos contraídos a este res-
pecto. En el momento de redactarse este
informe aún no se había dado respuesta a
esta carta.

Refiriéndose a la propuesta de la CMT
de que se incluyeran las normas funda-
mentales del trabajo en las discusiones con
arreglo al artículo IV y en los documentos
de la serie PRSP/PGRF, el Sr. Kohler, Di-
rector Gerente del FMI, indicó que el FMI
estaba tratando de desarrollar una relación
de confianza con los países y por lo tanto

de limitar el alcance de las condiciones
para los préstamos. El Sr. Kohler aseguró
a la delegación que, a raíz de la crisis asiá-
tica, los jefes de misión, el personal y los
directores para los países tenían presente
la dimensión social. Sin embargo, la dele-
gación de la CMT opinaba que el personal
del FMI era renuente a inscribir las normas
fundamentales del trabajo en los regla-
mentos del FMI sin que hubiera una clara
señal política por parte del Directorio Eje-
cutivo del FMI.

Los sindicatos aún observan importan-
tes contradicciones en la política declarada
del Fondo. En el primer semestre de 2001,
el FMI publicó su informe sobre Sudáfrica
con arreglo al artículo IV, en el cual criticó
duramente la falta de flexibilidad del mer-
cado de trabajo y recomendó con firmeza
una mayor descentralización del sistema
de negociación colectiva en ese país. Según
un resumen del informe hecho por el pro-
pio FMI, el Fondo recomendó que se exa-
minara periódicamente la legislación la-
boral para eliminar las distorsiones del
mercado de trabajo, y que se descentrali-
zara el sistema de negociación colectiva
para dar a las pequeñas y medianas em-
presas mayor autonomía en la fijación de
los salarios.

Este informe se publicó sin haberse
efectuado consultas con la OIT, a pesar de
que el Director Gerente del FMI compro-
metió a su institución a promover todos
los convenios fundamentales. En concreto,
se informó al Consejo de Administración
de la OIT de que, de resultas del diálogo
que celebraron el año pasado altos funcio-
narios de la OIT y de las instituciones de
Bretton Woods, se llegó a un acuerdo por
el cual estas instituciones aceptarían los
principios de negociación colectiva pre-
vistos en el Convenio núm. 98. En el artí-
culo 4 del Convenio núm. 98 se permite
que las partes determinen a qué nivel debe
llevarse a cabo la negociación colectiva.
Habida cuenta de esto, podría conside-
rarse que en dicho informe del FMI se está
recomendando al Gobierno de Sudáfrica
que infrinja este principio.

Una nota más positiva fue el cambio de
tono que se observó en el Banco Mundial
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en los meses posteriores al envío en octu-
bre de 2000 de la misión sindical a Wa-
shington. Esto puede atribuirse a la labor
de seguimiento efectuada por la CIOSL,
pero también puede estar relacionado con
la correspondencia que la Internacional de
Servicios Públicos (ISP) inició a principios
de 2001 con el Dr. Robert Holzmann, Di-
rector de la Unidad de Protección Social
del Banco Mundial. Esta correspondencia
incluía el tema del apoyo del Banco Mun-
dial a las normas fundamentales del tra-
bajo de la OIT. El Dr. Holzmann comunicó
a la ISP que:

El Banco apoya plenamente y sin ambi-
güedades la promoción de las cuatro
normas fundamentales del trabajo (la
eliminación del trabajo infantil, la prohi-
bición del trabajo forzoso, la igualdad
de oportunidades/antidiscriminación,
y el derecho a la libertad de asociación
y a la negociación colectiva). A estos
efectos, el Banco ha: i) desarrollado un
curso de formación para el personal del
Banco sobre las relaciones sindicales;
ii) desarrollado un conjunto de herra-
mientas sobre las normas fundamenta-
les del trabajo para el personal del
Banco que prepara las estrategias de
asistencia a los países; iii) explorado
con la OIT y con la Confederación In-
ternacional de Organizaciones Sindica-
les Libres (CIOSL) la cuestión de la par-
ticipación de los sindicatos en el pro-
ceso de elaboración de los documentos
de estrategia de lucha contra la po-
breza; iv) alentado a los directores para
los países y los jefes de misión a esta-
blecer relaciones de trabajo con los sin-
dicatos en los países solicitantes; y v) es-
tablecido un proceso anual de consulta
con la CIOSL. Esta promoción está en
conformidad con la Declaración de la
OIT de 1998.

También hay algo alentador en el hecho
de que en el documento sobre las políticas
estratégicas del sector social del Banco
Mundial se reconozca que a menudo el
trabajo es el principal o el único activo de
los pobres y que el respeto de los derechos
básicos de los trabajadores es uno de los

primeros y mejores ingredientes para hacer
frente a los riesgos y mejorar el bienestar.
Por esta razón, el Banco exige actualmente
que se haga una evaluación de la aplica-
ción de las normas fundamentales del tra-
bajo al formularse las estrategias de asis-
tencia a los países que pueden solicitar
préstamos en condiciones muy favorables,
es decir, los países más pobres que piden
ayuda al Banco Mundial. Para ayudar a su
personal en esta tarea, el Banco ha prepa-
rado un módulo explicativo sobre las nor-
mas fundamentales del trabajo y cómo de-
berían incorporarse en las actividades del
Banco Mundial2 y ha declarado que en
adelante celebrará consultas sistemáticas
con los sindicatos para la preparación de
las estrategias de asistencia a estos países.
Si bien se trata de mejoras importantes, los
sindicatos cuestionan el hecho de que el
examen de la normas fundamentales del
trabajo se limite únicamente a los países
que reúnen las condiciones para solicitar
préstamos en condiciones muy favorables.
Este proceso debería hacerse extensivo a
todos los países para los que se prepara
una estrategia de asistencia.

Además, la estrategia de asistencia a los
países no es el único vector posible para la
integración de las normas fundamentales
del trabajo en el FMI y el Banco Mundial.
Las normas fundamentales del trabajo de-
berían estar integradas en todas las opera-
ciones del Banco Mundial y del FMI, como
elementos obligatorios de los documentos
corrientes de licitación y otros documen-
tos contractuales.

Los sindicatos instan al Banco Mundial
y al FMI a que se aseguren de que los pro-
gramas de préstamos estén por lo menos
en conformidad con la promoción de las
normas fundamentales del trabajo. Debe-
ría examinarse, por ejemplo, cómo impe-
dir que las reformas del mercado de tra-
bajo lleven a una negación de facto de los
derechos de los trabajadores. La introduc-
ción de cambios en los códigos de trabajo
no debería limitar el acceso a la sindica-
ción y a la negociación colectiva; las reco-
mendaciones del Banco Mundial y del FMI
no siempre están en conformidad con este
principio, por ejemplo: el 21 de mayo de
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2001 se presentó en Ciudad de México un
nuevo informe del Banco Mundial sobre
México titulado A Comprehensive Develop-
ment Agenda for the New Era. En dicho in-
forme se incluyen recomendaciones espe-
cíficas sobre la política laboral destinada
al Gobierno del Presidente Vicente Fox, y
en especial propuestas para aumentar la
«flexibilidad» de los trabajadores mexica-
nos. Concretamente, en este informe se re-
comienda que se supriman las disposicio-
nes actuales que exigen la indemnización
de cesantía, la negociación colectiva, los
contratos de exclusión, las prestaciones
obligatorias, las restricciones sobre los
contratos para los empleos temporales y
los aprendizajes, los programas de ascenso
según la antigüedad, los programas de for-
mación patrocinados por la empresa, así
como los pagos de la empresa a la seguri-
dad social y a los planes de vivienda.

Las reformas del mercado financiero
y las instituciones de Bretton Woods

El movimiento sindical también ha hecho
presión para que se reglamenten mejor los
mercados financieros internacionales. Los
esfuerzos globales para introducir una re-
forma se han centrado en cinco aspectos
principales: aumentar la transparencia de
la información sobre los mercados y los
préstamos; mejorar las normas internacio-
nales; fortalecer los sectores financieros;
aumentar la participación del sector pri-
vado en la prevención y solución de las cri-
sis; y modificar las prestaciones financie-
ras del FMI. El objetivo que se busca es pre-
decir e impedir que se produzcan crisis, en
lugar de limitarse a reaccionar cuando
surge una crisis.

El movimiento sindical internacional
ha formulado varias propuestas para au-
mentar la transparencia y la consulta en el
marco del Banco Mundial y del FMI. En
diciembre de 2000, la CIOSL, junto con va-
rias ONG que actúan en los ámbitos del
medio ambiente y del desarrollo, hizo un
llamamiento al Banco Mundial para que
aumentara la transparencia de sus opera-
ciones y para que divulgara una gama de
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Aumentar la transparencia
en el FMI

El FMI sostiene que su objetivo es poder su-
ministrar «de manera oportuna datos fiables»
a los mercados financieros y al público.
● En total 49 países (en desarrollo e indus-

trializados) han suscrito las Normas Espe-
ciales del FMI para la Divulgación de Datos
(NEDD), por las cuales se alienta a los paí-
ses miembros a proporcionar datos econó-
micos y financieros detallados y fiables.

● El Fondo también alienta a los miembros a
divulgar notas de información al público
(PIN), en las que se describen las evaluacio-
nes que hace el Directorio Ejecutivo del FMI
sobre la economía y las políticas de los paí-
ses. Según el FMI, más del 80 por ciento de
los países divulgan esta información en la
actualidad.

● El FMI anunció a partir de septiembre de
2000 la aplicación de una «política general
de publicación voluntaria» de informes del
personal y otros documentos sobre los paí-
ses. El FMI divulga actualmente los infor-
mes del personal sobre las consultas del ar-
tículo IV, salvo cuando los gobiernos tienen
objeciones concretas a este respecto. En la
actualidad se publica aproximadamente el
90 por ciento de los informes del personal.

Fuente: Progress in Strengthening the Architecture
of the International Financial System, IMF factsheet,
julio de 2000.

documentos mucho más amplia, tales
como todas las estrategias de asistencia a
los países y los informes del artículo IV, in-
dependientemente de la posición de los
gobiernos. El FMI, como participante del
Foro de Estabilidad Financiera Internacio-
nal, debería insistir para que las discusio-
nes privadas se abran al escrutinio público
y para que se celebren debates públicos a
los cuales se pueda invitar a los sindicatos,
a otras organizaciones representativas y a
la OIT.

Además de mejorar la transparencia, el
FMI está ayudando a aumentar la liquidez
de los países antes de que se desate una
crisis. En 1999 creó Líneas de Crédito Con-
tingente (LCC), que conforman un nuevo
instrumento para prevenir las crisis. Las
LCC constituyen una nueva forma de
préstamo según la cual el Fondo ha de con-
ceder préstamos antes de que se produz-



can las crisis para ayudar a los países a pro-
tegerse por sí mismos de éstas; normal-
mente el FMI concede préstamos después
que las crisis han comenzado. Este enfo-
que potencialmente innovador se ve limi-
tado de manera inherente por condiciones
tan estrictas que ningún país ha reunido
los requisitos exigidos para beneficiarse de
LCC y recibir los fondos correspondientes.

Los sindicatos han respaldado pro-
puestas según las cuales el sector privado
debería participar en la prevención y solu-
ción de las crisis financieras. El FMI parece
compartir esta opinión, pues una mejor
participación del sector privado en la pre-
vención y solución de las crisis puede li-
mitar los peligros de orden moral y refor-
zar la disciplina de los mercados al fomen-
tar una mejor evaluación de los riesgos, y
aumentar las perspectivas tanto para los
deudores como para los acreedores3. En
efecto, en la reunión celebrada en marzo
de 2001 con la delegación de la CMT, el
Sr. Kohler reconoció que el hecho de con-
tar con datos más adecuados no impediría
necesariamente una nueva crisis financiera,
y que la arquitectura financiera internacio-
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Aumentar la transparencia
en el Banco Mundial

El Banco Mundial también ha adoptado
medidas para divulgar una mayor cantidad
de documentos sobre los programas de prés-
tamos.
● Desde septiembre de 2000, se divulgan

todos los documentos sobre las estrategias
de asistencia a los países, salvo cuando los
gobiernos tienen objeciones concretas;
aproximadamente el 85 por ciento de
todas las estrategias de asistencia a los paí-
ses se dan a conocer al público en la ac-
tualidad, pero a menudo existe un retraso
considerable entre el momento en que se
completa la estrategia y el momento en
que se publica.

● Los documentos de estrategia de lucha con-
tra la pobreza no serán refrendados por el
Directorio Ejecutivo si el gobierno no está
de acuerdo con que se hagan públicos.

● El Banco ha estado reexaminando su polí-
tica de divulgación de la información desde
el otoño de 2000, y este examen deberá
completarse durante el verano de 2001.

nal debería empezar, entre otras cosas, a
dar participación al sector privado. Si bien
el Sr. Kohler mencionó el recién creado de-
partamento de los mercados de capitales
del FMI, hasta la fecha en esta institución
no ha habido ningún cambio importante
de política respecto de los principales ac-
tores financieros del mundo. Del mismo

Reforma del sistema financiero
internacional

El movimiento sindical internacional insta al
FMI y al Banco Mundial a tomar sin demora
medidas para reformar el sistema financiero
internacional.

Entre las medidas indispensables figuran
las siguientes:
● Una mejor política fiscal y monetaria coor-

dinada entre los grupos de monedas cons-
tituidos en torno al dólar, al euro y al yen
para generar paridades más estables.

● El reconocimiento de los derechos de los
gobiernos de controlar las entradas y sali-
das de capital extranjero en interés de la
estabilidad macroeconómica y social de los
países.

● Un acuerdo sobre el derecho de los países
en desarrollo y en transición de recurrir a
una moratoria temporal de la deuda
cuando las circunstancias lo exijan.

● La participación obligatoria del sector pri-
vado en las moratorias y en los programas
integrales de reescalonamiento de la
deuda.

● Normas internacionales vinculantes para
una reglamentación prudente de los mer-
cados financieros, en particular en materia
de reservas de capital, límites de exposición
cambiaria a corto plazo y de control y cer-
tificación del comercio de productos finan-
cieros derivados así como de otras formas
de inversión con un alto grado de apalan-
camiento.

● La transparencia de los sistemas bancarios,
que deberían regirse por criterios eficaces
de divulgación.

● El desarrollo de un sistema de alerta tem-
prana eficaz basado en una mejor infor-
mación sobre las corrientes monetarias, las
deudas y las reservas privadas.

● La creación de un impuesto sobre las tran-
sacciones en divisas para reducir las co-
rrientes monetarias especulativas y aumen-
tar los recursos para apoyar el alivio de la
pobreza.



modo, no se han adoptado medidas con-
cretas para atraer acreedores del sector pri-
vado para que contribuyan a solucionar las
crisis financieras.

En tiempos de crisis financieras se po-
drían aplicar acuerdos obligatorios de statu
quo que permitan imponer una moratoria
temporal sobre el reembolso de la deuda a
todos los acreedores, tanto privados como
públicos, y los bancos acreedores del sec-
tor privado tendrían que participar en
acuerdos globales de reescalonamiento de
la deuda. Estas medidas permitirían que
los países reescalonen su deuda sin que se
vean forzados a incumplir sus obligacio-
nes de pago. Los sindicatos también han
aprobado estas propuestas.

Análogamente, el FMI sólo ha regis-
trado un lento progreso con respecto a la
aplicación de su nuevo mandato de super-
visar los centros financieros extraterrito-
riales a fin de adoptar medidas adiciona-
les para controlar las corrientes financieras
internacionales privadas no reglamenta-
das y no supervisadas que transitan por
esos centros4.

Sin embargo, hay algunos indicios de
que el FMI tal vez esté adoptando un en-
foque menos dogmático respecto de la mo-
vilidad internacional del capital, la cual
alentó anteriormente, independiente-
mente de las circunstancias:

� En el informe con arreglo al artículo IV
sobre Túnez de febrero de 2001, el FMI

señala que el Gobierno está preocu-
pado debido a los posibles efectos de-
sestabilizadores de una liberalización
plena del mercado de capitales. La mi-
sión del FMI declaró que, de hecho, era
prematuro pensar en una liberalización
en gran escala de las transacciones de
los mercados financieros.

� En el informe con arreglo al artículo IV
sobre Rusia de noviembre de 2000 se
señala que, en vista de la necesidad de
evitar aumentos potencialmente fuer-
tes de las corrientes de capital, el per-
sonal recomienda que se apruebe tem-
poralmente la adopción de restriccio-
nes del libre cambio, al igual que otras
medidas.

Notas

1 El Convenio sobre la libertad sindical y la pro-
tección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87), y
el Convenio sobre el derecho de sindicación y de ne-
gociación colectiva, 1949 (núm. 98).

2 Se menciona en la declaración del Dr. Holzmann.
3 Véase la ficha técnica del FMI titulada: Progress

in Strengthening the Architecture of the International Fi-
nancial System, julio de 2000.

4 El combate contra la creciente desigualdad mundial
y las amenazas renovadas de inestabilidad financiera in-
ternacional, Declaración conjunta de la CIOSL, la Co-
misión Sindical Consultiva ante la OCDE y los SPI
ante las reuniones de primavera del FMI y del Banco
Mundial, Washington (29-30 de abril de 2001).
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Aunque los Estados Unidos y el Reino
Unido pudieron ponerse de acuerdo

sobre los principios básicos de las institu-
ciones de Bretton Woods al finalizar la Se-
gunda Guerra Mundial, la arquitectura
que sustenta el sistema internacional de
comercio resultó mucho más difícil de ne-
gociar. El Reino Unido presentó una pro-
puesta para que se considerase la política
de pleno empleo como una obligación in-
ternacional1 y procuró que se mantuviese
el trato comercial preferencial para los paí-
ses de la Commonwealth. Los Estados
Unidos propugnaron un sistema comer-
cial basado en reglas que disminuyese los
obstáculos al comercio internacional. En la
Conferencia de las Naciones Unidas sobre
el Comercio y el Empleo, celebrada en La
Habana en 1948, las partes llegaron a un
acuerdo que se cristalizó en la Carta de La
Habana, tratado que tenía por finalidad la
creación de una nueva organización inter-
nacional del comercio. En la Carta de La
Habana los países acordaron tomar «me-
didas encaminadas a lograr y mantener, en
su respectivo territorio, el empleo total y
productivo»2 y reconocieron que la pre-
vención contra el desempleo o el subem-
pleo no era sólo un asunto de orden in-
terno, sino también un requisito necesario
para el logro del propósito general y de los
objetivos de la nueva organización del co-
mercio3. En la Carta se reconoce también
que «las medidas relativas al empleo
deben tener plenamente en cuenta los de-

rechos de los trabajadores, conforme a las
declaraciones, convenciones y convenios
intergubernamentales»4.

Pero tras la negociación de la Carta de
La Habana, la marea internacionalista em-
pezó a cambiar en los Estados Unidos. La
guerra de Corea había comenzado, y el
Presidente Truman, viendo que había poco
apoyo y mucha oposición, nunca sometió
el tratado al Congreso para su ratificación.

El Acuerdo General sobre Aranceles
Aduaneros y Comercio (GATT), un acuerdo
provisional destinado a durar hasta que la
Organización Internacional del Comercio
(OIC) estuviese en funcionamiento, se uti-
lizó en cambio para establecer normas co-
merciales internacionales. No se trataba de
una organización internacional. Desde el
punto de vista jurídico era tan insignifi-
cante que no se estimó necesaria la ratifi-
cación del Congreso. Las partes constitu-
yentes de dicho acuerdo no eran miembros
sino «Partes Contratantes». Sin embargo,
este acuerdo resultó estar a la altura de las
circunstancias y se convirtió en una pe-
queña secretaría internacional establecida
en Ginebra, con una administración ade-
cuada y dedicada a reducir los aranceles
aduaneros y facilitar la resolución de los
conflictos comerciales internacionales me-
diante audiencias ante grupos especiales
de expertos.

Su principal función consistió en lograr
reducir los aranceles aplicados al comer-
cio internacional de productos. El GATT
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Los sindicatos y la economía global: una historia inconclusa

Capítulo V

La evolución del sistema global de comercio
y el impacto de la Organización Mundial

del Comercio (OMC)
En la reunión de Marrakech en la que se fundó la OMC, la mayoría
de los gobiernos, tanto del Norte como del Sur, no tenían idea del ca-
taclismo a que daría lugar la decisión que acababan de adoptar o las
dimensiones del camino que pronto habrían de emprender.



desempeñó su función admirablemente
bien ya que logró que los aranceles medios
en los países desarrollados bajaran alrede-
dor del 40 por ciento a sus niveles actua-
les de menos del 5 por ciento.

Las Partes Contratantes convinieron
una breve serie de principios del GATT,
entre los que se incluían los siguientes: no
discriminación, trato nacional, transpa-
rencia (publicación de las reglas) y reci-
procidad. Estos principios, entre otros, se
convirtieron en los cimientos jurídicos del
GATT, y de su sucesora, la OMC. En el
transcurso de los años, el sistema para la
solución de conflictos establecido por el
GATT produjo un encomiable cuerpo de
jurisprudencia que enriqueció el texto ori-
ginal del GATT.

Las Partes Contratantes del GATT se
reunieron en una serie sucesiva de «ron-
das» para negociar nuevas reducciones
arancelarias. Las primeras rondas de ne-
gociaciones se destinaron con éxito a re-
ducir los obstáculos arancelarios impues-
tos durante la desastrosa década de 1930.
Los sindicatos internacionales apoyaron
esos esfuerzos.

En un principio, había en el GATT 22
Partes Contratantes y 11 de ellas eran paí-
ses en desarrollo. Pero a medida que más
y más países en desarrollo se liberaban del
colonialismo y pasaban a ser Partes Con-
tratantes del GATT, estos países comenza-
ron a cuestionar las ventajas del sistema
comercial internacional de posguerra.
Como ya se señaló antes, en 1964 se esta-
bleció la Conferencia de las Naciones Uni-
das sobre Comercio y Desarrollo (UNC-
TAD) para proporcionar asesoramiento a
los países en desarrollo en materia de co-
mercio internacional e inversiones y asis-
tirles en sus esfuerzos por integrarse en la
economía mundial sobre una base equita-
tiva. A pesar de la existencia de la UNC-
TAD, los países en desarrollo carecían a
menudo de los conocimientos específicos
y las capacidades indispensables para ana-
lizar la política comercial y poder contri-
buir efectivamente a las negociaciones co-
merciales internacionales.

Estos países pidieron con insistencia un
mayor acceso a los mercados del Norte,

pero se encontraron con el hecho de que
sus principales exportaciones, en particu-
lar los productos agrícolas, no eran ni si-
quiera objeto de negociación. Por el con-
trario, los países europeos y los Estados
Unidos siguieron aumentando sus sub-
venciones a la producción y a la exporta-
ción de productos agrícolas.

Cuando los productores asiáticos em-
pezaron a competir seriamente con los in-
dustriales textiles del Norte, los países de-
sarrollados impusieron en primer lugar
contingentes, y reglamentaron después el
sistema de contingentes mediante el
Acuerdo Multifibras en 1974. Este acuerdo
fue concebido inicialmente como una me-
dida temporal para posibilitar que la in-
dustria textil del mundo desarrollado se
ajustase a las fuerzas del mercado. El des-
mantelamiento del Acuerdo Multifibras
fue uno de los principales logros del Sur
durante la Ronda Uruguay. Dicho acuerdo
quedará completamente derogado en 2005.

Durante mucho tiempo, los países en
desarrollo criticaron el principio de no dis-
criminación preconizado por el GATT,
según el cual todos los interlocutores co-
merciales debían recibir el mismo trato, in-
dependientemente de su nivel de desarro-
llo económico. Por ello, los países en desa-
rrollo pidieron que se adoptaran reglas
que acordaran un trato preferencial a los
Estados con un nivel incipiente de desa-
rrollo industrial. En 1971, el GATT acordó
aplicar dos series de exenciones, en ambos
casos por un período de diez años. La pri-
mera de ellas permitía que los países in-
dustrializados otorgaran preferencias a
los países en desarrollo y dio lugar al sis-
tema generalizado de preferencias (SGP).
La segunda permitió que los países en de-
sarrollo intercambiaran preferencias entre
ellos. Los sindicatos siempre han apoyado
decididamente la aplicación de tipos aran-
celarios preferenciales para los países en
desarrollo.

A raíz de ello, la Comunidad Europea
aplicó una serie de Convenciones de Lomé
para otorgar, entre otras cosas, acceso pre-
ferencial, no recíproco, a productos origi-
narios de ciertos Estados de Africa, el Ca-
ribe y el Pacífico (ACP). Durante las nego-
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ciaciones relativas a las Convenciones de
Lomé, los sindicatos propugnaron que las
disposiciones relativas al comercio y a la
ayuda se vinculasen al respeto de las nor-
mas mínimas internacionales del trabajo y
que se consultase a los sindicatos a todos
los niveles para la planificación y la apli-
cación de programas financiados en virtud
de dichas convenciones.

A medida que los países comenzaban a
reconocer las necesidades comerciales di-
ferentes de los países en desarrollo, el sis-
tema de tipos de cambio de Bretton Woods
iba desmoronándose. El nuevo sistema de
tipos de cambio flexibles estaba causando
oscilaciones en las exportaciones y las im-
portaciones, dando lugar a un «nuevo pro-
teccionismo» en la forma, por ejemplo, de
limitaciones voluntarias de las exportacio-
nes. Esto amenazaba con acabar con algu-
nas de las conquistas logradas con arduo
esfuerzo en el marco del sistema comercial
del GATT, ya que el GATT no estaba pre-
parado ni equipado para hacer frente a
tales medidas «no transparentes».

Se previó, entonces, un nuevo tipo de
liberalización comercial que no se detu-
viese en las fronteras. La ronda de nego-
ciaciones del GATT denominada Ronda de
Tokio no sólo abordó la cuestión de los obs-
táculos arancelarios sino también temas
tales como las subvenciones gubernamen-
tales, las compras del sector público, el es-
tablecimiento de normas en materia de
productos y el refuerzo de las reglas anti-
dumping. En el marco de la Ronda de Tokio,
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Tercera Convención de Lomé (1984)
Demandas de los sindicatos:
● Educación y formación profesional.
● Derechos de los trabajadores migrantes.
● Mejores condiciones de trabajo.
● Derechos sociales y sindicales.
● Participación activa de las mujeres en los

programas de desarrollo.
● Mayor participación de los sindicatos en la

aplicación de la Convención.
● Fondos para permitir que los sindicatos con-

tribuyan a las políticas de desarrollo.

el movimiento sindical internacional pro-
pugnó el establecimiento de acuerdos
mundiales sobre los productos básicos, la
extensión de un sistema global de prefe-
rencias arancelarias de acuerdo con el
grado de desarrollo económico de cada
país y la adopción de una cláusula del
GATT para facilitar la transferencia sin
problemas de la actividad industrial a los
países en desarrollo.

El movimiento sindical participaba
también desde hacía mucho en una cam-
paña destinada a establecer un vínculo
entre los acuerdos comerciales internacio-
nales y el respeto de un nivel mínimo de
derechos básicos de los trabajadores a tra-
vés de una cláusula sobre los derechos de
los trabajadores. Los sindicatos hacían re-
ferencia al Preámbulo del Acuerdo Gene-
ral sobre Aranceles Aduaneros y Comer-
cio en el cual se señala la consecución del
pleno empleo como un importante obje-
tivo del comercio internacional. Los sindi-
catos procuraban también lograr la adop-
ción de medidas para el ajuste de las in-
dustrias y la creación de empleo en
condiciones socialmente aceptables. Asi-
mismo, se solicitó el establecimiento de
una comisión tripartita bajo los auspicios
del GATT para limitar las repercusiones
sociales negativas de los cambios en las
pautas del comercio. Las centrales sindi-
cales nacionales trataron de lograr el
apoyo de los gobiernos para impulsar
estas propuestas.

A mediados del decenio de 1980, co-
menzaron a aparecer nuevas grietas en la
estructura del GATT. Los países industria-
lizados, sobre todo los Estados Unidos,
eran objeto de una importante presión na-
cional para aumentar el proteccionismo.
Los progresos logrados durante la Ronda
de Tokio en la reducción de los obstáculos
arancelarios y no arancelarios se conside-
raban insuficientes. Hubo quienes dijeron
que sin un mayor acceso a nuevos merca-
dos, el apoyo de las empresas norteameri-
canas a todo el sistema comercial interna-
cional estaba en peligro5.

La Ronda Uruguay se inició en Punta
del Este en septiembre de 1986 con un co-
mienzo poco prometedor. Los países in-



dustrializados querían que el rigor de los
procedimientos del GATT se aplicase en
otras esferas tales como las de la propie-
dad intelectual, la inversión y el comercio
de servicios. Las empresas farmacéuticas
multinacionales querían lograr una mayor
protección de las patentes y las marcas re-
gistradas en los países en desarrollo. Los
países en desarrollo se oponían radical-
mente a que el GATT abarcase nuevos
temas, especialmente el de la propiedad
intelectual, mientras no hubiesen conse-
guido un campo de juego más nivelado en
la esfera del comercio. Asimismo, querían
poner fin al Acuerdo Multifibras y un ac-
ceso mucho mayor a los mercados agríco-
las occidentales. Los países exportadores
agrícolas del Norte y del Sur crearon el
Grupo de Cairns, dirigido por Australia,
para incursionar en el mercado agrícola
europeo. Los países europeos, por su parte,
procuraban principalmente proteger su
sistema de subvenciones agrícolas.

El movimiento sindical internacional
deseaba reforzar la función del GATT,
mantener y ampliar el trato favorable para
los países en desarrollo, lograr la apertura
del comercio mundial de productos agrí-
colas, vincular las medidas relativas al co-
mercio de servicios con códigos de con-
ducta para las actividades de las empresas
transnacionales, lograr la introducción de
una cláusula sobre los derechos de los tra-
bajadores que vinculase determinadas
normas laborales de la OIT al comercio en
el marco del GATT, y fomentar políticas
que facilitasen el ajuste de las industrias
ya establecidas a los cambios inducidos
por el comercio en la estructura del em-
pleo. Se pidió a las centrales sindicales na-
cionales que presionasen a los gobiernos
nacionales con respecto a estas cuestiones.

Las negociaciones de la Ronda Uruguay
fueron complicadas y prolongadas, pero
nadie previó que las discusiones desem-
bocarían en la creación de una nueva orga-
nización mundial del comercio. ¿Cómo y
por qué se produjo un cambio tan radical?

En primer lugar, a lo largo del decenio
de 1980, los Estados Unidos habían sacado
a relucir nuevamente sus sanciones co-
merciales nacionales y las utilizaban de

manera agresiva contra los supuestos vio-
ladores de las reglas comerciales. El artí-
culo «Especial 301» de la ley relativa al co-
mercio y la competitividad, de 1988, se re-
fería específicamente a los países con
disposiciones insuficientes en materia de
propiedad intelectual. Ante esto, muchos
países consideraban que cualquier sistema
comercial multilateral basado en reglas era
mejor que la utilización arbitraria de san-
ciones comerciales unilaterales. En se-
gundo lugar, los Estados Unidos estaban
aplicando activamente una política de
acuerdos de libre comercio bilaterales o tri-
laterales para lograr así muchas de sus
metas comerciales. Por ejemplo, en el Tra-
tado de Libre Comercio de América del
Norte (TLC) se incluyen disposiciones re-
lativas a la propiedad intelectual, disposi-
ciones en materia de inversión en lo que
atañe a la relación entre el inversor y el Es-
tado receptor y disposiciones relativas al
comercio de servicios. El mensaje implícito
en esto era el siguiente: si no podemos ha-
cerlo con ustedes lo haremos sin ustedes.
Ahora bien, ningún país estaba dispuesto
a arriesgarse a perder el acceso al enorme
mercado estadounidense. En tercer lugar,
las empresas multinacionales con direc-
ción estadounidense se movilizaron para
promover la adopción de nuevas normas
comerciales6. En cuarto lugar, la crisis de
la deuda y los correspondientes progra-
mas de ajuste estructural, que traumatiza-
ron a tantas economías y programas so-
ciales en el Sur, acabaron con la voluntad
de luchar (y con los recursos) de muchos
países en desarrollo.

En la reunión de Marrakech en la que
se fundó la OMC, los gobiernos adoptaron
29 acuerdos multilaterales que abarcan
todo tipo de cuestiones, desde la propie-
dad intelectual a los textiles 7. La Organi-
zación Mundial del Comercio (OMC) em-
pezó a funcionar en enero de 1995 para
administrar los acuerdos comerciales mul-
tilaterales, actuar como un foro para las ne-
gociaciones relativas al comercio y ocu-
parse de la solución de las diferencias co-
merciales. Es justo decir que en Marrakech
la mayoría de los gobiernos, tanto del
Norte como del Sur, no tenían idea del ca-
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taclismo a que daría lugar la decisión que
acababan de adoptar o las dimensiones del
camino que pronto habrían de emprender.

Los Estados Unidos lograron la mayo-
ría de sus objetivos con la nueva organi-
zación del comercio. Los países desarro-
llados convinieron en abrir un poco sus
mercados agrícolas, comprometiéndose a
hacer mayores concesiones en nuevas ne-
gociaciones a comienzos del nuevo siglo.
Los países en desarrollo habían aceptado
normas jurídicas para proteger la propie-
dad intelectual privada con un calendario
progresivo para su aplicación. Se previó el
establecimiento de un nuevo marco para
la negociación en lo relativo al comercio de
servicios, y fue posible incluso adoptar un
acuerdo de modesto alcance sobre medi-
das en materia de inversión con respecto
al comercio de productos.

Los países en desarrollo no tuvieron
tanto éxito en cuanto a la realización de sus
objetivos. Como contrapartida de las (con-
siderables) concesiones antes menciona-
das, lograron muy modestas mejoras en
cuanto a la agricultura y que se pusiera tér-
mino al Acuerdo Multifibras. Aunque esto
último no fue una victoria pírrica, los pro-
longados plazos acordados para su des-
mantelamiento le dieron cierto sabor amar-
go al triunfo.

Los países en desarrollo acordaron
también que todas las obligaciones de la
OMC se aplicarían mediante un nuevo
procedimiento para la solución de dife-
rencias que constaría de varias fases. Para
resolver los problemas que implica la ob-
tención del consenso necesario para adop-
tar los informes de los grupos especiales,
los negociadores convinieron en la idea del
«consenso negativo»: los informes de los
grupos especiales serían adoptados auto-
máticamente a menos que todos los países
se negasen a adoptarlos. Previendo que,
con arreglo a este nuevo sistema, la mayo-
ría de los informes de los grupos especia-
les serían adoptados, los negociadores
crearon un Organo de Apelación indepen-
diente para proporcionar una salvaguar-
dia o una «válvula de seguridad» contra
«las malas decisiones de los grupos espe-
ciales»8. El Organo de Apelación se com-
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El Mecanismo de Examen de
las Políticas Comerciales (MEPC)

El MEPC se estableció con carácter provisio-
nal en 1989 como parte del GATT, pero se con-
virtió en una de las funciones permanentes
de la OMC. Se trata de una de las reformas
más innovadoras resultantes de la Ronda Uru-
guay. El MEPC examina los resultados econó-
micos de los países para asegurar su cumpli-
miento con las obligaciones de la OMC. El exa-
men se centra en lo siguiente:
1. Condiciones macroeconómicas (régimen

de políticas comerciales).
2. Cuestiones más específicas (información

sobre las importaciones y exportaciones).
3. Información sobre las políticas industriales

y sectoriales.

La finalidad de dicho mecanismo es coadyu-
var a una «mayor adhesión de todos los
Miembros a las normas y disciplinas de los
acuerdos comerciales multilaterales». Este
mecanismo contribuye también a «la conse-
cución de una mayor transparencia en las po-
líticas y prácticas comerciales de los miembros
y una mejor comprensión de las mismas». Los
principales objetivos de los exámenes por país
consisten en proporcionar una visión deta-
llada del régimen comercial de los distintos
Estados miembros de la OMC y en alentar a
los gobiernos a que sigan las normas y disci-
plinas de la OMC. Técnicamente, hay tres ci-
clos de exámenes basados en la participación
de los distintos países en el comercio mundial:
● los Miembros del grupo de la «Cuadrilate-

ral» (Estados Unidos, Canadá, Unión Euro-
pea y Japón) cada dos años;

● un grupo de 16 países en desarrollo cada
cuatro años;

● todos los demás Miembros cada seis años.

pone de siete expertos altamente califica-
dos en el campo del comercio internacio-
nal y las finanzas, abogados o diplomáti-
cos. Aunque en el primer Organo de Ape-
lación había cuatro miembros procedentes
de países en desarrollo, la proporción se
ha modificado y ahora la mayoría de sus
miembros proceden de países en desarro-
llo.

La OMC es una entidad significativa-
mente diferente de su predecesor, el GATT,
probablemente mucho más de lo que pen-
saban sus negociadores. La OMC ha esta-
blecido un régimen jurídico obligatorio que



rige la mayoría de los aspectos de la eco-
nomía global en el ámbito del comercio. Las
disposiciones relativas a la solución de di-
ferencias son vinculantes y mucho más
efectivas que las del GATT. Los jueces, par-
ticularmente en el nivel de apelaciones, tie-
nen muchas más facultades para interpre-
tar las reglas y elaborar nuevas normas. El
imperio de la ley es incuestionable.

Mientras que el GATT trataba de armo-
nizar sutilmente los diferentes sistemas
normativos o administrativos existentes en
todo el mundo, la OMC impulsa ahora
grandes cambios en la normativa nacional.
La OMC está avanzando hacia una inte-
gración global real, a diferencia de lo que
ocurría con el GATT, cuyo mandato aspi-
raba a lograr una integración «superficial».
Para poder cumplir con los nuevos com-
promisos de la OMC, los gobiernos ten-
drán que efectuar cambios drásticos en
muchas políticas nacionales, la legislación
y la reglamentación y los procedimientos
administrativos. Michael Finger, econo-
mista del Banco Mundial, estima que un
país en desarrollo típico tiene que gastar
150 millones de dólares de los Estados
Unidos para cumplir con las exigencias de
tres acuerdos de la OMC (los relativos a las
valoraciones aduaneras, a las medidas sa-
nitarias y fitosanitarias, y al comercio en
materia de derechos de propiedad intelec-
tual)9. Esta cifra supera el presupuesto
anual de desarrollo de muchos países po-
bres. Por ejemplo, Argentina gastó más de
80 millones de dólares para mejorar el nivel
de las condiciones sanitarias de las plantas
y los animales, y Hungría gastó más de 40
millones de dólares para mejorar tan sólo
las condiciones sanitarias de sus matade-
ros10. Los acuerdos ADPIC son el ejemplo
más claro de esta «reglamentación posi-
tiva» en virtud de la cual los gobiernos tie-
nen que ir más allá de armonizar su legis-

lación y deben adoptar disposiciones le-
gislativas que protejan los derechos de pro-
piedad intelectual y prever procedimien-
tos de aplicación que aseguren el cumpli-
miento satisfactorio de las mismas.

Al adherirse a la OMC, los gobiernos
asumen un «compromiso único» y acep-
tan todos los acuerdos, a diferencia de lo
que ocurría con el sistema de códigos del
GATT resultante de la Ronda de Tokio,
según el cual los gobiernos podían firmar
algunos códigos y no otros.

Notas

1 E.B. Kapstein: Sharing the Wealth: Workers and
the World Economy (Nueva York, W.W. Norton &
Company, 1999), pág. 88.

2 Carta de La Habana para la creación de una Or-
ganización Internacional del Comercio, párrafo 1 del
artículo 3.

3 Ibídem, párrafo 1 del artículo 2.
4 Ibídem, párrafo 1 del artículo 7.
5 S. Ostry: Reinforcing the WTO (estudio núm. 56,

1998, Grupo de los Treinta).
6 Idem: «The Future of the World Trading Sys-

tem», 47.ª Conferencia Anual sobre las Perspectivas
Económicas, Universidad de Michigan, 19 de no-
viembre de 1999.

7 Entre esos acuerdos se incluyen los siguientes:
el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Co-
mercio de 1994, el Acuerdo General sobre el Comer-
cio de Servicios (GATS), Acuerdos sobre Aspectos de
los derechos de propiedad intelectual relacionados
con el comercio (ADPIC) y Medidas en materia de
inversiones relacionadas con el comercio (MIC). Tam-
bién se celebraron el Acuerdo sobre la Agricultura y
el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido.

8 D. Steger: The Appellate Body and its Contribution
on WTO Dispute Settlement, declaración formulada en
la Facultad de Derecho de la Universidad de Minne-
sota, 15-16 de septiembre de 2000.

9 J.M. Finger y P. Schuler: Implementation of Uru-
guay Round Commitments: the development challenge
(Blackwell Publishers Ltd., 2000), pág. 525.

10 Ibídem.
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En la primera Conferencia Ministerial de
la OMC (Singapur, 1996), la CIOSLcen-

tró su campaña en asegurar la creación de
un grupo de trabajo sobre las normas fun-
damentales del trabajo dentro de la propia
OMC. La propuesta no fue aceptada por
los Jefes de Estado, pero la incorporación
de un texto sobre las normas fundamenta-
les del trabajo en la Declaración Ministe-
rial final se consideró un éxito, por lo
menos en el sentido de que dejaba claro
que las normas del trabajo constituían un
tema de discusión dentro de la OMC. Tras
un acalorado debate, se convino en el texto
siguiente, en relación con las normas fun-
damentales del trabajo:

Renovamos nuestro compromiso de
respetar las normas fundamentales del
trabajo internacionalmente reconoci-
das. La Organización Internacional del
Trabajo (OIT) es el órgano competente
para establecer esas normas y ocuparse
de ellas, y afirmamos nuestro apoyo a
su labor de promoción de las mismas.
Consideramos que el crecimiento y el
desarrollo económicos impulsados por
el incremento del comercio y la mayor
liberalización comercial contribuirán a
la promoción de esas normas. Recha-
zamos la utilización de las normas del
trabajo con fines proteccionistas y con-
venimos en que no debe cuestionarse
en absoluto la ventaja comparativa de
los países, en particular de los países en
desarrollo de bajos salarios. A este res-
pecto, tomamos nota de que las Secre-

tarías de la OMC y la OIT proseguirán
su actual colaboración.
En la Conferencia de Singapur tomaron

parte unos 30 sindicalistas, que figuraban
en las ONG pero que colaboraban entre sí,
actuando como un equipo sindical. Esta si-
tuación contrastaba con la Conferencia del
GATT en Marrakech, en la que no hubo re-
presentación de la CIOSL.

La segunda Conferencia Ministerial
(Ginebra, mayo de 1998) se centró en la ce-
lebración del 50.º aniversario del GATT.
Por primera vez, la OMC fue objeto de ma-
nifestaciones públicas por parte de los gru-
pos antiglobalización, que a veces adqui-
rieron un carácter violento.

En la preparación para la Conferencia
de Seattle, la CIOSL desarrolló una estra-
tegia en cuatro fases, sobre la base de un
seminario de tres días de duración, que se
celebró en Ginebra en diciembre de 1998.
En primer lugar, la CIOSL desarrollaría
una argumentación general y la justifica-
ción de su apoyo a las estrategias de la
campaña. Luego, a través de actividades
regionales y subregionales, los afiliados re-
cibirían la correspondiente información
sobre los objetivos que convenía alcanzar
y empezarían a discutirlos. En una tercera
fase se pediría a los afiliados nacionales
que ejercieran una intensa presión sobre
sus gobiernos. Además, la CIOSL creó un
grupo de trabajo sobre el comercio, la in-
versión y las normas laborales (TILS),
compuesto por representantes de los sin-
dicatos afiliados a nivel nacional, así como
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Los sindicatos y la economía global: una historia inconclusa

Capítulo VI

De Singapur a Seattle
Tras una brizna de esperanza en Singapur, la Conferencia Ministerial
de la OMC en Seattle ha visto cómo caía la confianza popular en el
sistema de comercio internacional hasta su punto más bajo, y ello
tanto en los países industrializados como en los países en desarrollo.
En Doha, la OMC no dio respuesta a las reivindicaciones sindicales en
pro de las normas fundamentales del trabajo.



de los secretariados profesionales interna-
cionales (SPI), de la Comisión Sindical
Consultiva ante la OCDE y de la Confede-
ración Europea de Sindicatos (CES), para
preparar y coordinar esta campaña. Final-
mente, se establecieron un sitio Internet y
un grupo de discusión por correo electró-
nico, que se utilizaron eficazmente para
preparar y poner en práctica la campaña.
Esto último ha continuado después de Se-
attle como medio fundamental de comu-
nicación del movimiento laboral sobre los
temas de la OMC.

La tercera Conferencia Ministerial se
celebró en Seattle en noviembre de 1999, y
significó un cambio radical en las Confe-
rencias Ministeriales de la OMC. La Con-
ferencia fue un fracaso completo. Los es-
fuerzos por resolver el desacuerdo sobre
el nuevo jefe de la OMC habían apartado
la atención del programa comercial esbo-
zado en Ginebra. Las posiciones de las par-
tes reunidas en Seattle eran aún dema-
siado divergentes, y por lo tanto los nego-
ciadores comerciales no pudieron llegar a
un acuerdo para poner en marcha la nueva
«Ronda del Milenio» de conversaciones
comerciales. Pero la otra versión de la Con-
ferencia de Seattle la escribieron las dece-
nas de miles de manifestantes pacíficos
(entre los que se mezclaban algunos vio-
lentos) que protagonizaron sentadas e in-
terrumpieron el tráfico en todo el centro
de la ciudad. ¿Cómo se ha podido llegar a
esta situación?

En primer lugar, tras varios meses de
planificar la utilización de la red mundial
World Wide Web, del correo electrónico y
de Internet, la gente se congregó en una
concentración organizada por el movi-
miento sindical para poner de manifiesto
su preocupación ante las repercusiones so-
ciales de la liberalización del comercio. Y
es que las comunicaciones electrónicas
han revolucionado la capacidad de la
gente para comunicarse entre sí, concertar
estrategias, organizarse y proclamar bien
alto sus exigencias, movilizando sus fuer-
zas en favor de un cambio.

Pero además se pudo observar que las
comunicaciones electrónicas habían con-
tribuido también – y de manera decisiva –

a la nueva sensibilidad que estaba abrién-
dose paso en las mentes, basada en una va-
loración y entendimiento de lo que supo-
nían las reglas comerciales para su vida co-
tidiana. Del mismo modo que la gente
relacionaba los programas de ajuste en
Africa con una matrícula más cara en las
escuelas primarias y con la consiguiente
disminución del número de alumnos ma-
triculados en las mismas, también relacio-
naba las obligaciones dimanantes del
Acuerdo sobre los Aspectos de los Dere-
chos de Propiedad Intelectual relaciona-
dos con el Comercio (ADPIC) con los pre-
cios más elevados de los productos farma-
céuticos. Las mujeres han entendido esto
desde hace tiempo, porque sus diversas
funciones y responsabilidades en el hogar
y en el mercado les dan una sensibilidad
más afinada ante las normas del comercio
internacional. En todo caso, gracias a esas
estructuras de comunicación tan perfec-
cionadas, las normas internacionales del
comercio ya no eran competencia exclu-
siva de los negociadores comerciales de los
gobiernos. Ahora, las normas del comer-
cio eran asunto de todos.

En tercer lugar, Seattle puso de relieve
la mentalidad secretista que, desde siem-
pre, había imperado en las negociaciones
internacionales del comercio. Las famosas
«discusiones a puerta cerrada», en las que
se reunían unos grupos autoseleccionados
para negociar en privado, eran abierta-
mente criticadas por los países en desa-
rrollo que no habían podido conseguir un
puesto en la sala.

En cuarto lugar, en Seattle, los países
en desarrollo asumieron una actitud de
firmeza y combatividad que nunca antes
habían mostrado en las negociaciones re-
lativas al comercio internacional, y suyas
fueron más de la mitad de las propuestas
presentadas por los miembros de la OMC
en relación con las cuestiones que conve-
nía incluir en el proyecto de Declaración
Ministerial1. La polivalencia y los conoci-
mientos técnicos de que hicieron gala los
gobiernos de los países del Sur se debía al
mayor acceso a la información sobre los
principales datos comerciales y al análisis
más detallado de las políticas. Con un au-
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tocontrol que no hacía más que aumentar
su fuerza, los países en desarrollo fueron
los que iniciaron el éxodo de Seattle, des-
corazonados por la arrogancia, el secre-
tismo y la intransigencia de los países del
Norte.

La Conferencia de Seattle se suele con-
siderar como un paso adelante para el mo-
vimiento sindical internacional. En el
saldo positivo, los sindicatos consiguieron
forjar coaliciones eficaces y hacer realidad
su mensaje de solidaridad universal.
Como señaló un líder sindical: «Antes de
Seattle no contábamos para nada en mate-
ria de comercio. Las grandes empresas te-
nían el camino libre. Ahora ya estamos
presentes en este ámbito, y ya no nos reti-
raremos de él»2.

Sobre las normas fundamentales del
trabajo se celebraron una serie de reunio-
nes a puerta cerrada bajo la presidencia de
Costa Rica. El «Documento de Costa Rica»
que surgió de estas reuniones proponía la
creación de un grupo de discusión que
abordase las cuestiones relativas al comer-
cio, la globalización, el desarrollo y el
mundo del trabajo, con vistas a promover
un mejor entendimiento de las cuestiones
relacionadas con esos temas, a través de
un diálogo sustantivo entre los gobiernos
y las ONG pertinentes. Se proponía abrir
la participación en el grupo de discusión a
otras organizaciones internacionales per-
tinentes, como la OIT, el Banco Mundial y
la UNCTAD, así como elaborar unos resú-
menes objetivos y de difusión pública de
las discusiones mantenidas.

El Documento de Costa Rica estaba aún
sobre la mesa cuando se suspendió la Con-
ferencia Ministerial y, por lo tanto, no
pudo ser oficialmente adoptado por dicha
Conferencia ni tiene el rango de texto con-
sensuado. Los párrafos del preámbulo del
documento son muy significativos, por-
que sitúan a la OMC en un contexto inter-
nacional que supera de hecho el ámbito de
su mandato. El texto recuerda que los
miembros de la OMC han acordado que
sus relaciones en el terreno del comercio y
del quehacer económico deberían tener
por objeto aumentar el nivel de vida y ga-
rantizar el pleno empleo y un volumen en

constante crecimiento de los ingresos rea-
les y de la demanda efectiva. Reafirma
además la promesa de la OMC de aplicar
los compromisos asumidos en la Declara-
ción de Copenhague sobre Desarrollo So-
cial, comprendidos los objetivos de erra-
dicar la pobreza, promover el pleno em-
pleo y fomentar la integración social, así
como el compromiso enunciado en la De-
claración de Río sobre el Medio Ambiente
y el Desarrollo, de 1992, de que todos los
Estados y todos los pueblos deben coope-
rar en la tarea fundamental de erradicar la
pobreza como requisito indispensable
para un desarrollo económico sostenible,
con el fin de reducir la desigualdad en los
niveles de vida y responder mejor a las ne-
cesidades de la mayoría de la gente en todo
el mundo.

El Documento de Costa Rica recuerda
además la Declaración Ministerial de Sin-
gapur y acoge con satisfacción las labores
emprendidas en el sistema de las Nacio-
nes Unidas, incluidas las efectuadas por el
Grupo de Trabajo sobre la Dimensión So-
cial de la Mundialización de la OIT, y en
particular las que culminaron en la adop-
ción de la Declaración de la OIT relativa a
los principios y derechos fundamentales
en el trabajo y su seguimiento 3.

Este texto va más allá de la Declaración
Ministerial de Singapur e implica la exis-
tencia de una íntima convicción (por lo
menos entre los Miembros que dieron su
apoyo al texto) de que la OMC necesita ac-
tuar en cooperación y colaboración con
todo el sistema de gobernanza internacio-
nal y desarrollar una política eficaz para
tener en cuenta no sólo la cuestión de las
normas fundamentales del trabajo sino
también los objetivos de desarrollo en sen-
tido amplio, el desarrollo sostenible, y la
protección medioambiental.

De Seattle a Qatar

Después de Seattle, la confianza popular
en el sistema de comercio internacional
cayó hasta su punto más bajo de todos los
tiempos, y ello tanto en los países indus-
trializados como en los países en desarro-
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llo. Desde entonces, la OMC ha trabajado
intensamente para restablecer el «clima
habitual», concentrándose en sus progra-
mas ya previstos de agricultura y comer-
cio de servicios, así como en determinadas
negociaciones sobre la propiedad intelec-
tual. En marzo de 2001, los negociadores
acordaron las directrices generales de la
futura negociación de apertura de los mer-
cados de servicios a la competencia ex-
tranjera.

Como respuesta, la Internacional de
Servicios Públicos (ISP) y la Internacional
de la Educación (IE) han unido sus fuer-
zas en una campaña de protección y pro-
moción de los intereses de sus miembros
en relación con el comercio de servicios.
Esta alianza se deriva de la vulnerabilidad
de los servicios estatales en virtud del
Acuerdo General sobre el Comercio de
Servicios (AGCS). Tanto la ISP como la IE
están particularmente preocupadas con la
posible sangría que se operaría en la base
de capacitaciones del sector público a con-
secuencia del incremento de la movilidad
internacional y de la degradación de las
condiciones de trabajo que se suelen pro-
ducir cuando el recurso a la mano de obra
extranjera se utiliza para socavar los suel-
dos y las condiciones de trabajo locales.

Otros secretariados profesionales inter-
nacionales están también elaborando
constantemente iniciativas de carácter sec-
torial centradas especialmente en las preo-
cupaciones de sus propios afiliados. Las
estrategias más corrientes comprenden
materiales de información y de divulga-
ción en campañas encaminados a capaci-
tar a sus afiliados para que puedan abor-
dar con los gobiernos nacionales cuestio-
nes relacionadas con el comercio y las
normas del trabajo. Estos secretariados
profesionales internacionales han tratado
además de entablar contactos directos con
funcionarios de la OMC, invitándoles a
asistir a reuniones y seminarios, y a parti-
cipar en las discusiones políticas con el
personal de los secretariados y de las or-
ganizaciones afiliadas.

Pero la verdadera prueba del sistema
multilateral de comercio tendrá lugar en
Qatar. ¿Es posible concebir un sistema in-
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ternacional de comercio que responda a las
necesidades competitivas (y a veces con-
flictivas) de los países y de la gente en tan
diversos niveles de desarrollo económico?
¿Utilizarán los países en desarrollo su
nueva influencia política y numérica para
frenar una nueva ronda, acordar una
ronda limitada o promover una «ronda de
desarrollo» centrada en un programa del
Sur? ¿De qué manera han de repercutir en
las negociaciones los más de 200 acuerdos
regionales de comercio notificados a la
OMC hasta la fecha? En Qatar, los nego-
ciadores comerciales estarán sometidos a
una presión muy fuerte para alcanzar un
acuerdo final, aunque las restricciones que
se supone se impondrán a los manifestan-
tes contrarios permitan que los funciona-
rios gubernamentales accedan fácilmente
a las salas de reunión.

Se está produciendo un verdadero
abismo entre el Norte y el Sur, y el Norte
está tratando de persuadir al Sur de que
acepte una nueva ronda de negociaciones
sobre la liberalización del comercio, mien-
tras que muchos países en desarrollo quie-
ren «tomarse un respiro» y desacelerar el
proceso de negociación, porque no están
convencidos de que los escasos fondos de
que disponen deban gastarse en la puesta
en práctica de las obligaciones adquiridas
ante la OMC y no en la construcción de ca-
rreteras o escuelas. Están preocupados, y
con razón, porque pueden ser conducidos
ante un órgano de solución de diferencias
por infringir los compromisos derivados
de la Ronda Uruguay, compromisos que
simplemente no pueden cumplir. Y las
promesas de nuevos recursos comple-
mentarios tienen poca fuerza, habida
cuenta de la escasa asistencia técnica que
han recibido desde Marrakech y de la mag-
nitud de los problemas de desarrollo a los
que se enfrentan.

Las obligaciones de la OMC contradi-
cen con frecuencia sus necesidades de de-
sarrollo humano. El Acuerdo sobre los As-
pectos de los Derechos de Propiedad Inte-
lectual relacionados con el Comercio
(ADPIC) sitúa la protección de la propie-
dad intelectual por encima de los derechos
básicos de salud, como el acceso a medici-



nas baratas y fáciles de encontrar. Ello sig-
nifica, por ejemplo, que en Africa las me-
dicinas contra el VIH/SIDA van a ser más
escasas y más caras. Tras un gran escán-
dalo en la opinión pública, algunas em-
presas de productos farmacéuticos han
propuesto un precio diferenciado para
ciertos medicamentos en Africa, pero in-
cluso estas medicinas más baratas resulta-
rán demasiado caras para muchos enfer-
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La ISP y la IE unen sus fuerzas
1. En el contexto de una campaña conjunta,

la Internacional de Servicios Públicos (ISP)
y la Internacional de la Educación (IE) han
lanzado una publicación que tiene por tí-
tulo Grandes expectativas: El futuro del co-
mercio de servicios. Este documento in-
forma a sus afiliados acerca de los temas
relacionados con el Acuerdo General sobre
el Comercio de Servicios (AGCS) que tiene
importancia para sus miembros, y trata de
generar un clima de apoyo para las activi-
dades de la campaña.

2. La campaña se realiza a nivel local, regio-
nal y nacional mediante la utilización de
redes y de la publicidad para ejercer pre-
sión sobre los gobiernos a escala nacional
y dentro de la propia OMC.

3. La ISP y la IE apoyan a sus afiliados en las
actividades de la campaña: tratan de se-
guir la pista y de oponerse a la privatiza-
ción de la atención de salud y la educación;
siguen la pista de las empresas estadouni-
denses que están brindando servicios de
salud en otros países; comparten informa-
ciones sobre las instituciones educativas,
promoviendo servicios transfronterizos e
informan a las naciones interesadas de los
efectos de esas empresas en el sistema de
salud o de educación.

4. La ISP y la IE han publicado dos números
de la nueva serie Cuestiones de común in-
terés para educadores y trabajadores del
sector público que trata de los efectos po-
tenciales del AGCS sobre los servicios de
salud y educación: La OMC y el Acuerdo
General sobre el Comercio de Servicios: Los
retos de la salud pública, y La OMC y la
Ronda del Milenio: Los retos de la educa-
ción pública.

5. En marzo de 2001, la ISP daba su apoyo a
una campaña de petición de adhesiones ti-
tulada «¡Parar el ataque del AGCS!», que
reclama una moratoria en las negociacio-
nes del AGCS.

mos de VIH/SIDA. Por iniciativa de los
países africanos, en una serie de reuniones
de un día de duración se está discutiendo
el tema de los ADPIC y las medicinas ase-
quibles, ya con vistas a Qatar. Algunas de
las posibles soluciones que se están deba-
tiendo se refieren al fortalecimiento de las
disposiciones relativas a la protección de
la salud pública de los ADPIC, con objeto
de garantizar que los gobiernos tengan
unos derechos claramente definidos que
les permitan dejar de lado las patentes en
interés de la salud pública; también se está
hablando de unos plazos más largos para
la puesta en práctica y de una moratoria
para toda medida de solución de diferen-
cias que tenga como resultado impedir el
acceso a unas medicinas más asequibles.

Desmantelar los efectos de distorsión
comercial de más de 30 años de contin-
gentes textiles no podrá hacerse sin dolor
y trastornos económicos, especialmente
para los millones de mujeres que trabajan
en la industria textil y del vestido en todo
el mundo.

La Unión Europea está ejerciendo pre-
sión para que en Qatar se ponga en mar-
cha una «nueva ronda de negociaciones de
gran envergadura», que comprenda una
problemática nueva, con temas del tipo de
la política competitiva, las cuestiones me-
dioambientales y una ampliación sustan-
cial de las normas que rigen las inversio-
nes del sector privado por encima de las
fronteras nacionales. Los Estados Unidos,
a su vez, ejercen presión a favor de unos
aranceles aduaneros más bajos en relación
con la agricultura y los servicios, pero pa-
rece que ahora están ya preparados para
aceptar el programa europeo de negocia-
ción, que es mucho más amplio.

Pero ninguna de estas alternativas re-
fleja los objetivos de muchos de los mani-
festantes de Seattle. Sus llamamientos en
favor de una mayor apertura y transpa-
rencia (interna y externa), así como de nue-
vas modalidades de participación pública
en la OMC, han quedado sin respuesta.
Desde el fracaso de Seattle no se han in-
troducido cambios fundamentales en los
procedimientos de la OMC e incluso se
han rechazado de plano pequeñas iniciati-



vas de reforma (como permitir que el pú-
blico asista a las reuniones del Mecanismo
de Examen de las Políticas Comerciales
(MEPC). El Organo de Apelación estuvo
jugando con la idea de permitir una parti-
cipación exterior limitada en la reunión del
Grupo de Trabajo sobre el Asbesto en
otoño de 2000. A las partes interesadas se
les permitió presentar solicitudes «impar-
ciales»: el Organo de Apelación recibió 17
de ellas, entre las que cabe contar las de la
CIOSL-CES, Greenpeace y la American
Public Health Association. Ello no obs-

tante, todas fueron rechazadas, por razo-
nes especiosas, pocas horas antes de ce-
rrarse el plazo.

Una de las grandes líneas de falla entre
el Norte y el Sur que se dejará sentir en
Qatar se refiere a las normas fundamenta-
les del trabajo, abiertamente propugnadas
al menos por algunos de los países del
Norte, pero con la vehemente resistencia
de los del Sur. Aún queda mucho por hacer
para explicar la estrecha vinculación que
hay entre las normas fundamentales del
trabajo y la mejora de la competitividad
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Los trabajadores en Qatar: el programa sindical

La OMC necesita:

● Una evaluación completa de las repercusio-
nes económicas, sociales, laborales, de gé-
nero, medioambientales y de desarrollo de las
anteriores negociaciones de la OMC, así como
del impacto potencial que puedan tener cua-
lesquiera negociaciones futuras.

● Alguna forma de estructura formal para abor-
dar la cuestión del comercio y de las normas
fundamentales del trabajo con la participa-
ción de la OIT, como por ejemplo un grupo de
negociación de la OMC, un grupo de trabajo
de la OMC, un comité de la OMC o un foro
permanente de trabajo de la OMC. Este ór-
gano debería además abordar cuestiones más
amplias de desarrollo social, con especial aten-
ción a las repercusiones que puedan tener las
políticas comerciales sobre las mujeres.

● Una mayor transparencia y asistencia finan-
ciera que garanticen que todos los miembros
(y en particular los países menos adelantados)
son capaces de participar plenamente en
todas las actividades y procedimientos de la
OMC, incluso en sus mecanismos de solución
de diferencias.

● Estructuras consultivas específicas para los sin-
dicatos en la OMC, comprendido el Meca-
nismo de Examen de las Políticas Comerciales
(MEPC). El ámbito de este Mecanismo debe-
ría ampliarse para que incluya los problemas
comerciales relacionados con el medio am-
biente, las cuestiones sociales y las cuestiones
de género, incluyendo las normas fundamen-
tales del trabajo. Además, se requiere trans-
parencia externa para llevar a cabo todas las
negociaciones de la OMC.

● Las normas medioambientales y las relativas
a la seguridad y salud deben tener prioridad
sobre la normativa de la OMC.

● Dejar bien claro que los países pueden man-
tener el derecho a eximir a los servicios pú-
blicos (por ejemplo, los servicios de educación,
salud, abastecimiento de agua y correos) y las
actividades de servicios socialmente benefi-
ciosos de cualquier acuerdo de la OMC que
incluya al sector servicios.

Programa de solidaridad entre
los trabajadores del Norte y del Sur

Los trabajadores quieren:
● Un aumento muy importante de la condona-

ción de la deuda y un incremento sustancial
en la asistencia para el desarrollo para los paí-
ses en desarrollo que respeten los derechos
humanos, comprendidos los derechos funda-
mentales de los trabajadores.

● Disposiciones de la OMC en materia de trato
especial y diferenciado a fin de permitir que
los países en desarrollo tengan mayor flexibi-
lidad, y de garantizar que tengan libertad para
adoptar una congelación de aranceles, un au-
mento de aranceles o medidas de limitación de
las importaciones, cuando sea necesario.

● Una mejora en el acceso al mercado de los paí-
ses en desarrollo (que tenga también en
cuenta los incrementos y escaladas de los
aranceles en sus ámbitos de interés), en par-
ticular para los países menos adelantados.

● Una revisión del Acuerdo sobre los Aspectos de
los Derechos de Propiedad Intelectual relacio-
nados con el Comercio (ADPIC), para incorpo-
rar las preocupaciones de los países en desa-
rrollo, especialmente en el ámbito del acceso
a los productos que pueden salvar vidas, como
es el caso de las medicinas para el VIH/SIDA.

● Un acuerdo multilateral para ampliar los pla-
zos límite de aplicación de la Ronda Uruguay
para los países en desarrollo.



comercial y la productividad en el lugar
de trabajo. Por ejemplo, en el estudio de la
OCDE 2000 sobre el comercio internacio-
nal y las normas fundamentales del trabajo
se llegaba a la conclusión de que los países
que refuerzan sus normas fundamentales
del trabajo pueden incrementar su eficien-
cia económica por medio de la elevación
de los niveles de capacitación de su fuerza
de trabajo y de la creación de un entorno
que favorezca la innovación y una pro-
ductividad elevada. En el estudio se lle-
gaba también a la conclusión de que los
países que antes de pasar a la liberaliza-
ción del comercio ponen a punto unas ins-
tituciones democráticas (con inclusión del
respeto de las normas fundamentales del
trabajo) tienen una transición de conse-
cuencias menos adversas que los países
que no han previsto tales instituciones4.

Los miembros de la OMC han de apro-
vechar la oportunidad que tienen en Qatar
para estructurar un nuevo consenso en re-
lación con un sistema comercial mundial
de carácter social, medioambiental, orien-
tado al desarrollo, democrático, responsa-
ble, transparente y basado en normas más
justas. Construir este consenso requerirá
un diálogo activo y un debate con los in-
terlocutores sociales y otros miembros de
la sociedad civil.

Conclusiones

Los sindicatos han tenido un éxito bas-
tante moderado para hacer progresar su
programa en favor de la globalización de
la justicia social ante las instituciones de
Bretton Woods y la Organización Mundial
del Comercio. El presente Simposio brinda
una oportunidad para recabar y poner al
día las informaciones sobre los aconteci-
mientos más recientes en la OMC y las ins-
tituciones de Bretton Woods, a partir de las
intervenciones de los propios represen-
tantes de esas organizaciones, que serán
invitados a participar en grupos de discu-
sión con los representantes sindicales. A
raíz de estas discusiones, el Simposio brin-
dará también la oportunidad de que el mo-
vimiento sindical entable debates internos

y reflexione sobre cuáles deben ser los pró-
ximos pasos para promover el programa
sindical en la OMC y en las instituciones
de Bretton Woods.

Además de este documento, los parti-
cipantes en el Simposio dispusieron de in-
formes sobre las novedades que se produ-
jeron en la relación entre el movimiento
sindical y las instituciones financieras in-
ternacionales a nivel regional. Esto permi-
tió que los participantes examinaran las li-
mitaciones de capacidad técnica que pu-
dieran existir entre las estructuras
sindicales a nivel regional y nacional que
inciden en la capacidad de movimiento
sindical para influir en las políticas y pro-
gramas de las instituciones financieras in-
ternacionales.

De los datos que se presentan en este
número se deduce claramente que las ins-
tituciones de Bretton Woods y la OMC
están impulsando a ritmo acelerado sus
programas. Sin recursos adicionales, los
sindicatos no podrán investigar los pro-
blemas, analizar sus repercusiones para
los sindicatos y los trabajadores y conce-
bir estrategias para hacer avanzar de ma-
nera efectiva el programa sindical en la
economía global.

Estas consideraciones plantean cierto
número de interrogantes que podrían ser
examinadas por el movimento sindical.
Entre ellos cabe mencionar las siguientes:

¿Cuáles deberían ser las prioridades
fundamentales de los sindicatos en rela-
ción con la OMC y las instituciones de Bre-
tton Woods, en lo inmediato y a mediano
plazo?

¿Cómo podría aprovecharse mejor el
aporte de los sindicatos afiliados a nivel
nacional y local a las estrategias sindicales
relativas a las organizaciones internacio-
nales financieras, de desarrollo y de co-
mercio?

¿Qué estrategias pueden utilizar las
centrales sindicales y cada sindicato a
nivel nacional para suscitar cambios en las
instituciones de Bretton Woods?

¿Cómo pueden los sindicatos colaborar
mejor entre sí para mitigar las influencias
negativas de las instituciones de Bretton
Woods?
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En relación con la economía global, ¿de-
berían los sindicatos dedicar más atención
a colaborar y formar alianzas con los me-
dios de comunicación, las ONG, los gru-
pos ecologistas, los empleadores y las or-
ganizaciones de empleadores?

La OMC está ante su gran prueba: una
nueva ronda de negociaciones sobre libe-
ralización del comercio o un grupo «bal-
canizado» de pactos comerciales más fuer-
tes, a nivel regional. ¿Cómo puede situarse
el movimiento sindical para ejercer una
máxima presión e influir en cualquiera de
esos dos procesos?

Notas

1 R. Chadha: Developing countries and the Next
Round of WTO Negotiations (Blackwell Publishers
Ltd., 2000), pág. 432.

2 Declaraciones de George Becker, Presidente del
Sindicato Unificado de Trabajadores del Acero de los
Estados Unidos (USWA), citado en Times, 13 de di-
ciembre de 1999.

3 El texto completo del «Documento de Costa
Rica» figura en el anexo III del informe de evaluación
sobre la campaña de la CIOSL para promover las
normas fundamentales del trabajo en la OMC, pre-
parado por Mark Anner para la Confederación de
Sindicatos de Noruega.

4 OCDE: International Trade and Core Labour Stan-
dards, 2000.

46



En la búsqueda por mejorar las políticas
de las instituciones financieras inter-

nacionales (IFI), especialmente las del
Fondo Monetario Internacional (FMI) y
del Banco Mundial, los sindicatos han pre-
tendido entablar un diálogo con ellas,
tanto a escala nacional como internacional,
y convencerlas de la necesidad de adoptar
políticas con mayor orientación social y a
más largo plazo.

A estos fines, se llevaron a cabo reunio-
nes con responsables de las IFI en Washing-
ton y en otros lugares. Representantes del
Banco Mundial y del FMI participaron en
seminarios junto con sindicatos y, en algu-
nas ocasiones, procuraron que estos últimos
tomaran parte en la puesta en práctica de
proyectos. Ambas partes sacaron provecho
de dicha experiencia, conduciendo al FMI y
al Banco Mundial a prestar más atención a
las implicaciones sociales de sus políticas.

Numerosos dirigentes sindicales afri-
canos, junto con sus homólogos de los paí-
ses industrializados, reclamaron sistemá-
ticamente una acción concertada y enér-
gica para promover la recuperación de la
economía mundial y reducir así el riesgo
de futuras recesiones. Diversas delegacio-
nes sindicales instaron a las IFI a incorpo-
rar una dimensión social más fuerte en el
proceso de apertura del comercio mundial

a la competencia, reclamando reformas de
los mercados accionistas, insuficiente-
mente regulados, y medidas para luchar
contra la pobreza. Los sindicalistas temen
que la crisis emergente esté profundi-
zando la brecha entre ricos y pobres y re-
claman políticas encaminadas a estimular
la recuperación en los países en desarrollo
y en transición. Subrayan también la nece-
sidad de que aumenten los índices de cre-
cimiento económico en Europa y Japón.

El ámbito en el que los sindicatos pue-
den influir en las decisiones a niveles in-
ternacionales es muy amplio. Las políticas
del FMI, del Banco Mundial y de la Orga-
nización Mundial del Comercio (OMC)
afectan directamente a la vida de los tra-
bajadores. También lo hacen las políticas
de la Organización para la Unidad Afri-
cana (OUA), del Banco Africano de Desa-
rrollo (BAD) y de la Unión Europea (UE).

Las cuestiones que afectan en este mo-
mento a los trabajadores y sus organiza-
ciones, pudiendo justificar el «inventario»
que se propuso hacer de las políticas y
prioridades de las IFI en cuestión – sin ser
las únicas –, son las siguientes:

� Compromiso entre los sindicatos y las
IFI para crear respaldo popular.

� Creación de empleo.
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Desarrollo reciente en Africa
El lugar que ocupan los sindicatos en Africa reviste una especial im-
portancia al verse confrontados ahora los trabajadores y trabajado-
ras a complejos cambios, derivados de la mundialización de la eco-
nomía y de una mayor competencia planetaria. Así, los sindicatos
africanos necesitan elaborar, con urgencia, nuevas y eficaces res-
puestas para influir en el ritmo y en la orientación del proceso de
mundialización y liberación.

Mohammed Mwamadzingo
Especialista regional en educación obrera

Oficina de la OIT de Addis Abeba



� Alivio de la pobreza.

� Programas de ajuste estructural; la epi-
demia de VIH/SIDA y su influencia en
el desarrollo.

� La crisis de la deuda africana e iniciati-
vas para superarla.

Crear empleo en Africa

Los sindicatos de todo el mundo instan a
los dirigentes políticos de todos los países a
tomar medidas para cumplir las promesas
formuladas en la Cumbre Mundial de Co-
penhague de las Naciones Unidas de 1995.
En dicha Cumbre se fijó una meta de pleno
empleo mundial conforme a las reglas de la
Organización Internacional del Trabajo
(OIT) que protegen a los trabajadores de la
explotación. Dicho objetivo debería alcan-
zarse adoptando las medidas siguientes:

� Concediendo un papel positivo al sector
público en la creación de más puestos de
trabajo. Se debería incluir las inversiones
en caminos y puentes, escuelas y clíni-
cas y otras obras de infraestructura; el
respaldo a la reestructuración industrial
y a las inversiones cíclicas.

� Mejorando la enseñanza y la capacita-
ción centrada especialmente en la tran-
sición de la escuela al trabajo, progra-
mas de obras públicas, ofreciendo ase-
soramiento sobre la formación profe-
sional, y mayores oportunidades para
desarrollar las calificaciones (prestán-
dose especial atención a las mujeres).

� Aumentando el poder adquisitivo, es-
pecialmente a través de aumentos en
los salarios mínimos nacionales con el
propósito de satisfacer las necesidades
básicas.

� Suministrando a los ciudadanos servi-
cios públicos de asistencia sanitaria, se-
guridad social y educación adecuados.

Lamentablemente, la respuesta a tales
reivindicaciones siempre ha sido poco en-
tusiasta. En realidad, al comenzar las polí-
ticas de liberalización económica se redujo

la preocupación por la creación de em-
pleos. Dichas políticas originaron, al con-
trario, reducciones de puestos de trabajo
tanto en el sector público como en el sec-
tor privado estructurado, con economías
que siguen sin poder ofrecer oportunida-
des significativas de empleo ni siquiera en
los sectores más dinámicos.

A este cúmulo de circunstancias, se su-
maron las nuevas amenazas que plantea la
mundialización, lo que propició la merma
de afiliados sindicales y de sus recursos fi-
nancieros. Esta situación reveló que la su-
pervivencia de los sindicatos depende de la
disponibilidad de más y mejores puestos de
trabajo para la mano de obra. A su vez, se
exige que los trabajadores con calificacio-
nes ocupen nuevos puestos de trabajo a me-
dida que se vayan creando. Para lograrlo,
es necesario que los sindicatos contribuyan
a proporcionar capacitación a las personas
no calificadas y adopten nuevas estrategias
para ayudar a los desempleados.

En Africa, diversos foros sindicales se
ocuparon de estas cuestiones. Entre ellos,
cabe destacar el seminario regional de
educadores sobre «El Papel de la Educa-
ción Sindical en la Creación de Empleos de
Africa», organizado por la Confederación
Internacional de Organizaciones Sindica-
les Libres (CIOSL) y su Organización Re-
gional Africana (CIOSL-ORAF), celebrado
en Nairobi, en septiembre de 1999; la Con-
ferencia de Educadores Sindicales, cele-
brada en Kampala, en octubre de 1993, y
el seminario de la OIT-CIOSL-ORAF sobre
«Creación de empleo y el sector informal:
El papel de los sindicatos», llevado a cabo
en Johannesburgo, en mayo de 1999.

En dichos foros se subrayó la impor-
tancia de la participación sindical activa en
las decisiones económicas nacionales
como la única manera de garantizar que
se incorporen sus preocupaciones a los
programas de desarrollo. Los sindicatos
deberían luchar para que se les consulte
realmente en todas las cuestiones que afec-
tan el bienestar de los trabajadores. Debe-
rían asegurarse que son parte integrante
del proceso de elaboración del presu-
puesto nacional y también de la elabora-
ción del plan de inversiones.
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Los sindicatos y la lucha contra
la pobreza en Africa

La pobreza constituye un problema que
preocupa a los sindicatos africanos desde
hace tiempo. Se trata de una cuestión en la
que las IFI han mostrado, últimamente,
gran interés. Por ejemplo, el Informe sobre el
Desarrollo Mundial 2000/2001: Lucha contra
la pobreza, del Banco Mundial, aporta otra
prueba de que las instituciones de Bretton
Woods han adoptado un nuevo enfoque
respecto al dilema de desarrollo de Africa1.

El continente africano, que padece una
inmensa pobreza, inicia el siglo XXI inclu-
yendo en su territorio a algunos de los paí-
ses más pobres del mundo. El promedio
de ingresos por habitante es inferior a los
de los años sesenta. Casi la mitad de los
640 millones de personas del Africa sub-
sahariana viven con no más de 65 centa-
vos de dólar estadounidense diarios. El
promedio del producto nacional bruto
(PNB) por habitante de la región se eleva
a 492 dólares; sin embargo, en 24 países el
PNB por habitante no llega a 350 dólares,
hallándose los ingresos más bajos en Etio-
pía, con 100 dólares, la República Demo-
crática del Congo, con 110 dólares, Bu-
rundi, con 120 dólares, y Sierra Leona, con
130 dólares. Estas cifras están indicando
extrema pobreza.

A diferencia de los responsables de las
IFI, los dirigentes sindicales africanos no
necesitan recurrir a definiciones científicas
de la pobreza, ni discursos académicos ni
referencias estadísticas para saber qué sig-
nifica la pobreza. La sienten, viven rodea-
dos de ella y sufren sus efectos. Incluso
entre sus propios afiliados, una mayoría se
halla, indiscutiblemente, dentro de la si-
tuación de pobreza. Los trabajadores po-
bres, los desempleados, los sin tierra, los
que no poseen ni siquiera calificaciones bá-
sicas, la gente del campo y los despedidos
se podrían clasificar como pobres, y mu-
chos de ellos están afiliados o estuvieron
alguna vez afiliados a sindicatos. Sus líde-
res están convencidos de que no se ha dado
a la pobreza la prioridad que merece. Tam-
poco los gobiernos ni los asociados del de-
sarrollo han hecho todo lo que podían.

En diciembre de 1999, el Banco Mun-
dial y el FMI declararon conjuntamente
que su nuevo enfoque para luchar contra
la pobreza «reconoce la creciente eviden-
cia de que el arraigamiento de la pobreza
y la falta de oportunidades económicas y
de bienes pueden, en sí mismos, ser impe-
dimentos para el crecimiento». También
hicieron hincapié en la importancia de «la
participación activa de la sociedad civil»
al aplicarse las estrategias de lucha contra
la pobreza. La declaración de abril de 2000
de la CIOSL, de la Comisión Sindical Con-
sultativa (TUAC) ante la Organización
para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómico (OCDE) y de los secretariados pro-
fesionales internacionales (SPI) coincidió
con la nueva preocupación de las IFI por
luchar contra la pobreza y por la partici-
pación de la sociedad civil, pero solamente
en la medida en que la misma «se traduzca
en cambios políticos concretos».

En la lucha contra la pobreza los sindi-
catos pueden contribuir de distintas mane-
ras. Un auténtico diálogo con los sindicatos
a lo largo del proceso de ajuste estructural,
especialmente en las privatizaciones, y
otras reformas estructurales pueden conse-
guir que las reformas sean más eficaces y
más agradables.

La negociación colectiva para obtener
aumentos salariales vinculados a la pro-
ductividad constituye la contribución más
directa de los sindicatos a la lucha contra
la pobreza habida cuenta de que entre los
afiliados sindicales se cuentan los trabaja-
dores pobres de Africa y de que los ingre-
sos del sector estructurado de la economía
a menudo suponen el sustento de familias
extensas.

Además de su papel económico de re-
presentantes de los trabajadores, los sindi-
catos asumen un papel en la política social
y en el desarrollo humano. Los sindicatos
africanos están implicados de manera muy
activa en una serie de campañas de desa-
rrollo humano. Investigan y denuncian el
trabajo infantil. Promueven la igualdad de
géneros. Suministran educación y capaci-
tación a sus afiliados. Reclaman a los go-
biernos que rindan cuentas ante el pueblo.
Promueven la solución de conflictos y
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combaten la proliferación de armamentos.
Ofrecen formación a sus miembros acerca
del virus de inmunodeficiencia hu-
mana/síndrome de inmunodeficiencia
adquirida (VIH/SIDA). Algunos sindica-
tos últimamente también sindicaron a tra-
bajadores del sector no estructurado y les
ayudaron proporcionándoles capacita-
ción, entre otros, en el ámbito de la gestión
empresarial. A menudo ejercen presión
sobre los gobiernos para que éstos opten
por políticas que requieren la creación de
puestos de trabajo en lugar de las que no
lo hacen.

Los sindicatos y las políticas
de ajuste estructural

Muchos gobiernos africanos continúan
adoptando los programas de ajuste es-
tructural patrocinados por el FMI y el
Banco Mundial, con consecuencias más
desastrosas para el funcionamiento del
movimiento sindical. El deterioro de los
niveles de vida y la recesión económica
originada por la devaluación masiva de las
monedas nacionales, la reducción de los
gastos públicos y los mayores pagos de la
deuda externa adquirieron una singular
importancia.

En efecto, la aplicación de las reformas
económicas dificultó aún más el logro del
objetivo general de los sindicatos: defen-
der a sus miembros y mejorar su nivel de
vida. Por ejemplo, se ha producido un au-
mento del costo de vida, se ha deteriorado
la infraestructura social y, sobre todo, ha
disminuido el número de sus miembros a
causa de las privatizaciones y las políticas
de reducción de personal.

La CIOSL y la ORAF pueden vanaglo-
riarse de que los sindicatos se han situado
en primera línea suministrando recetas
políticas alternativas para contrarrestar
los efectos negativos de la aplicación de las
reformas económicas. Bien es cierto que la
CIOSL, la CIOSL-ORAF y los SPI han de-
sarrollado una gran labor para responder
a esas crisis, obteniendo algunos resulta-
dos. La CIOSL organizó y continúa orga-
nizando, diversas conferencias regionales

y nacionales sobre la cuestión de las refor-
mas económicas. El objetivo fundamental
de dichas conferencias ha sido prestar asis-
tencia a los sindicatos nacionales para in-
fluir en la política gubernamental y en la
opinión pública en general, ofreciendo un
foro donde el gobierno, los empleadores,
la OIT, el FMI, el Banco Mundial, los me-
dios de comunicación y otros grupos inte-
resados pudieran discutir las políticas eco-
nómicas y sociales nacionales basadas en
el orden del día fijado por los sindicatos2.

El problema fundamental que acarrean
los programas de ajuste del FMI y del
Banco Mundial es que no han tomado en
cuenta la estrecha relación entre desarro-
llo social y políticas económicas ni la ne-
cesidad de establecer un amplio consenso
respecto a los objetivos y el calendario de
la reforma, mediante una amplia consulta
de la ciudadanía. Si bien tanto el FMI como
el Banco Mundial han manifestado una
creciente preocupación por las dimensio-
nes sociales del ajuste estructural y de-
mostraron estar dispuestos a reunirse y
discutir sus políticas con los sindicatos, en
la práctica no han emprendido la profunda
reforma necesaria para la gestión de una
economía mundial que no responde a las
necesidades de la mayor parte de la po-
blación mundial.

Muchos de los países que están más es-
trechamente implicados con el FMI y el
Banco Mundial tan sólo recientemente han
creado una base democrática de gobierno.
El proceso de reforma económica y la ma-
nera en que se lleva a cabo el diálogo entre
el gobierno y el FMI y el Banco Mundial
puede suponer una profunda repercusión
en el proceso de reforma política y en la
creación de instituciones democráticas, in-
cluso de sindicatos libres.

El cumplimiento de las condiciones es-
tipuladas por las instituciones de Bretton
Woods ejerce una gran presión sobre me-
canismos todavía frágiles de participación
y rendición de cuentas. En muchos casos,
los programas de ajuste estructural causa-
ron crisis políticas, provocando retrocesos
tanto en la democracia como en el desa-
rrollo, especialmente en países cuyos go-
biernos no llevaron a cabo consultas ni im-
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plicaron en el proceso a organizaciones de
la sociedad civil, incluidos los sindicatos.
En realidad, en una creciente cantidad de
países africanos, el FMI y el Banco Mun-
dial contrataron asesores favorables a la
desreglamentación del mercado laboral en
lugar de recurrir a los expertos de la OIT.
Así sucedió, por ejemplo, en Uganda, Se-
negal y Chad. En numerosos casos, la pre-
sión del FMI y del Banco Mundial para que
se redujeran los gastos públicos debilitó se-
riamente los sistemas de seguridad social.

Los sindicatos, tanto a escala nacional
como internacional, incluidos los SPI, han
criticado sistemáticamente las políticas del
FMI y del Banco Mundial y han puesto de
relieve la falta de una adecuada dimensión
social en sus programas de ajuste estruc-
tural para los países en desarrollo y en
transición. Reclaman cambios en las refor-
mas económicas – sobre la base de consul-
tas con sindicalistas y otros interlocutores
del proceso –, a fin de que esos programas
respondan mejor a las necesidades de
Africa.

Los sindicatos también consideran que
todos los acuerdos del FMI y del Banco
Mundial con gobiernos nacionales se
deben dar a conocer a la opinión pública.
En los programas de ajuste estructural se
han de incorporar los principios de trans-
parencia, consulta, adecuados niveles de
gastos sociales, buena gestión y adminis-
tración financiera responsable. Desde todo
punto de vista, resulta necesario que se
creen comités consultivos nacionales, in-
cluyendo a los sindicatos y a otras organi-
zaciones de la sociedad civil, para decidir
y controlar el uso que se hace de los fon-
dos que se liberan dentro del marco de los
programas de ajuste en general.

Por consiguiente, además de proponer
cambios en la orientación de sus políticas
económicas y financieras, los sindicalistas
han abogado por la ampliación y la aper-
tura de las relaciones entre el FMI y el
Banco Mundial y otras instituciones inter-
nacionales, principalmente, la OIT, el Con-
sejo Económico y Social de las Naciones
Unidas, y el movimiento sindical. No obs-
tante, esto no significa, de manera alguna,
que el movimiento sindical haya limitado

su interés a la crítica de los programas de
ajuste estructural. Si así fuera, el movi-
miento sindical no podría haber aceptado
ser parte integrante del proceso de la ini-
ciativa a participar en la revisión del ajuste
estructural (SAPRI, en sus siglas inglesas)
en Africa.

La principal meta de la reivindicación
sindical, con el fin de que se hagan más
consultas con las instituciones de Bretton
Woods, es lograr mayor orientación social
en las políticas y que éstas abarquen un
plazo mucho más largo. La inadecuada
atención que se presta a la lucha contra la
pobreza, a la creación de empleos y a las
dimensiones sociales en general consti-
tuye una cuestión que preocupa seria-
mente a los sindicatos. El hecho de que la
«protección social» haya entrado en fun-
cionamiento da alguna indicación de que
el Banco Mundial está respondiendo a las
preocupaciones sindicales.

No obstante, así como se está prestando
cierta atención a cuestiones como el tra-
bajo infantil, la seguridad social, las jubi-
laciones, etcétera, en la mayoría de los do-
cumentos y actuaciones los aspectos vin-
culados con los mercados laborales y con
los trabajadores en particular no aparecen
nunca. En otras palabras, sigue habiendo
un «déficit social». Todos los países deben
fijarse como objetivo el suministro de edu-
cación y asistencia sanitaria adecuadas
para toda la población.

La epidemia de VIH/SIDA en Africa

En un informe de la Secretaría de las Na-
ciones Unidas, publicado el 20 de febrero
de 2001, se considera ahora que el
VIH/SIDA es «el más formidable desafío
de desarrollo de nuestro tiempo». Dicho
informe se publicó dentro del marco de los
preparativos para el período extraordina-
rio de sesiones de la Asamblea General
sobre VIH/SIDA, celebrado en Nueva
York del 25 al 27 de junio de 2001.

En este momento el VIH/SIDA está ex-
tendido en todo el mundo pero en el Africa
subsahariana golpeó con mucha más du-
reza. En Africa vive el 70 por ciento de los
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adultos y el 80 por ciento de los niños in-
fectados por el VIH, y allí fallecieron las
tres cuartas partes de las personas que mu-
rieron en el mundo a causa del SIDAdesde
que comenzó la epidemia. Se estima que
durante 2000, en el Africa subsahariana
contrageron la infección 3,8 millones de
personas y murieron 2,4 millones de per-
sonas. El SIDA constituye actualmente la
principal causa de muerte en Africa.

A nivel nacional, los 21 países que tie-
nen el mayor índice de VIH se hallan en
Africa. En Sudáfrica, Botswana y Zim-
babwe, uno de cada cuatro adultos está in-
fectado. Un niño que nazca en Zambia o
Zimbabwe actualmente alberga más pro-
babilidades de morir del SIDA que de no
hacerlo. En muchos otros países africanos,
el riesgo de morir a causa del SIDA en el
curso de la vida es superior a la relación
de uno a tres.

Mientras el Banco Mundial se siente or-
gulloso por conceder una generosa finan-
ciación adicional para combatir el SIDA,
los sindicatos africanos señalan que dicho
dinero reviste las características de un
préstamo y no de una subvención. Tam-
bién señalan que la razón de esta necesi-
dad de financiación tiene visos de ejercer
presión sobre los países africanos para que
compren medicamentos patentados a los
grandes fabricantes a precios exorbitantes,
en lugar de que se les permita importar los
mismos medicamentos genéricos de la
India, Brasil y de otros productores, que
los venden a bajo precio.

Promoción de las normas
fundamentales del trabajo

Actualmente hay un consenso general
acerca de que la buena administración en-
traña un requisito previo importante para
el desarrollo socioeconómico a largo plazo.
Sin embargo, la lucha por la buena admi-
nistración está plagada de incertidumbres.
Así, las instituciones de Bretton Woods han
ejercido presión para transformar no sola-
mente las estructuras macroeconómicas
sino también las legislaciones laborales,
que consideran demasiado costosas para
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los países pobres y demasiado restrictivas
para los empleadores. Estas actuaciones
iniciaron el camino para que muchos go-
biernos relajaran la legislación laboral bá-
sica exponiendo a los trabajadores a un ele-
vado grado de inseguridad laboral.

Por ejemplo, en Zimbabwe, la Ley de
Relaciones Laborales, núm. 16/1985 fue
enmendada en 1992 en el marco de la des-
reglamentación del mercado laboral que
permitió a los empleadores el derecho de
contratar y despedir mientras que se libe-
ralizaron los salarios. Los empleadores
respondieron a esta enmienda poniendo
término, a su libre albedrío, a la carrera la-
boral de sus trabajadores. Sin embargo, se
consiguieron algunos avances. Las IFI y
los donantes multilaterales y bilaterales
deben dar un paso más y aclarar perfecta-
mente a las dictaduras restantes en el
mundo que no se permitirá que sigan re-
primiendo a sus respectivas poblaciones.
El FMI y el Banco Mundial deberían pasar
a ser parte de una estrategia mundial para

Intentos sindicales en Zambia
tendientes al empleo decente

y productivo
Los sindicatos de Zambia consideran que la
cuestión de la creación de empleo resulta muy
importante para el progreso social y econó-
mico de su país. En un seminario nacional ce-
lebrado en diciembre de 2000, la central sin-
dical Zambia Congress of Trade Unions (ZCTU)
invitó a otros interlocutores sociales a conti-
nuar insistiendo para que el Gobierno for-
mulara y aplicara una política nacional de em-
pleo y mercado laboral en la que participaran
todos los interesados. En 1997, a iniciativa de
los sindicatos, el Gobierno se comprometió
con los interlocutores sociales a diseñar una
política nacional de mercado laboral. Los par-
ticipantes estaban preocupados porque el
proyecto nacional de política de mercado la-
boral no había sido sometido a debate nacio-
nal para acordar los criterios clave antes de su
puesta en práctica. También les preocupaba
que el documento provisional de estrategia
de lucha contra la pobreza, fechado el 7 de
julio de 2000 y compilado por el Gobierno de
Zambia, con la asistencia de las instituciones
de Bretton Woods, no concedía a la cuestión
de la creación de empleo la importancia que
se merece.



defender los derechos humanos, exis-
tiendo, en efecto, algunos vínculos entre
sus actividades y los derechos humanos.

Respecto a estas actuaciones, la CIOSL
y sus afiliadas, incluidas las de Africa, lle-
van luchando muchos años para que se in-
cluya una dimensión social en el ajuste es-
tructural y para promover el diálogo entre
los sindicatos y las instituciones de Bretton
Woods respecto a la respuesta política que
se debe dar a la crisis. Una de las cuestio-
nes más destacadas de este diálogo con-
sistió en el papel que desempeñan las nor-
mas fundamentales del trabajo en el desa-
rrollo, la política social y la buena gestión.
Lo ocho derechos fundamentales del tra-
bajo de la OIT, objeto de los convenios de
la Organización, que abarcan la libertad
sindical y de asociación, el derecho de ne-
gociación colectiva, la abolición efectiva
del trabajo infantil y de todas las formas
de trabajo forzoso u obligatorio, la igual-
dad de remuneración por un trabajo de
igual valor y la no discriminación, son al-
gunos de los instrumentos de la OIT que
se han ratificado en mayor cantidad.

Los sindicatos del continente africano
se sitúan a la cabeza de la defensa de los
derechos humanos de los trabajadores en
la economía mundial, respaldando la cam-
paña para que se incluya una cláusula de
derechos de los trabajadores (basada en las
normas fundamentales del trabajo) en los
acuerdos comerciales internacionales. De
esta manera, se intenta terminar con la
competencia comercial injusta derivada
de la explotación de la mano de obra.

La crisis de la deuda de Africa

En abril de 1999, la CIOSL-ORAF convocó
una conferencia en Libreville, Gabón,
sobre la crisis de la deuda africana. La con-
ferencia pretendía que los sindicatos res-
pondieran a la crisis de la deuda de Africa
y formularan propuestas para aliviar la
deuda y estrategias de desarrollo más fa-
vorables a los trabajadores. La conferencia
brindó un foro para que los líderes sindi-
cales intercambiaran experiencias y for-
mularan una política encaminada hacia el
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futuro sobre la mejor manera de adminis-
trar sus economías nacionales a fin de evi-
tar que se repita el alto endeudamiento,
consiguiendo al mismo tiempo el creci-
miento económico justo y el desarrollo.

La conferencia reunió a centrales sindi-
cales afiliadas y a organizaciones herma-
nadas con la CIOSL-ORAF, procedentes de
45 países africanos, con la participación y
las contribuciones de la Organización In-
ternacional del Trabajo, el Fondo Moneta-
rio Internacional, el Banco Mundial, el
Programa de las Naciones Unidas para el
Desarrollo, la Organización para la Uni-
dad Africana, la Comisión Económica de
las Naciones Unidas para Africa, la Coali-
ción Mundial para Africa, la Unión Euro-

Nuevo enfoque sindical de
los programas de ajuste estructural
Este proyecto, iniciado en abril de 1998 y pa-
trocinado por la central sindical neerlandesa
FNV y la central sindical de Finlandia SASK,
consiste en un seguimiento natural de las con-
ferencias nacionales realizadas en muchos paí-
ses africanos. Los países participantes en el pro-
yecto son Benin, Chad, Ghana, Níger y Zam-
bia.

Las actividades que se llevaron a cabo y
los estudios que se realizaron a escala nacio-
nal nos demostraron que no solamente el
Gobierno está interesado en que haya países
más prósperos. La participación de todos los
interesados, empleadores, trabajadores, or-
ganizaciones no gubernamentales (ONG),
académicos, grupos de mujeres, jóvenes, la
comunidad internacional, constituye un claro
testimonio de lo que acabamos de afirmar,
puesto que todos tenemos algo que perder o
ganar, de una u otra manera, en caso de apli-
cación o no de cualquier política.

Los resultados de las actividades que se
llevaron a cabo durante la primera etapa del
proyecto nos revelaron que los sindicalistas
del continente africano deberían estar orgu-
llosos de que, de una u otra manera, forma-
rán parte integrante de un proceso de desa-
rrollo con una nueva orientación. No obs-
tante, esto se basa en la enérgica y positiva
presunción de que las estrategias adoptadas
en los estudios les sirvan para difundir la in-
formación a través de los medios de comuni-
cación y para formar a la sociedad. Por consi-
guiente, es de suma importancia que se re-
fuerce y respalde tal iniciativa para ampliar
sus beneficios.



pea, la coalición para el alivio de la deuda
Jubileo 2000, los Secretariados Profesiona-
les Internacionales y los sindicatos de paí-
ses desarrollados.

La conclusión general de la conferen-
cia reveló que los sindicalistas reclaman
que se cancele la deuda de los países afri-
canos con bajos ingresos que respetan los
derechos humanos, observan las normas
fundamentales del trabajo, se adhieren a
políticas encaminadas a un verdadero de-
sarrollo social y buena gestión, transpa-
rencia, rendición de cuentas, participación
popular y responsabilidad en la gestión
económica.

Los participantes reconfirmaron, por
unanimidad, que las ocho normas funda-
mentales del trabajo de la OIT – que abar-
can los derechos humanos de los trabaja-
dores – son el mejor parangón.

La conferencia refrendó la posición
según la cual la adhesión a las ocho nor-
mas básicas de la OIT impediría las formas
más extremas de explotación, garantizaría
la justicia social y la equidad y permitiría
que el desarrollo marchara parejo a la me-
jora de los derechos de los trabajadores.

Conclusiones

Los sindicatos africanos, al igual que sus
homólogos de otras regiones, han venido
reclamando que se creen organismos na-
cionales de alto nivel donde se discutan las

grandes cuestiones relativas a la política
económica y social, y que se llegue a un
consenso en cuanto al rumbo a tomar, re-
comendando que las IFI lo adopten. Tales
organismos incluirían a las principales
partes interesadas, incluidos los represen-
tantes de los sindicatos.

La respuesta de las IFI referente a las
preocupaciones sindicales se ha calificado
de positiva y destacada. Dicha respuesta
se debe consolidar. El resultado consistiría
en que las partes interesadas, en el caso de
los sindicatos, tuvieran voz en el momento
de decidir el destino de los trabajadores en
los préstamos de ajuste estructural. Para
que esas consultas sean efectivas, los sin-
dicatos deben participar en las etapas de
concepción, aplicación, supervisión y eva-
luación.

Notas

1 Banco Mundial: Lucha contra la pobreza, Informe
sobre el Desarrollo Mundial 2000/2001 del Banco
Mundial (Oxford University Press para el Banco Mun-
dial), 2001.

2 Por ejemplo, además de participar en práctica-
mente todas las conferencias panafricanas y subre-
gionales organizadas, las instituciones de Bretton
Woods han sido parte integrante de conferencias na-
cionales sobre las dimensiones sociales del ajuste. Se
llevaron a cabo conferencias nacionales en Benin,
Burkina Faso, Camerún, Chad, República Centroa-
fricana, Gabón, Ghana, Guinea, Kenya, Malawi, Malí,
Marruecos, Mauricio, Mozambique, Níger, Rwanda,
Senegal, República Unida de Tanzanía, Togo,
Uganda, Zambia y Zimbabwe.
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El examen de las corrientes mundiales
de capital, llevado a cabo durante los

años que precedieron a la crisis de Asia
oriental, se muestra elocuente. La propor-
ción de corrientes privadas de capital y de
capitales especulativos a corto plazo au-
mentó constantemente durante 1990-1996,
un año antes de que la crisis azotara a al-
gunas economías de Asia oriental. Malho-
tra (1997) señala que en 1996 la proporción
de ayuda externa al desarrollo mundial
fue inferior a las corrientes de capital pri-
vado dirigido hacia un solo país asiático,
la República Popular China, que ascendió
a 42.300 millones de dólares.

Tan sólo cabe mencionar una estadís-
tica reveladora: mientras que la demanda
de capital, prevista para desarrollo en la
próxima década, se eleva a casi 1,5 trillón
de dólares en Asia, el potencial de finan-
ciación de las instituciones financieras in-
ternacionales (IFI) se estima en alrededor
de 25.000 millones de dólares anuales.

Los recursos de las IFI, tales como el
Banco Mundial destinados a préstamos de
carácter concesionario, están disminu-
yendo mientras que los de la Corporación
Financiera Internacional – sección del
Banco Mundial, dedicada a las inversiones
en el sector privado – están aumentando.
Esto significa que los préstamos de carác-

ter concesionario dirigidos a luchar contra
la pobreza se redujeron y, por el contrario,
se ampliaron los préstamos al sector pri-
vado, especialmente dirigidos a las em-
presas multinacionales.

En algunos países asiáticos existe la
preocupación de que el capital extranjero
y las empresas multinacionales se extien-
den a zonas no prioritarias, distorsio-
nando las opciones sociales, incluso con-
duciendo al progresivo debilitamiento de
la industrialización. Se sigue criticando
también que las multinacionales ejercen
presión sobre los gobiernos nacionales con
el propósito de reducir las normas labora-
les y de violarlas en distintos países asiá-
ticos, por ejemplo, en las zonas francas de
exportación de Bangladesh y en algunos
proyectos de infraestructuras del Pakistán.

Después de la crisis financiera asiática
se prestó gran atención a la falta de arraigo
del capital extranjero. Incluso las IFI com-
prendieron la necesidad de reglamentar el
ritmo y el orden de los movimientos de ca-
pital. La crisis asiática hizo que las IFI exa-
minaran sus políticas en otras áreas. La
cuestión radica en saber en qué medida
están realmente comprometidas y son ca-
paces de transformar nuevas ideas en me-
didas que obtengan resultados positivos y
tangibles.

55

Economía mundial: evolución en las regiones

Tendencias en Asia y el Pacífico
El milagro asiático puso de relieve las ventajas de la mundialización,
alcanzando un elevado y constante índice de crecimiento económico.
Sin embargo, en dicha región vive la mayor concentración de pobres
del planeta. La crisis asiática de 1997 reveló la necesidad de precau-
ción y que las instituciones financieras internacionales (IFI) revisaran
sus políticas y programas.
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Profesor
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Nueva Delhi (India)



El fin del «Consenso de Washington»

Williamson (2000), creador de la frase
«Consenso de Washington», sostiene que
pretendía sintetizar el mínimo asesora-
miento político manejado por las institu-
ciones con sede en Washington – incluidos,
el Tesoro y la Reserva Federal de los Esta-
dos Unidos, el Fondo Monetario Interna-
cional (FMI) y el Banco Mundial. Sin em-
bargo, la posterior utilización del término
comenzó a darle un carácter de políticas
neoliberales o fundamentalistas de mer-
cado. Williamson está de acuerdo en que
no hay consenso respecto a un calendario
más amplio y en que las políticas concebi-
das para eliminar la pobreza deberían su-
perar la versión original del «Consenso de
Washington».

Las IFI se centraron en las reformas eco-
nómicas y la liberalización sin prestar
atención, al menos recientemente, al cre-
ciente desempleo y la pobreza. Su interés
en el mercado laboral radicaba en hacerlo
«flexible» liberalizando la reducción de
personal, los despidos y los cierres de em-
presas, al igual que imponiendo rigurosos
controles contra las huelgas. No había un
interés equivalente en controlar la mili-
tancia de los empleadores ni los cierres pa-
tronales. Incluso las nuevas reglas prevén
rendimientos garantizados por el capital
(en proyectos de infraestructuras que im-
plican inversiones extranjeras directas de
multinacionales en Asia), pero no así la
seguridad en el empleo ni cuáles serán los
ingresos de la mano de obra.

En un principio, las IFI consideraron
que las políticas económicas nacionales se
encuentran dentro del ámbito soberano de
los gobiernos respectivos y que ellas sen-
cillamente proporcionaban asesora-
miento, el cual se limitaba cuando se refe-
ría a los fondos que prestaban. Corres-
pondía a los gobiernos decidir si se
consultaba o no a los sindicatos y a otras
instituciones de la sociedad civil. Las IFI
pretendían que los gobiernos siguieran sus
indicaciones estimando que los gobiernos
no lograrían equilibrar sus presupuestos,
cumplir sus compromisos con las IFI y re-
embolsar las deudas, a menos que se lle-

varan a cabo los programas de ajuste es-
tructural de la manera en que se habían
planeado. En consecuencia, no mostraron
mucho interés ni dieron mucho mérito a
los gobiernos que discutían las políticas
con otras instituciones de la sociedad civil
porque eso podía implicar autorización
para desviarse considerablemente del
«Consenso de Washington».

Unicamente cuando las políticas de las
IFI sufrieron repetidos reveses y fracasos
en todas partes y cuando las críticas co-
menzaron a subir de tono, empezaron
aquellas a preocuparse por la necesidad de
desarrollar un consenso político más am-
plio para sus políticas en los países en
cuestión. Pero, incluso en ese momento, las
IFI preferían entablar un diálogo político
con instituciones de la sociedad civil que
no fueran los sindicatos.

Sin embargo, la intervención de la Or-
ganización Internacional del Trabajo (OIT)
y las campañas realizadas por el movi-
miento sindical internacional prepararon
el camino para las aportaciones sindicales
al diálogo de desarrollo a escala nacional,
regional e internacional. Una vez más, la
crisis asiática jugó un importante papel en
esa evolución. Tanto el FMI como el Banco
Mundial comenzaron a replantearse su
fría relación de antaño con el sindicalismo
de los países en desarrollo (O’Brien, 2000).
Existen indicios de una nueva actitud en
los préstamos de ajuste estructural conce-
didos a la República de Corea, pidiéndose
diálogo con los sindicatos y protección so-
cial para los trabajadores. Merece especial
mención la contribución que hizo, a este
respecto, el movimiento sindical coreano
y el apoyo que proporcionó el movimiento
sindical internacional.

Bien es cierto que las IFI no previeron
en absoluto la inminente crisis, única-
mente se limitaron a reaccionar una vez
que ésta estalló. Precisamente, un año
antes alababan el milagro y vitoreaban la
solidez de la economía coreana. El Banco
Asiático de Desarrollo (2000, pág. 23) se-
ñaló que «en Indonesia no menos del
60 por ciento al 85 por ciento de los prés-
tamos no son rentables, y lo mismo ocurre
en Malasia, con el 20 por ciento al 30 por
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ciento, y en Tailandia, con el 50 por ciento
al 70 por ciento». No obstante, las IFI con-
tinúan defendiendo la privatización.
El Banco Asiático de Desarrollo (ibíd.,
pág. 134) llega incluso a declarar que «las
reformas deben asegurar que el sector pri-
vado, y no el Gobierno, se encargue de au-
mentar la producción, crear empleos y au-
mentar los niveles de ingresos». Resulta
muy poco reconocido el hecho de que la
mayoría de los países en desarrollo, algu-
nas de las nuevas economías industriali-
zadas (NEI) y las economías en transición
se hallan en una situación tan desesperada
que el sector privado nacional no dispone
ni de la voluntad ni de la capacidad de en-
frentarse a esa desmoralizadora tarea.

Cuando las economías se encontraban
en pleno auge casi ningún país de la región
estimó necesario crear un sistema de segu-
ridad social. A excepción de la República
de Corea, los países afectados por la crisis
no pudieron crear redes confiables de se-
guridad social. Cuando se desató la crisis,
las necesidades se acrecentaron instalán-
dose una débil capacidad para crear redes
de seguridad social. El descontento social
y político aumentó frente a las reducciones
masivas de puestos de trabajo sin seguri-
dad de ingresos ni de seguridad social.

Juan Somavia, Director General de la
OIT, manifestó en 1999 que «hay fallos del
mercado que hacen que se perfilen devas-
tadoras consecuencias en el horizonte. El
denominado ‘Consenso de Washington’,
procedente de las instituciones de Bretton
Woods en los años ochenta y noventa, está
objetivamente muerto. Dicho Consenso
pereció en el tumulto de la crisis asiática.
Era demasiado ideológico, demasiado
simplista y estaba demasiado alejado de la
realidad cotidiana de la gente. El péndulo
está oscilando hacia el otro extremo. El de-
safío que se nos plantea es presentar solu-
ciones muy prácticas, orientadas más
hacia los valores y comprender la comple-
jidad de los problemas en los que nos en-
contramos sumergidos».

Estas reivindicaciones de cambio no se
pidieron precipitadamente. No son recla-
maciones únicamente de índole sindical.
Incluso dentro de las IFI se hacen replan-

teamientos respecto al fracaso del «Con-
senso de Washington» y, en realidad, las
mismas instituciones de Bretton Woods
están examinando ahora el desarrollo con
un enfoque general dentro del marco de la
Declaración de Filadelfia de la OIT, dán-
dose cuenta de que «la pobreza, en cual-
quier lugar, constituye un peligro para la
prosperidad de todos».

La necesidad de reformas

Todas las IFI hacen de la lucha contra la
pobreza un objetivo general. El verdadero
desafío social en la región consiste en me-
jorar la calidad de vida de alrededor de 900
millones de personas que viven por debajo
del umbral de pobreza, fijado en un dólar
diario. Ya en 1995 la Cumbre Social Mun-
dial de Copenhague reforzó la necesidad
de prestar atención a los efectos sociales
que generan los cambios económicos. El
Banco Mundial ha reconocido el papel de
los trabajadores y concentró en ellos la
atención en su Informe sobre el Desarrollo
Mundial de 1995 titulado Los trabajadores
en un mundo integrado. En 1996, el Informe
sobre el Desarrollo Humano del Programa de
las Naciones Unidas para el Desarrollo
(PNUD) subrayó que el desarrollo hu-
mano debería ser la meta, y el desarrollo
económico el medio para alcanzarla. Más
tarde, en 1999, el PNUD reclamó una fa-
ceta humana en la mundialización.

En 1997, Rodrick manifestó su preocu-
pación ante el hecho de que la desintegra-
ción social sea el precio de la integración
económica. Con el aumento de la presión
por los problemas sociales siempre cre-
cientes, considerados un producto deri-
vado de las políticas fundamentalistas de
mercado que las IFI han puesto en prác-
tica, va aumentando la conciencia sobre la
necesidad de replantear el asesoramiento
político de las IFI y mostrar preocupación
por las repercusiones sociales y económi-
cas en los pobres y en los sectores vulne-
rables de los países en desarrollo. Así, en
el seno de las IFI empezó la reflexión y
Joseph Stiglitz, antiguo economista del
Banco Mundial, criticó las fórmulas de

57



salvamento del FMI, terminando por sen-
sibilizarse con los costos sociales, mientras
el Banco Mundial revelaba planes para in-
tegrar la sociedad civil en la elaboración
de las estrategias de desarrollo.

En octubre de 1998 el Comité de Desa-
rrollo del Banco Mundial/FMI solicitó que
el Banco Mundial «trabaje con las Nacio-
nes Unidas, el FMI y otros asociados para
formular principios generales de buenas
prácticas en políticas estructurales y so-
ciales». El Banco Mundial respondió con
un proyecto, enunciando principios gene-
rales en las siguientes cuatro áreas:

� lograr el acceso universal a los servicios
sociales básicos, incluido el acceso a la
educación básica de calidad, la asisten-
cia sanitaria, la salud reproductiva y al
agua potable y a los servicios sanitarios
conexos;

� permitir que todos los hombres y mu-
jeres puedan tener un sustento seguro
y sostenible y unas condiciones decen-
tes de trabajo. Suministrar pleno em-
pleo y el cumplimiento de las normas
fundamentales del trabajo y desarrollo
sostenible;

� promover sistemas de protección social
coherentes con el nivel de desarrollo de
un país, mecanismos informales soste-
nibles y de apoyo. El documento reco-
noció que las redes de seguridad no de-
berían fomentar la dependencia per-
manente y deberían reforzar la econo-
mía local; y por último

� integrar el componente social «para fo-
mentar sociedades seguras, estables y
justas; promover el respeto por la di-
versidad; alcanzar la equidad entre mu-
jeres y hombres; fomentar la tolerancia
y proteger los derechos humanos; y
realzar la participación de todos los
grupos de personas en sus economías,
sociedades y entornos naturales».

Obviamente, al elaborar el orden del
día, anteriormente mencionado, el Banco
Mundial se inspiró en las conclusiones de
la Cumbre Social de las Naciones Unidas
de Copenhague, de 1995.

Las nuevas estrategias de préstamo for-
muladas por el FMI y el Banco Mundial exi-
gen que ahora los países que deseen perci-
bir fondos en forma de préstamos, elabo-
ren un documento de estrategia de lucha
contra la pobreza (DELP) en el que figuren
las metas para reducirla. Esto se sitúa al
margen de la Iniciativa para la Revisión de
la Participación del Ajuste Estructural
(IRPAE) lanzada en julio de 1997 por el
Banco Mundial en ocho países. Nepal y
Bangladesh, en Asia, forman parte de la
primera etapa de los DELP y de la IRPAE,
respectivamente. El Servicio Financiero
Reforzado de Ajuste Estructural (SRAE) se
sustituyó por un nuevo Servicio para el
Crecimiento y la Lucha contra la Pobreza
(SCLP).

El FMI y el Banco Mundial han venido
abogando por una «participación desde
las bases hacia la cúspide» y por una aso-
ciación estratégica con la sociedad civil.

Para que las IFI presten más atención a
la política social, cabe tomar en cuenta las
sugerencias de Brown (1998), entre las que
figuran:

� el establecimiento de un sistema de
impuestos internacionales destinados
a prevenir la evasión impositiva por
parte de las multinacionales, tanto en
su país de origen como en el extranjero,
y a distribuir de manera justa los in-
gresos así obtenidos;

� la incorporación de «cláusulas socia-
les» en los acuerdos comerciales, y en
las inversiones multilaterales a fin de
estipular normas básicas respecto a los
derechos laborales, y a la producción y
el comercio mundiales;

� la rendición de cuentas de las institu-
ciones financieras internacionales (el
Banco Mundial y el FMI) al país bene-
ficiario además de hacerlo a los países
donantes;

� el reforzamiento de la aplicación y del
control por parte de las Naciones Uni-
das de los elementos pertinentes en el
marco de los derechos humanos (prin-
cipalmente los derechos económicos y
sociales); y
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� la propuesta de una orientación inter-
nacional, por ejemplo, en forma de
«principios de mejores prácticas en la
política social».

A esta lista cabe añadir, además, las si-
guientes propuestas:
� conceder la misma voz, o incluso par-

ticipación, a todos los países miembros
en la gestión de las IFI, según la pro-
puesta de la Comisión Sur-Sur;

� redistribuir la riqueza de las zonas más
ricas del mundo haciéndola llegar a las
más pobres mediante pactos concebi-
dos y elaborados democráticamente
(Van der Hoeven, 2000); y

� controlar la ayuda extranjera no sólo a
través de los donantes sino también de
grupos de otros países beneficiarios de
la ayuda (lo mismo que los países eu-
ropeos controlaron la ayuda estadou-
nidense dentro del marco del Plan
Marshall a Europa, después de la Se-
gunda Guerra Mundial (ibíd.).

Las IFI y los sindicatos

A pesar de la apertura hacia la Confedera-
ción Internacional de Organizaciones Sin-
dicales Libres (CIOSL) y los secretariados
profesionales internacionales (SPI), al Fon-
do Monetario Internacional y al Banco
Mundial aún les falta por reconocer la con-
tribución específica y particular que los
sindicatos pueden aportar a los programas
y políticas de desarrollo social y econó-
mico. Ni el papel de los sindicatos ni la ne-
cesidad de mejorar los derechos de los tra-
bajadores se mencionan siquiera como
parte de las iniciativas de los DELP.

Las políticas de las IFI generalmente
prestaron atención principalmente a los
mercados de productos y de capital pero
no a los mercados de trabajo. Además, las
IFI han venido abogando por la privatiza-
ción y la depresión salarial (Banco Mun-
dial, 1996 y 1997) sin efectuar distinciones
según se trate la índole de la empresa pri-
vada y las condiciones de desempleo y po-
breza de los países en desarrollo. Como re-

sultado, se ha experimentado un constante
aumento del desempleo y la pobreza.

Dada la falta de sistemas fiables de in-
demnización y de subsidios de seguridad
social para las personas afectadas, las cre-
cientes consecuencias originaron ingentes
sufrimientos en vastos sectores de comu-
nidades vulnerables de distintos países.
Las nuevas políticas de recursos humanos
que aplican las multinacionales y que
emulan las empresas nacionales en esos
países tras la liberalización, privatización
y mundialización han socavado la posi-
ción de los sindicatos y de la negociación
colectiva, reemplazando los sistemas re-
presentativos de participación de los tra-
bajadores en la empresa por sistemas di-
rectos de asociación de trabajadores a las
empresas, y conduciendo a una disminu-
ción de los afiliados sindicales.

Las IFI intentaron defender políticas
dirigidas a economías sensatas. En ese pro-
ceso, inicialmente intentaron aislar a los
políticos de las decisiones económicas, de-
bilitaron a los sindicatos y a otras institu-
ciones de la sociedad civil, ignorando los
intereses de la mano de obra.

Hasta el momento no existen indicios
claros de que las políticas de las IFI – es-
pecialmente las medidas de liberalización
del capital y el comercio – originen auto-
máticamente crecimiento con una distri-
bución más justa de la riqueza. Como bien
se sabe, en el proceso hay ganadores y per-
dedores, pero existe temor de quiénes son
unos y otros. Se habla de indemnizar a los
afectados pero nunca se aplica. Cuando se
hace, generalmente es demasiado tarde y
la ayuda es demasiado escasa.

Entretanto, crecientes sectores del mo-
vimiento sindical internacional, encabeza-
dos por la CIOSL y los SPI, están abogando
para que se incluyan cláusulas de los de-
rechos de los trabajadores en los acuerdos
comerciales internacionales, y los sindica-
tos de algunos países asiáticos se resisten
al vínculo entre comercio internacional y
normas internacionales del trabajo porque
lo consideran un «proteccionismo» ideado
por los países desarrollados. Esto no sig-
nifica que dichos sindicatos se conformen
con las normas laborales vigentes en sus
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países, su preocupación reside en que con
la propagación del desempleo y la po-
breza, cualquier sanción contra el comer-
cio y la economía de sus países pueda re-
ducir aún más las perspectivas de empleo.

Sin embargo, sindicatos como los de
Australia intentan convencer a sus correli-
gionarios de que con la «cláusula social»
no se pretende reducir la protección social
y los niveles de vida existentes, sino que
la cláusula se refiere a los derechos labo-
rales, no a salarios o costos salariales; que
se la debe considerar como un mecanismo
para elevar el nivel material de vida de la
gente, no para disminuirlo. Como sostiene
Harcourt (1997), «en la cláusula debería
haber más elementos del sistema del palo
y la zanahoria. En lugar de amenazas de
sanciones se debería proceder de manera
tal que el acceso al mercado y a los acuer-
dos comerciales se ofrezca a países que
hagan esfuerzos especiales por mejorar las
normas laborales».

Los sindicatos de la región consideran
que pueden contribuir al aumento del co-
mercio, del empleo, del crecimiento y de
los niveles de vida y, con ello, a reducir la
pobreza. Además, están convencidos de
que el refuerzo de la democracia, la parti-
cipación social y la paz también podrían
aportar una gran contribución a la estabi-
lidad internacional. Sostienen, asimismo,
que «la conquista del desarrollo y de las
relaciones comerciales sostenibles depen-
derá de una visión compartida sobre las
metas sociales del crecimiento y del desa-
rrollo económico, no de un limitado pro-
grama de libre mercado basado única-
mente en el fomento de los negocios». Con
este fin, se ha de prestar atención no sola-
mente a los aspectos políticos, económicos
y culturales sino también al cuarto pilar, el
pilar social, basado en el respeto de los de-
rechos fundamentales de los trabajadores
y la consulta con los sindicatos, tanto en
las prioridades generales como en las es-
pecíficas de los distintos pilares de la coo-
peración.

Desarrollo de un auténtico diálogo

Como señala O’Brien (2000, pág. 545) las
divergencias entre los sindicatos y las IFI
se refieren a ideología e intereses opues-
tos. «Aún cuando las IFI estén dispuestas
a revisar y replantear los modelos de sus
políticas, la ideología neoliberal se opone
a una injerencia política en el mercado
como la de las normas fundamentales del
trabajo o dimensiones sociales en los pro-
gramas de ajuste estructural.» Por consi-
guiente, los sindicatos de la región, al igual
que algunos gobiernos, están atrapados en
un dilema: si deben o no cooperar con po-
líticas de las IFI que perjudican sus intere-
ses. Incluso cuando hay una interacción
entre ambas, las metas son distintas. Los
sindicatos desean influir en las políticas de
las IFI para que se preste debida atención
a los efectos sociales. Las IFI quieren que
los sindicatos respalden sus políticas para
conferir un sentido de propiedad y alianza.
Las IFI también desean obtener la ayuda
de los sindicatos para detener la corrup-
ción y mejorar la calidad de la gestión.
Ambos procuran influirse mutuamente.
Mucho depende de quién influye y sobre
quién se ejerce la influencia.

La CIOSL persuadió tanto a sus cen-
trales sindicales afiliadas como a las IFI
respecto a la necesidad de diálogo y mutua
comprensión. No cabe duda de que du-
rante cierto tiempo, un diálogo de este tipo
promovería una preocupación recíproca
tanto por los mercados de productos como
por los mercados de trabajo, reduciría los
riesgos de toma de posición y de decisión
sobre la base de una comprensión incom-
pleta y de una perspectiva ideológica. Las
interacciones ayudarán a ambas partes a
cooperar y a adaptarse, así como a dejar
de amenazarse mutuamente como adver-
sarios.

En enero de 1999, la CIOSL y el Banco
Mundial llevaron a cabo su primera reu-
nión de alto nivel para discutir la forma y
los medios de aumentar el diálogo con los
sindicatos. Esto marcó el reconocimiento
de la contribución del Banco Mundial que
las relaciones constructivas con los sindi-
catos podrían hacer al desarrollo socioeco-
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nómico. La finalidad del diálogo del Banco
Mundial con los sindicatos supuso tres
principales objetivos: reforzar el conoci-
miento y la confianza; intercambiar preo-
cupaciones y opiniones; y transferencia de
conocimientos. Entre enero de 1999 y mayo
de 2001 se llevaron a cabo, al menos, 25 reu-
niones entre el Banco Mundial y las orga-
nizaciones sindicales internacionales. Ade-
más de la CIOSL, también participaron en
varias de esas reuniones los SPI y la Con-
federación Mundial del Trabajo (CMT). El
Banco Mundial también envió funciona-
rios para asistir y participar en conferen-
cias sindicales de ámbito regional e interna-
cional. Dentro de la región de Asia y el Pa-
cífico, el Banco Mundial participó o invitó
a sindicatos a una serie de conferencias du-
rante 1999-2001. El Banco Mundial tam-
bién se unió al Banco Asiático de Desarro-
llo para invitar a sindicatos y representan-
tes de otras instituciones de la sociedad
civil a otras tantas conferencias regionales
llevadas a cabo en Bangkok y Manila, du-
rante 1998 y 1999, respectivamente.

El personal del Banco Mundial también
ha entablado un diálogo permanente con
los sindicatos como parte de su consulta
con la sociedad civil. Esto incluye tanto
discusiones informales como información
compartida. Por ejemplo, se ha consultado
a funcionarios sindicales en relación con la
estrategia de ayuda del Banco dirigida a la
República de Corea y respecto al desarro-
llo de una estrategia de protección social
en Tailandia. Se alienta a los equipos de los
países a mantener consultas con los sindi-
catos al preparar la Estrategia de Ayuda al
País (EAP) y como parte del proceso del
Marco Amplio de Desarrollo (MAD). El
personal del Banco Mundial también ha
comenzado a alentar a los gobiernos a
mantener consultas con los sindicatos en
el proceso de preparación de sus Docu-
mentos de Estrategia de Lucha contra la
Pobreza (DELP).

El Banco Mundial está decidido, ac-
tualmente, a reforzar su competencia in-
terna con el fin de respaldar el diálogo con
los sindicatos. Con este fin, el personal del
Banco recibió cursos de capacitación. Su
unidad de protección social lleva a cabo

cursos de capacitación para el personal del
Banco en relación con los sindicatos y ha
preparado un sitio Internet con toda clase
de pormenores sobre las relaciones labo-
rales e información para ponerse en con-
tacto con organizaciones sindicales nacio-
nales de los países clientes del Banco, y
preparó, asimismo, un juego de herra-
mientas en línea sobre normas fundamen-
tales del trabajo en el que se fomenta la
consulta con los sindicatos. El Banco Mun-
dial también publicó en 2000 un folleto de-
nominado Trabajando juntos: Asociación del
Banco Mundial con la sociedad civil, desti-
nado a servir de guía general para las or-
ganizaciones de la sociedad civil (inclui-
dos los sindicatos).

Evaluación de las estrategias sindicales

En Asia y el Pacífico, las respuestas y es-
trategias formuladas por los sindicatos na-
cionales hacia las IFI adquieren distintas
formas según los distintos contextos y el
tipo de Estado, los distintos aspectos in-
dustriales, políticos e ideológicos, y la si-
tuación y categoría de los sindicatos, entre
otros.

En distintos países asiáticos, los sindi-
catos no están realmente convencidos de
que la liberalización y la promoción co-
mercial puedan dar resultados positivos
en lo que se refiere a alcanzar mayores ni-
veles de vida y mejorar el empleo. En la
declaración sindical ante la tercera cumbre
de ASEM (reunión de Asia y Europa), ce-
lebrada en Seúl durante los días 20 y 21 de
octubre de 2000, se afirma que si el modelo
de libre mercado que defiende la ASEM
conduce a una concentración de los bene-
ficios del crecimiento en manos de las em-
presas multinacionales, los trabajadores
de la región rechazarán la ASEM. Los sin-
dicatos están especialmente preocupados
por uno de los instrumentos de esa aso-
ciación, el plan de acción de fomento de
las inversiones relativo a las empresas
multinacionales, que proclama que la ine-
xistencia de huelgas constituye un eficaz
incentivo para las inversiones. Los sindi-
catos recomendaron que se integren las di-
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rectrices de la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económico
(OCDE) sobre multinacionales en dicho
plan de fomento como parte de un proceso
para construir un marco con éxito de las
reglas relativas al trato de las inversiones
extranjeras directas dentro del área de la
ASEM, incluida una revisión de la legisla-
ción y del comportamiento de las zonas
francas de exportación en distintos países
con el fin de evitar el dumping social.

En Tailandia, los sindicatos de empre-
sas de propiedad estatal se excedieron en
su enérgica oposición a la privatización, a
través de huelgas y otras medidas de alte-
ración del orden público, a fin de ejercer
presión sobre el gobierno para que éste
diera marcha atrás en su compromiso de
continuar con las privatizaciones. En re-
presalia, el Gobierno retiró a los sindica-
tos, que representaban a los trabajadores
de las empresas de propiedad estatal, de
la cobertura legal de las relaciones labora-
les promulgando nuevas leyes y redu-
ciendo considerablemente el poder de los
sindicatos en sus empresas.

En Singapur, y en gran medida en Ma-
lasia, las privatizaciones que se llevaron a
cabo se debían a otros motivos y no al ren-
dimiento. Mientras que el proceso de pri-
vatización de Malasia estuvo plagado de
denuncias de falta de transparencia, Sin-
gapur no se enfrentó con ese odio de los
críticos. En ambos países, las empresas de
propiedad estatal funcionaban mejor. Si el
Estado recurrió a la privatización, se debió
más a que el Estado quiso redefinir su
papel por propia iniciativa que por la pre-
sión de las IFI. En Malasia, pese al pro-
grama de privatización, el sector estatal
crecía dentro del marco del apoyo del go-
bierno a los bumiputeras (hijos de la tierra).
A diferencia de la mayoría de las privati-
zaciones que se practicaron en otros paí-
ses asiáticos, éstas no originaron despidos
masivos.

La misma tendencia que se observó en
Tailandia tiene lugar en el sur de Asia, es-
pecialmente en la India. También en el Pa-
kistán, de manera discontinua, el Estado
ha impuesto medidas draconianas para re-
chazar los derechos sindicales básicos a los

trabajadores de ciertos sectores clave. En
la India, el descontento con el rendimiento
de los servicios/empresas públicas de pro-
piedad estatal originó una pérdida gene-
ral de solidaridad con los trabajadores de
las empresas de propiedad estatal. El
poder sindical se vio aún más socavado
con la reafirmación de los derechos del
consumidor y de los ciudadanos a través
de tribunales de defensa del consumidor
y litigios de interés público. Los sindicatos
pueden obtener mayor respaldo del pú-
blico cuando se ocupan de los problemas
que afectan a los consumidores y al pú-
blico en general que cuando se limitan a
definir y defender los intereses de sus
miembros. Cuando el Estado y los em-
pleadores se unen y quieren privatizar, la
mejor respuesta para los sindicatos es for-
mar una coalición amplia con un público
más variado y movilizar a la opinión pú-
blica en torno al perjuicio que conlleva la
privatización sobre el interés público y de
qué manera.

Una característica destacada del ajuste
de Singapur y de la respuesta sindical al
mismo se refiere a la posición proactiva
que tomó la central sindical Singapore Na-
tional Trade Union Congress (SNTUC). El
SNTUC abordó la cuestión de la liberali-
zación y de la mundialización poniendo
énfasis en el respaldo de las actividades de
capacitación para sus miembros y partici-
pando activamente en el suministro de las
mismas. De la misma manera, los sindica-
tos de Malasia y de Corea respaldaron ac-
tivamente la creación y/o mejora de redes
de seguridad para las personas afectadas
por el proceso de ajuste. La experiencia de
los sindicatos australianos en acuerdos so-
ciales y reformas de la legislación laboral
muestra que tener a un partido laborista
en el poder no es una bendición exenta de
críticas. También en la India los sindicatos
comprendieron la línea dura que tienden
a tomar los partidos políticos al afrontar
los problemas económicos con la contri-
bución de las IFI, sin importar las diferen-
cias que existen entre ellos, ideológicas o
de otra índole.
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El legado del pasado

En muchas partes de la región persiste la
influencia colonial, incluso pese a que el
régimen colonial terminó hace décadas.
Por ejemplo, el sistema de relaciones labo-
rales del sur de Asia continúa heredando
los problemas del sistema británico, y el
sistema de relaciones laborales de la Re-
pública de Corea y Filipinas, los males del
sistema estadounidense.

La ideología dominó los sindicatos de
la región de Asia-Pacífico con la Federa-
ción Mundial del Trabajo (FSM) y la CIOSL
abogando por ideologías diametralmente
opuestas. Tras el fin de la guerra fría en
1989, la influencia de la FSM se debilitó en
la región.

Los intereses comerciales reclaman que
los países desarrollados aprovechen el que
haya sindicatos estrechamente controla-
dos y bajas normas laborales. Los intere-
ses políticos de los países en desarrollo
pretenden lograr un rápido crecimiento
económico a través de inversiones extran-
jeras directas conseguidas mediante mano
de obra barata y dócil. Muchos países de
la región no tienen sindicatos indepen-
dientes. El Estado controla los derechos de
libertad sindical y de negociación colec-
tiva. Por consiguiente, en los sindicatos se
plantean problemas para establecer un
papel político transnacional que restrinja
a las IFI, que son fundamentalmente orga-
nizaciones intergubernamentales con su
propia visión del desarrollo económico.

Aunque los gobiernos asociados a los
sindicatos (en Australia, Reino Unido o
Polonia) han venido siguiendo las mismas
políticas que sus opositores (sean éstas li-
berales, conservadoras o de otro tipo) y los
sindicatos están descubriendo la dificul-
tad de tener su propio partido en el poder
cuando tienen que luchar con políticas que
ignoran o socavan las cuestiones sociales
y laborales, la impresión general parece ser
que por lo menos, los gobiernos respalda-
dos por los sindicatos consultan con estos
últimos y, en algunos casos, los sindicatos
pudieron conseguir concesiones sobre el
contenido, alcance, ritmo y orden a seguir
en las reformas.

Un entorno en mutación

Los organismos sindicales internacionales
ejercen una fuerte intervención – CMT,
CIOSL y SPI – que se debe fortalecer aún
más. Sin embargo, esto se ha de llevar a
cabo a través de la participación de las
bases y no solamente de las estructuras
sindicales internacionales oficiales. En
Australia y Nueva Zelandia se produjo la
más notoria cooperación entre sindicatos
a raíz de los recientes problemas que
afrontó el movimiento sindical de Fiji. No
obstante, la dimensión de solidaridad
entre sindicatos a escala regional e inter-
nacional se sitúa muy por debajo de lo que
se necesita y de su potencial.

Los logros alcanzados a través del diá-
logo social a escala nacional en países
como la República de Corea (Comisión
Coreana Tripartita), Filipinas (el Acuerdo
Social firmado entre las federaciones de
empleadores y los sindicatos) y Singapur
(disposiciones relativas a los trabajadores
despedidos y Programa de Desarrollo de
Calificaciones) servirían como faros para
el movimiento sindical al ocuparse de los
desafíos emanados de la liberalización, la
privatización y la mundialización. Los
principales intercambios que negociaron
los sindicatos de Asia para superar los
problemas de la crisis económica – ver re-
cuadro – ponen de relieve el positivo papel
de los sindicatos.

A pesar de los positivos resultados lo-
grados con medidas sindicales en algunos
países de la región, en general los sindica-
tos se están debilitando, no sólo por la dis-
minución de sus afiliados sino también por
la descentralización del ámbito de nego-
ciación empresarial. En distintos casos, los
cambios efectuados en las legislaciones la-
borales como respuesta a la liberalización
y la mundialización no han sido favora-
bles a los trabajadores. Es necesario que los
sindicatos se replanteen sus estrategias
para conseguir que se respalde una vuelta
al marco industrial, cuando éste existía
previamente.
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Fuente: Mundialización y cambio: Diálogo social y ajuste del mercado laboral en los países del este de Asia afec-
tados por la crisis, OIT-EASMAT, 1999, documento de referencia presentado en el seminario regional asiático tri-
partito de la OIT/Japón sobre relaciones laborales y mundialización, Bangkok, 31 de agosto-2 de septiembre de 1999.

Aprovechar la oportunidad

La primera de las preocupaciones sindica-
les, y la fundamental, estriba en el ataque
a los derechos laborales, los derechos hu-
manos y el desarrollo sostenible. Los sin-
dicatos deben elaborar medidas concerta-
das a escala local, nacional, regional e in-
ternacional para conseguir que se
respalden las normas fundamentales del
trabajo contenidas en la Declaración de la
OIT relativa a los principios y derechos
fundamentales en el trabajo de 1998. Con
el concepto de trabajo decente, por el que
aboga Juan Somavia, Director General de
la OIT, se pretende conseguir el respaldo
para un programa basado en los derechos
de los trabajadores, la creación de empleo,
la protección social y el diálogo social. Los

sindicatos deberían influir en las IFI a fin
de que éstas incorporen estos elementos
básicos del progreso humano a sus pro-
gramas de ayuda al desarrollo.

El FMI y el Banco Mundial participan
en la lucha contra la pobreza en 40 países
pobres muy endeudados, cuatro de los
cuales – Camboya, Mongolia, Nepal y Sri
Lanka – están ubicados en Asia. Los sindi-
catos deberían procurar que sus gobiernos
nacionales incluyan plena y explícita-
mente a los sindicatos en el proceso de con-
sulta y en la preparación de los DELP.

Los sindicatos deberían formar asocia-
ciones/alianzas estratégicas con otros ac-
tores/instituciones de la sociedad civil, in-
cluidas cooperativas y grupos de la comu-
nidad, de consumidores y defensores del
medio ambiente, así como los grupos de de-
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Intercambios clave en países asiáticos para salvar o crear
puestos de trabajo mediante el diálogo social a escala nacional

● Filipinas. En un acuerdo social sobre armonía
y estabilidad laboral (1998) – entre la confe-
deración de empleadores de Filipinas y las dos
principales federaciones sindicales, a saber,
Trade Union Congress of the Philippines
(TUCP) y Labour Advisory and Consultative
Centre (LACC) – se estipuló un plazo de seis
meses de «restricción mutua» en los despidos
y conflictos laborales. A escala regional, el de-
partamento de trabajo y empleo (DOLE) or-
ganizó conferencias tripartitas sobre el tema
«salvando puestos de trabajo e industrias»,
que culminó con los «Acuerdos Sociales Re-
gionales».

● Singapur. Un Jurado Tripartito de Trabajado-
res despedidos (febrero de 1998) estipuló:
1) el desarrollo de una red de información
sobre los despidos antes de que se produzcan
para equipararlos con las vacantes; 2) el estu-
dio de las alternativas a los despidos a través
de reestructuraciones, ajustes en la duración
del trabajo y los salarios y posibilidades de ca-
pacitación; y 3) el asesoramiento sobre opor-
tunidades de capacitación y utilización de un
programa para desarrollar las capacidades
(diciembre de 1996) como alternativa a los
despidos. El programa, encabezado por la
central sindical National Trades Union Con-
gress (NTUC) y financiado por el Gobierno, 

asignó subsidios de capacitación de hasta el
80 por ciento de las matrículas de los cursos y
el 70 por ciento del sueldo para los cursos que
se llevan a cabo durante las horas habituales
de trabajo.

● Malasia. Se creó un Comité Tripartito sobre Re-
ducción de Personal para controlar los despi-
dos. El mismo alienta a que se haga referencia
al código tripartito de conducta de Malasia en
pro de la armonía laboral, especialmente a las
secciones que tratan sobre la reducción de per-
sonal, donde se estipula una serie de alterna-
tivas a dicha reducción. El Gobierno promulgó
legislación (luego de mantener consultas con
el consejo asesor laboral nacional, tripartito)
requiriendo a los empleadores que notifiquen
al Departamento de Trabajo los despidos pre-
vistos con un mes de antelación. La nueva ley
aspira asimismo a expandir la participación de
las mujeres casadas en la fuerza laboral incre-
mentando la flexibilidad del tiempo de tra-
bajo. La Federación de Fabricantes Malasios
(FMM) y la central sindical Malaysian Traders
Union Congress (MTUC) crearon un banco de
datos sobre puestos de trabajo vacantes y tra-
bajadores despedidos en busca de trabajo,
respectivamente, para facilitar el intercambio
de datos sobre los trabajos disponibles y las
personas que buscan empleo.



fensores de los derechos humanos. Debe-
rían sobrepasar los límites de los lugares de
trabajo, trascender las estrechas preocupa-
ciones de sus miembros y expresar preocu-
paciones sociales más amplias de los secto-
res pobres más vulnerables y de las perso-
nas de sus comunidades que realizan
formas atípicas de trabajo: los sectores no
sindicados/no estructurados, los migran-
tes, las minorías, incluso los desempleados.

Las IFI gozan, ahora, de una disposi-
ción favorable a confiar en las institucio-
nes de la sociedad civil y entablar con ellas
un diálogo con el fin de que haya una par-
ticipación más amplia, una preocupación
por los efectos sociales, el respeto de los
derechos humanos, el desarrollo sosteni-
ble y la buena gestión. Los sindicatos
gozan con ello de la ocasión de hacer com-
prender a sus respectivos gobiernos y a las
IFI que deben adoptar un punto de vista y
un enfoque positivos respecto a las cues-
tiones relativas al desarrollo. El éxito de
dicha presión dependerá del grado de uni-
dad que creará a escala local así como de
la solidaridad regional e internacional que
pueda fomentar.
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Cuando en 1989 se derrumbó el sistema
soviético en Europa Central y dos años

más tarde en el corazón del «Imperio», el
pueblo en general y las elites en particular
pidieron asesoramiento a los gobiernos oc-
cidentales y a sus instituciones financieras
mundiales para transformar sus países en
sociedades prósperas y democráticas. En
esta etapa hubo un respaldo público ma-
sivo al cambio radical y un cándido entu-
siasmo por las economías de mercado au-
torreglamentadas. A la luz de una nostal-
gia posterior, no hay que olvidar que el
antiguo sistema estaba totalmente desa-
creditado en lo que respecta a eficiencia,
justicia, ecología, libertad y democracia. El
sistema se derrumbó en 1989 porque en ese
momento prácticamente nadie estaba dis-
puesto a defenderlo.

La «terapia de choque»

Habida cuenta del sentimiento de frustra-
ción existente respecto a una economía es-
tatal en general y a una sociedad regida
por el Estado en particular, la joven elite
estaba muy dispuesta a acoger, favorable-
mente, la idea de adoptar una estrategia

de transición orientada hacia el mercado
radical como la denominada terapia de
choque. Esa idea también resultaba atrac-
tiva porque prometía soluciones fáciles a
través de muy pocas decisiones estratégi-
cas. Dicha elite que había vivido inmersa
en una ideología con respuestas dogmáti-
cas pero claras a un mundo complejo, se
sentía feliz de disponer de otra ideología
infalible. La mano invisible del mercado
reemplazó a la mano visible del partido en
su visión del mundo.

«La ironía de esta situación reside en
que la crítica moderna de la construcción
utópica de una sociedad se basaba espe-
cialmente en el enfoque bolchevique de la
transición del capitalismo al comunismo,
y el enfoque de la terapia de choque in-
tentó utilizar muchos de esos mismos
principios para la transición inversa. Fue
casi como si muchos de los asesores occi-
dentales pensaran directamente que los
bolcheviques no habían tenido los libros
de texto adecuados en lugar de creer que
todo el enfoque era erróneo. Reuniendo en
sus carteras los manuales adecuados, los
«bolcheviques del mercado» podrían tras-
ladarse a los países postsocialistas y utili-
zar una versión pacífica de los métodos de
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Países en transición: la gran transformación.
Exitos (?) y fracasos (!)

La transformación de las antiguas economías planificadas en econo-
mías de mercado significó, sin ninguna duda, uno de los mayores de-
safíos que afrontaron los gobiernos en las últimas décadas. La meta
del proceso de transición estaba clara: mejorar el bienestar del pue-
blo a través de la democracia y la economía de mercado. Sin embargo,
se desconocía el camino de la transición, debatiéndose con intensi-
dad a lo largo de todo el período.

Frank Hoffer
Oficina de Actividades para los Trabajadores

Oficina Internacional del Trabajo



Lenin para llevar a cabo la transición con-
traria»1. El mensaje que transmitieron, en
general, las corrientes dominantes inter-
nacionales era muy sencillo: Liberalicen,
Estabilicen, Privaticen (LEP). La cuestión
relativa a la creación de instituciones se
añadió después pero incluso como un se-
gundo paso, a medio plazo, ya que sola-
mente las primeras tres medidas se podían
tomar inmediatamente.

Stanley Fisher, Director interino del
Fondo Monetario Internacional (FMI),
considera que los indicios de progreso de
las 25 economías en transición demuestran
que el asesoramiento económico basado
en la corriente predominante funciona.
Cuanto más rápida se mafiesta la transi-
ción, más rápida llega la recuperación2.

Las razones que se esgrimen acerca de
las diferentes actuaciones de los países
– según el FMI – radican en las condicio-
nes iniciales más adversas de algunos paí-
ses y en la falta de coherencia en la aplica-
ción de la reforma en los países con menos
éxito. Pese a las diferentes condiciones que
existían al inicio de la transición no se exi-
gían enfoques fundamentalmente diferen-
tes; al contrario, más bien se puede pres-
cribir el mismo medicamento a todos los
«pacientes».

Un reciente documento del FMI hace
hincapié en éstos y otros puntos:

En los países de Europa central y del
Báltico, el compromiso con la estabili-
zación macroeconómica se produjo
más pronto, y la aplicación de las re-
formas estructurales fue más firme.
Esos países se han incorporado a las
filas de los países de ingresos medios,
sosteniendo que culminaron su transi-
ción o, por lo menos, la primera etapa
básica de la misma. En las próximas
etapas, esos países se enfrentarán a los
desafíos que plantea el ingreso en la
Unión Europea (UE) y, en líneas más
generales, el proceso de alcanzar el
nivel de las naciones ricas. La corriente
predominante sostiene que Rusia y
otros países de la Confederación de Es-
tados Independientes (CEI) pueden y
deben seguir un camino similar. Sin
embargo, se reconocen que son múlti-

ples las dificultades existentes para
crear instituciones, y muy fuerte el
poder de los intereses creados pu-
diendo provocar el descarrilamiento,
entretanto, del proceso de reforma3.
Se ha de tener presente que millones de

personas han quedado fuera de esta exi-
tosa transición. Incluso en Europa central
y oriental, el costo de la transición ha sido
inesperadamente alto. Según el Banco Eu-
ropeo de Reconstrucción y Desarrollo
(BERD), solamente cinco países en transi-
ción tuvieron en 2000 un producto interior
bruto (PIB) superior al de 1989, cuando co-
menzó la transición4. En todos esos países
se produjo el derrumbamiento masivo de
la producción, el desempleo elevado y per-
sistente, el crecimiento de las diferencias
de ingresos, la disminución de los gastos
en educación, salud y transferencias so-
ciales, así como la generalización de la co-
rrupción. Numerosas personas han soste-
nido que al concentrarse en la liberaliza-
ción y estabilización macroeconómica se
subestimó la necesidad de una amplia po-
lítica industrial y regional, y de una activa
política de mercado laboral para evitar el
declive industrial y la pérdida de trabaja-
dores cualificados, que encontraron pues-
tos de trabajo mejor remunerados en el ex-
tranjero.

Incluso en los países más avanzados de
Europa central y oriental, los índices de
crecimiento son tales que para equipararse
con Europa occidental habrá que esperar
más de una generación persistiendo aún
muchos obstáculos por salvar. El BERD se
inquieta por los crecientes déficit comer-
ciales y por las monedas superevaluadas
de Polonia y Hungría. La política de esta-
bilización monetaria no se puede mante-
ner, a largo plazo, si los gobiernos no co-
rrigen su debilidad estructural.

No obstante, si se compara con el fra-
caso de los países de la CEI, el desarrollo
en Europa central y oriental y en los Esta-
dos Bálticos alcanzó, evidentemente, más
éxito. En los países de la CEI se produjo
una masiva disminución de la producción
y en ninguno de ellos se ha conseguido to-
davía una recuperación económica soste-
nible. El desempleo y el subempleo son
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elevados, los salarios han disminuido
drásticamente, el sistema de jubilación
prácticamente se derrumbó en varios paí-
ses, y entre el 30 y el 50 por ciento de la po-
blación vive por debajo del umbral de la
pobreza. El acceso a la asistencia sanitaria
pública y a la educación de calidad está de-
pendiendo progresivamente más de los in-
gresos. La asistencia sanitaria pública se
reduce rápidamente, junto al aumento de
la propagación de las enfermedades como
la tuberculosis, disminuyendo drástica-
mente la esperanza de vida. El aumento
masivo de la prostitución, causado en gran
parte por la pobreza, acarreó un drástico
aumento de las enfermedades de transmi-
sión sexual, creciendo sin cesar la amenaza
de una catástrofe del virus de inmunode-
ficiencia humana (VIH). Así, la pobreza ex-
trema y el hambre constituyen dos expo-
nentes de una amarga realidad en países
como Tayikistán.

Seis Estados padecieron guerras o gue-
rras civiles. La mayoría de los países de la
CEI no pueden ser considerados verdade-
ramente democráticos, por regirlos presi-
dentes autoritarios o incluso dictatoriales.
En el período más reciente, la mayor parte
de los regímenes de la CEI se han conver-
tido en más autoritarios y menos tolerantes
en relación con la libertad de expresión y
de asociación, y la realización de elecciones
justas y democráticas. Por consiguiente,
uno de los principales argumentos que abo-
gaba en pro de una transición rápida, el del
punto sin retorno, parece que se desmo-
rona, al menos si esto no se limita a la pro-
piedad privada sino que incluye la libertad,
la democracia y el respeto de los derechos
humanos individuales y colectivos5.

Argumentos de éxitos y fracasos

A lo largo del período de transición, el de-
bate se centró no tanto en las metas gene-
rales como en las prioridades, la organiza-
ción a seguir y los calendarios del proceso
de transición. Si bien todos coinciden en
que los diferentes puntos de partida ex-
plican, en cierta medida, que los resulta-
dos hayan sido distintos, esto no es sufi-

ciente para explicar la diferencia abismal
que existe entre los países de la CEI y los
de Europa central y oriental.

Ex post, obviamente, todos están ansio-
sos en asociarse y vincular su asesora-
miento con los logros, mientras que se
culpa de los fracasos ajenos al asesor. Este
es el caso del FMI:

Llegamos a la conclusión de que la es-
trategia básica, que defendían quienes
proponían reformas de mercado diez
años atrás, es correcta: es decir, que
tanto las políticas de estabilización
como las reformas estructurales, espe-
cialmente la privatización, contribuyen
al crecimiento; y que cuanto más rá-
pido sea el ritmo de las reformas, más
rápida será la recuperación de la inevi-
table recesión inicial y más rápido será
el crecimiento […]. La respuesta (por
no conseguir aplicar esta estrategia bá-
sica de crecimiento) se halla en otra
parte, en el ámbito político, en la falta
de respaldo político o social efectivo y
en problemas de gestión.
Entonces, mientras que Polonia, Hun-

gría, Eslovenia y República Checa aplica-
ron el asesoramiento correcto, el fracaso de
los países de la CEI reside en el ámbito po-
lítico. Quienes critican al FMI tienden a in-
vertir el argumento y culpar al asesora-
miento de dicha institución – impuesto a
los países a través de la condicionalidad
de sus créditos – de todos los problemas
de la transición. Al hacerlo, también olvi-
dan que no había ninguna salida fácil al
desordenado legado económico, social y
político heredado del fracaso de la estrate-
gia soviética de desarrollo.

Acusar del fracaso de la reforma a la
falta de capacidad política o liderazgo de
esos países parece demasiado fácil. Tam-
bién es demasiado simplista distinguir
entre los países que aplicaron la reforma
de forma lenta y los que la llevaron a cabo
rápidamente, debido a que algunos países
comenzaron bastante rápido pero luego
disminuyeron el ritmo. Entretanto, otros
comenzaron lentamente y, posterior-
mente, aceleraron el ritmo de reforma, li-
beralizando sus economías y mostrándose
reticentes a privatizar. El proceso de tran-
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sición de Hungría probablemente consti-
tuya uno de los más largos y lentos de Eu-
ropa central y oriental, dado que muchos
de los cambios (en particular, los relativos
a la privatización a pequeña escala y de las
empresas) se remontan a los años setenta.
Eslovenia, que salía del tipo de socialismo
yugoslavo, gozaba de más experiencia con
los mecanismos de mercado y la propie-
dad semi-privada que los demás países so-
cialistas. Comparativamente, Polonia y
Hungría privatizaron lentamente las gran-
des empresas mientras que la República
Checa, Rusia y Kazajstán desarrollaron
una labor rápida pero ineficaz.

Si bien los modelos seguidos en la tran-
sición por los países con éxito difieren bas-
tante entre sí, a todos ellos les unen cuatro
características, a saber:
� Consiguieron crear las instituciones ne-

cesarias para una sociedad moderna y
eficiente.

� Disfrutaban de mejores condiciones
iniciales en lo concerniente a infraes-
tructura, educación, tradiciones indus-
triales y culturales, etcétera.

� Son países cercanos a la Unión Euro-
pea.

� En una etapa bastante temprana de la
transición, tuvieron la posibilidad de
ingresar en la UE.

Para que se consiga la transición con
éxito se necesita, fundamentalmente, con-
tar con una amplia gama de instituciones
en funcionamiento, y que haya una clara
correlación entre los países que lo logra-
ron y los que se acercan más a la UE. Por
consiguiente, merece examinar la repercu-
sión de la UE y de sus Estados miembros
experimentada en dichos países. La reper-
cusión europea se puede agrupar en cua-
tro áreas:

� Orientación. Para los países de Europa
oriental, el derrumbamiento del sis-
tema constituyó también el momento
de la liberación nacional y el regreso a
Europa como identidad cultural. Mu-
chas personas consideraban que las
economías de mercado de Europa Oc-

cidental, altamente institucionalizadas
y socializadas, eran un sistema al que
querían adherirse, no sólo económica-
mente sino también política y cultural-
mente.

� Asesoramiento y consolidación de ins-
tituciones a través del proceso de ad-
hesión. El proceso de adhesión institu-
cionalizó esta orientación. El mismo
obligó a los candidatos a la adhesión a
la UE a reformar sus políticas econó-
micas y sociales. También introdujo
disciplina en las elites políticas. Sabían
que los criterios para acceder a la UE
no son exclusivamente económicos
sino también políticos, exigiendo elec-
ciones auténticamente democráticas,
un sistema judicial independiente y
diálogo social institucionalizado, así
como el respaldo al desarrollo de una
sociedad civil. Pese a que muchos paí-
ses de Europa central y oriental se sien-
ten cada vez más decepcionados por la
manera en que la UE ha venido dismi-
nuyendo el ritmo del proceso de adhe-
sión, continúan considerando su perte-
nencia a la UE como un elemento cru-
cial en sus estrategias nacionales de
desarrollo.

� Transferencia de conocimientos a dife-
rentes niveles. El intercambio entre
estos países no se limitó a la elite joven
sino que se llevó a cabo en distintos ni-
veles. El concepto amplio de asistencia
técnica que aportó la UE fomentó el
diálogo y la comprensión entre muchas
instituciones de la sociedad civil, com-
plementado con iniciativas bilaterales,
regionales y locales. En ellas participa-
ron políticos, ejecutivos, sindicalistas,
científicos, burócratas estatales, grupos
de defensa de derechos cívicos, estu-
diantes y ciudadanos comunes. El pue-
blo de esos países en transición tuvo
que adaptarse a la moderna sociedad
democrática y a la economía de mer-
cado. En muchas iniciativas locales y
regionales se establecieron comunica-
ciones recíprocas entre Europa oriental
y occidental. La transferencia de cono-
cimientos del sector privado se consi-
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guió, por una parte, a través de inver-
siones extranjeras directas y, por otra,
gracias al empleo (a veces ilegal) de ciu-
dadanos europeos orientales en países
de la UE.

� Transferencias financieras. Por último,
aunque no menos importante, la asis-
tencia financiera y la condonación de
las deudas facilitaron el proceso de
transición, como así sucedió especial-
mente en el caso de Polonia. Centena-
res de miles de trabajadores de Europa
central y oriental trabajaron (aunque
ganando dinero ilegalmente) en países
de la UE. Esto ayudó a mucha gente a
sobrevivir durante el peor período de
la transición, y una parte de esas per-
sonas también acumuló dinero para
crear sus propios negocios. Hubo con-
siderables inversiones, no sólo de gran-
des multinacionales, sino también del
célebre Mittelstand, que, en general, cau-
saron una positiva repercusión al pro-
porcionar no solamente capital sino
también nuevas tecnologías y métodos
de trabajo.

Fascinación por el modelo europeo

La presencia misma del modelo europeo y
la decisión política de ofrecer a los países
de Europa central y oriental la posibilidad
de adherirse y de integrarse en la UE al-
canzaron una importancia crucial en la re-
ducción del vacío institucional producido
en todos los países cuando desapareció el
Estado partido. El «asesoramiento» consis-
tente en orientarse hacia la UE compensó,
en cierta medida, las deficiencias del con-
cepto de la terapia de choque. Los países
más cercanos a la UE han obtenido mejo-
res resultados, y quienes vieron la posibili-
dad de incorporarse a la UE en un futuro
previsible han obtenido todavía mejores
resultados que los anteriores. Se observa,
entonces, que la orientación y la adapta-
ción hacia una Unión Europea altamente
institucionalizada y reglamentada puede
haber constituido un mejor asesoramiento
que el modelo más simple del FMI, que – al
menos en su forma más popular – sostenía,

básicamente, que con escasas macro-deci-
siones se conduciría al país hacia el éxito
del camino de transición.

Los críticos señalan, con acierto, que los
procesos democráticos y el desarrollo de
la sociedad civil siguen siendo insuficien-
tes en los países de Europa central y orien-
tal, y que la transición es socialmente in-
justa, caracterizada por excluir a demasia-
das personas. No obstante, si se compara
su situación con la de los países de la CEI,
los logros no dejan de ser impresionantes.
Para los Estados de la antigua Unión So-
viética, por su tamaño, ubicación y nivel
de desarrollo, no existe la alternativa de
una adhesión a la UE. Si el «asesora-
miento» consistente en orientarse hacia
una posible adhesión a la UE no es una al-
ternativa para colmar el vacío existente en
la estrategia de transición, la necesidad de
crear instituciones, políticas industriales y
regionales, redes de seguridad social y de
diálogo social consistiría en formar parte,
clara y explícitamente, de una política de-
liberada de transición.

Las tradiciones culturales de la mayo-
ría de los países de la CEI varían conside-
rablemente de las existentes en los países
de Europa central y oriental de todas ma-
neras, el proceso de creación de institucio-
nes hubiera sido más difícil. No obstante,
no cabe duda de que la estrategia de tran-
sición que se utilizó para los países de la
CEI se reveló claramente insuficiente en
este aspecto. La mayor crítica no es qué se
hizo sino qué no se hizo. La corrupción
pervirtió el proceso de transición en dichos
países, y el nivel de gestión se redujo en
algunos casos, hasta poder ser conside-
rada una «auto-reglamentación delictiva»,
problema en el que el enfoque de reforma,
puramente tecnocrático, tiene parte de res-
ponsabilidad. Los reformadores y sus ase-
sores internacionales no calcularon que al
fomentar su «Liberalicen, Estabilicen y
Privaticen (LEP)» en una sociedad con
bajos niveles de instituciones, se produjera
un equilibrio de poder entre funcionarios
estatales corruptos, delincuentes y nuevas
oligarquías que están transformando la so-
ciedad en un Estado de crisis y declive per-
manente.

70



En Rusia, por ejemplo, el FMI respaldó
un enfoque de la reforma autoritario y tec-
nocrático, impuesto desde arriba o, al
menos, permitió que se lo identificara con
él. El FMI respaldaba plenamente a presi-
dentes y equipos de reforma que no se pre-
ocupaban por conseguir un «respaldo polí-
tico o social efectivo» para sus políticas. En
lugar de un debate abierto sobre la política
de reforma y en lugar de buscar un con-
senso más amplio para la reforma, los re-
formadores presentaron los acuerdos con el
FMI como un hecho consumado que se
debía aceptar sin condiciones. Y, el FMI con-
cedió, reiteradamente, credibilidad y crédi-
tos a reformadores que no cumplían con la
condicionalidad y presidían situaciones
donde estaban muy difundidos el fraude,
la corrupción y los desastrosos programas
de privatización que permitieron que un
grupo de oligarquías se apropiaran del país.

Es necesario reconocer que el FMI no
tenía libertad en sus decisiones ya que sus
principales accionistas ejercían gran pre-
sión para que proporcionara un apoyo casi
incondicional al Presidente Yeltsin. No
obstante, este enfoque no se adoptó úni-
camente en Rusia. El mismo enfoque au-
toritario y hermético se aplicó en toda la
región. Se acordaron créditos y condicio-
nes a puerta cerrada. Este enfoque no con-
tribuyó, por cierto, a promover el desarro-
llo de las instituciones democráticas ni de
la sociedad civil.

Al descuidarse por completo la reper-
cusión social de la estrategia de transición
se hizo imposible crear consenso para la re-
forma. Esto confirmó a los reformadores en
su opinión de que las cosas buenas para la
gente han de hacerse, de ser necesario, en
contra de su voluntad. El Presidente ruso
Yeltsin y los jóvenes modernizadores tec-
nócratas, y en ocasiones elitistas, no consi-
guieron mantener y ampliar el respaldo del
público de comienzos de las reformas, el
cual contribuye fundamentalmente a que
éstas tengan éxito. En lugar de procurar
por todos los medios a su alcance crear una
amplia alianza en favor de la reforma, con-
fiaron cada vez más en el poder presiden-
cial y en el Gobierno para ejecutar el plan
maestro con éxito. Es lamentable, pero

probablemente no resulte sorprendente,
que este enfoque se convirtiera cada vez
más en un sistema corrupto donde se enri-
quecían quienes estaban dentro.

Mejorar la gestión: el caso de Rusia

En la actualidad se aceptan casi unánime-
mente que la buena gestión y la creación
de instituciones son fundamentales para
salir del desorden existente en los deno-
minados países de transición lenta. El FMI
reconoce, por ejemplo, que los paquetes de
reforma «prefabricados» que entregan los
expertos internacionales, no funcionan
adecuadamente. La experiencia muestra
en todo el mundo que los programas eco-
nómicos tienen mayores probabilidades
de éxito cuando «son propiedad» del país
que los pone en práctica. El interrogante
que se plantea ahora para Rusia consiste
en saber si ese país desarrollará o no su
propio programa de reforma económica y
procurará conseguir el apoyo de la socie-
dad civil.

Para que un programa obtenga el res-
paldo de la sociedad debe ocuparse de las
necesidades inmediatas de la población:
empleo decente, seguridad social, acceso
a la asistencia sanitaria pública y la edu-
cación, y a una justa distribución de los in-
gresos. La población debe participar en el
debate de reforma en lugar de ser objeto
de la misma o incluso víctima. Tal enfoque
podría crear una auténtica «propiedad»
pero implicaría un alejamiento considera-
ble de la práctica de reforma que el FMI
respaldó durante la última década.

Las corrientes predominantes del pa-
sado subestimaron mucho la necesidad de
crear instituciones. En los casos en que se
aceptó lo que preconizaban, el concepto re-
sultó ser muy estéril. Se entendía el con-
cepto de instituciones como instituciones
formales. Sin embargo, se necesita algo
más que un decreto para que el poder ju-
dicial de una nación pase a ser indepen-
diente, haya transparencia y rendición de
cuentas. La institucionalización impuesta
desde arriba solamente puede funcionar si
hay una respuesta desde abajo, si la po-
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blación participa. De lo contrario, incluso
reglas brillantemente concebidas serán
violadas y convertidas en instrumentos
para el enriquecimiento de quienes están
dentro del sistema.

Rusia se enfrenta a un típico dilema de
transición. Por una parte, necesita institu-
ciones públicas operativas para superar
sus problemas de corrupción, vacío legal
y arbitrariedad burocrática. Por otra, la co-
rrupción, el vacío legal y los procedimien-
tos burocráticos arbitrarios impiden que se
desarrollen instituciones auténticas.

En lugar de una sociedad democrática
y de una economía de mercado, en la so-
ciedad rusa se está arraigando, cada vez
con más fuerza, un capitalismo político co-
rrupto. La democracia – tal como Rusia
que está aprendiendo a los golpes – signi-
fica algo mucho más complejo que reali-
zar elecciones cada cuatro años. Requiere
debate público y una amplia variedad de
instituciones, grupos de presión, sindica-
tos, partidos políticos y medios informati-
vos independientes para que haya una
rendición de cuentas y transparencia.

Si bien la condición generalizada es que
se necesita cumplir la ley, la buena gestión,
la transparencia y la rendición estatal de
cuentas, el interrogante que se plantea es
cómo lograrlo. El enfoque liberal, que per-
mite tanto el libre desarrollo de institucio-
nes como movimientos cívicos, partidos
políticos, medios informativos indepen-
dientes o sindicatos no ha sido suficiente.

Los mercados y las instituciones tam-
poco han emergido como el ave Fénix de
las cenizas de la antigua estructura sovié-
tica de poder; tuvieron que ser creados.
Para conseguirlo, se requiere tiempo y fi-
nanciación mientras que los antiguos regí-
menes totalitarios tienen que transferir su
poder al mercado libre y a la sociedad civil.

La asistencia y el asesoramiento extran-
jero deberían ser de utilidad. La ayuda y el
alivio de la deuda se deberían acordar úni-
camente con condiciones estrictas. El be-
neficiario de la ayuda debería cumplir con
los siguientes requisitos: concebir una es-
trategia de reforma orientada hacia el cre-
cimiento económico, altos niveles de em-
pleo y justicia social; desarrollar una estra-

tegia de reforma que redunde en las insti-
tuciones de una sociedad civil; y promover
medios informativos independientes, diá-
logo social auténtico, organizaciones no
gubernamentales independientes (ONG) y
la aplicación eficaz de la legislación.

Tal reforma estratégica consta de la po-
sibilidad de tener en cuenta el respaldo de
la sociedad civil rusa y de que ésta la con-
sidere de su «propiedad». Sin una socie-
dad civil más fuerte será imposible con-
trarrestar los intereses creados del capita-
lismo postsoviético.

El diálogo social, el instrumento
de la sociedad civil

Un diálogo social auténtico promovería el
lanzamiento de un conjunto de controles
y contrapesos y constituiría un importante
elemento para lograr una distribución más
justa de los ingresos y las condiciones de
trabajo. ¿Cómo podrían el Estado y las ins-
tituciones financieras internacionales ace-
lerar el desarrollo de un diálogo social efi-
caz a través de medidas positivas? En
lugar de desreglamentar aún más el mer-
cado laboral a través de un nuevo código
laboral, se debería procurar permitir que
los representantes de las partes, como los
dirigentes sindicales, defiendan sus inte-
reses y los de la sociedad civil. Si el FMI
plantea seriamente la «propiedad» rusa de
un paquete de reformas, un código labo-
ral que acabe con la mayoría de los dere-
chos de los trabajadores de representación
colectiva no tiene la más remota posibili-
dad de prosperar.

Poner a la población al frente de la re-
forma solamente se logra donde la pobla-
ción ya participa directamente y se ha or-
ganizado de alguna manera. Un sistema
de relaciones laborales más democrático y
transparente en las empresas y en los ni-
veles locales parece ser una de las mane-
ras más realistas de comenzar el proceso
dirigido a crear instituciones con éxito y a
realzar la eficacia y la democracia.

Los antiguos sindicatos estatales tienen
hoy solamente una autoridad limitada
entre los trabajadores y, con frecuencia, no
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son completamente independientes de los
empleadores o de las autoridades estata-
les locales. No obstante, si hubo alguien
que alzó la voz y tomó alguna medida en
favor de los docentes, médicos y trabaja-
dores industriales no remunerados, ésos
fueron los sindicatos. Su densidad sindi-
cal es escasa, pero ¿quién podría en Rusia
organizar una jornada de acción en la que
intervinieran varios millones de partici-
pantes en todo el país? Dichos sindicatos
podrían ser algunos de los pocos y débiles
candidatos de la sociedad post totalitaria
que se conviertan en una fuerza que re-
fuerce la buena gestión y la democracia.

Para respaldar y acelerar este proceso,
los gobiernos deberían promover el diá-
logo social, a fin de crear consenso, dejar
sentada la «propiedad» en una sólida es-
trategia de reforma y reafirmar los dere-
chos de los trabajadores, incluyendo el de-
recho fundamental de negociación colec-
tiva. Los gobiernos deberían asimismo
tomar otras medidas. Entre ellas:
� Actuar como empleadores ejemplares.

Al reestructurar los servicios públicos
y las empresas de propiedad estatal de-
berían llevar a cabo un auténtico y
transparente diálogo social con los re-
presentantes de sus empleados.

� Crear organismos tripartitos efectivos.
La labor de los organismos tripartitos
debería concentrarse en resultados vi-
sibles. Esto exige que todas las partes
participen en un diálogo auténtico y
mantengan las promesas hechas en el
proceso de negociación.

� Suministrar asistencia adecuada a las
organizaciones de trabajadores y de
empleadores para reforzar sus posibi-
lidades de brindar formación con vis-
tas a adquirir un elevado nivel de com-
petencia y profesionalismo en la nego-
ciación colectiva y en la labor de las
distintas instituciones tripartitas.

� Promover una efectiva negociación co-
lectiva excluyendo de las licitaciones
públicas a los empleadores que no
aceptan el pedido de sus empleados de
realizar auténticas negociaciones colec-
tivas con respecto a las condiciones de
trabajo y salarios.

� Institucionalizar un sistema eficiente
de conciliación y arbitraje, voluntario
pero vinculante. Los sindicatos o los
empleadores deberían tener la posibi-
lidad de iniciar procedimientos de ar-
bitraje si estiman que la otra parte no
cumple con las obligaciones estipula-
das dentro del convenio colectivo. La
comisión de arbitraje debería estar for-
mada por dos representantes de cada
una de las partes y estar presidida por
una persona neutral.

Un paso importante sería crear un
marco institucional y político partiendo de
estas ideas. Estas serían directrices para
alentar a las partes participantes a conver-
tirse en «propietarios» de la sociedad civil
rusa en general.

Notas

1 Stiglitz J.: Whither reform? Ten years of transition,
discurso principal ante la Conferencia Anual del
Banco Mundial sobre Economía del Desarrollo, abril
de 1999.

2 Fisher S.: Russian Economic Policy at the Start of
the new Administration, discurso principal, Moscú, 6
de abril de 2000.

3 FMI: «Transition economies: An IMF perspec-
tive on progress and prospects», en IMF Issues Briefs,
00/08, 2000.

4 Süddeutsche Zeitung, 23 de abril de 2001.
5 Económicamente, nunca se corrió el riesgo de

una vuelta a la economía planificada porque el
mismo derrumbe de esa economía fue el punto de
partida del cambio. Pese a que a algunos burócratas
les hubiera gustado, era tan imposible como volver a
un auto que dejó de funcionar y tratar de continuar
avanzando.
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Amediados de los años ochenta, la Or-
ganización Regional Interamericana

de Trabajadores de la Confederación In-
ternacional de Organizaciones Sindicales
Libres (CIOSL-ORIT) tomó posición frente
al nuevo fenómeno de la crisis de la deuda,
y adoptó el primer planteamiento desa-
rrollado de estrategia sindical continental
ante la influencia de las IFI en las políticas
económicas nacionales en América Latina
y el Caribe, acompañado del sindicalismo
norteamericano1. Este configura una fami-
lia sindical continental con las organiza-
ciones norteamericanas de la Federación
Estadounidense del Trabajo y el Congreso
de las Organizaciones Industriales (AFL-
CIO), a su vez integradas en la CIOSL-
ORIT y en las organizaciones regionales de
los secretariados profesionales internacio-
nales (SPI). Lo que contribuye a realzar el
factor de cercanía a los centros de decisión
de las IFI.

Otro aspecto derivado de esta situación
es que algunos de los SPI de la región ame-
ricana poseen directamente oficinas en los
Estados Unidos. Este es el caso de la In-
ternacional de Servicios Públicos (ISP) y
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Las instituciones financieras internacionales
en América Latina y el Caribe

Si se compara con el resto de las regiones mundiales, en el ámbito de
la acción sindical ante las instituciones financieras internacionales
(IFI), el caso latinoamericano y caribeño entraña una característica
singular: la cercanía geográfica de las organizaciones sindicales con
respecto a las sedes del Fondo Monetario Internacional (FMI) y del
Banco Mundial, en la ciudad de Washington.

Alvaro Orsatti*
Asesor sindical

Argentina

* Alvaro Orsatti es asesor de la Union Network
International (UNI) para las Américas, de la CIOSL-
ORIT y de la Asociación Bancaria de Argentina.

de la Union Network Internacional (UNI),
que tienen, respectivamente, su sede re-
gional y su antena de contacto en dicha
ciudad estadounidense.

Esta característica singular del sindica-
lismo latinoamericano y caribeño, mar-
cada por el aspecto geográfico, se proyecta
en la conclusión de acuerdos con otras or-
ganizaciones de la sociedad civil, condu-
ciendo al establecimiento de la Alianza So-
cial Continental (ASC).

Asimismo, el trabajo sindical ante las
organizaciones internacionales se com-
pleta con el que se desarrolla ante los or-
ganismos interamericanos, principal-
mente el BID – al cual aquí se considera la
tercera IFI –, la Organización de los Esta-
dos Americanos (OEA) y la Comisión Eco-
nómica para América Latina y el Caribe
(CEPAL). A su vez, estos tres organismos
actúan, desde 1994, en calidad de asesores
técnicos del proyecto Area de Libre Co-
mercio de las Américas (ALCA), predomi-
nando en dichas relaciones la dimensión
de la integración regional y continental2.

La CIOSL-ORIT ha creado un grupo de
trabajo con el Banco Interamericano de
Desarrollo (BID) para tareas de control y
seguimiento de sus programas. La ISP y la
Federación Internacional de los Trabaja-
dores del Transporte (ITF) formaron parte



de la red laboral de reformas empresaria-
les y de privatización, la (PERL-NET),
apoyada por el Fondo Monetario Interna-
cional, en cuyo marco se desarrollan estu-
dios sobre el sector de las telecomunica-
ciones en México y del sector eléctrico en
Argentina y Brasil.

Evaluaciones sindicales sobre el BID

El trabajo más sistemático al que ha con-
tribuido el sindicalismo en América Latina
y el Caribe en materia de diagnóstico sobre
la acción de las IFI es el que realizó la ofi-
cina regional de la ISP en la década de los
años noventa. La conclusión a la que se
llegó fue que el BID aprobó de forma sis-
temática préstamos que, directa o indirec-
tamente, violan la normativa norteameri-
cana, las normas internacionales del tra-
bajo de la OIT y la legislación nacional.

El tipo de servicio prestado por los pro-
gramas apoyados por el BID se caracteriza
por fijar un precio a las prestaciones bási-
cas que con anterioridad eran gratuitas y
limitar los servicios oficiales gratuitos ex-
clusivamente a la población más pobre.
Además, dichos programas no incluyen
indicadores sobre la calidad del servicio,
no se asumen responsabilidades sobre los
eventuales impactos de sus proyectos en
las poblaciones afectadas, ni tampoco se
abordan las cuestiones medioambientales.

Las reformas se realizan en el marco del
vacío legal. La Constitución confiere, en
general, al Estado la responsabilidad de
los servicios públicos y, por consiguiente,
las leyes vigentes no regulan la empresa
privada en dicho sector. Las IFI aplican es-
trategias de manipulación en las asam-
bleas nacionales y a los parlamentos, alián-
dose con otros donantes y valiéndose de
anuncios y relaciones públicas para pro-
mover sus programas. Los documentos e
informaciones de adjudicación de los pro-
yectos no se publican.

Las políticas impuestas por el BID son
definidas por gerentes de préstamos y con-
sultores que trabajan en Washington o son
contratados a nivel internacional y tienen
poco o ningún compromiso con el país

donde están operando, así como ningún
conocimiento real de las instituciones pú-
blicas que reestructuran. A menudo, son
personas que se benefician directamente
de las recomendaciones y directrices que
emiten ellos mismos a través de contratos
que les benefician, sin ser ciudadanos de
los países cuyas políticas están diseñando.

Promoción del sector privado

Los proyectos van encaminados, frecuen-
temente, a la promoción del sector privado
con la prestación y el suministro de los ser-
vicios reformados sin cobertura legal.

Asimismo, se alientan la descentraliza-
ción y la exteriorización de los servicios
para aumentar la presencia del sector pri-
vado. Las consultas y la ejecución de los
proyectos recurren a los servicios de las
disfrazadas organizaciones no guberna-
mentales (ONG), por lo general, estrecha-
mente vinculadas a los funcionarios y al
partido político gobernante. Además, los
proyectos tienden a aumentar la financia-
ción a medida que la prestación de servi-
cios se trasfiere al sector privado.

Un caso específico acerca del fomento
del sector privado consiste en la promo-
ción de la tecnología y de las técnicas ad-
ministrativas importadas a los servicios.
En la formulación de los proyectos a me-
nudo se suele incorporar un componente
informático con carácter no negociable,
que obliga a la compra y la instalación de
cantidades significativas de dichos equi-
pos. Como es obvio, un ministerio centra-
lizado no se puede descentralizar respon-
sablemente sin contar con una extensa red
informática. Y sin informática, los admi-
nistradores y fiscalizadores no estarían en
condiciones de controlar a los proveedo-
res privados, geográficamente dispersos,
que utilizan distintos sistemas de pagos,
de responsabilidades y de contratos de
servicio.

Sin embargo, los sistemas de informati-
zación que requieren de tal descentraliza-
ción comportan una serie de características
discutibles. Ante todo, el BID promueve ac-
tivamente la compra de equipamientos
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(hardware) y de programas (software) in-
formáticos así como de servicios a compa-
ñías contratadas por dicho Banco. Los fun-
cionarios de alto nivel de los gobiernos, que
utilizan los préstamos para comprar dicha
tecnología, disponen de nuevas oportuni-
dades para cometer actos de corrupción,
debido a que las ventas al por mayor de
equipos informáticos y demás tecnología
informática son negociadas individual-
mente, dificultando el conocimiento exacto
del precio que se pagó. Los auditores de los
proyectos no pueden saber exactamente si
los equipos fueron realmente comprados e
instalados correctamente. Los costos futu-
ros del nuevo equipo que, en general,
cuesta demasiado caro y requiere gastos
permanentes de mantenimiento y actuali-
zación, son imposibles de anticipar. La tec-
nología es diseñada fuera del contexto eco-
nómico y social del país receptor, sin que
se realicen adaptaciones en el lugar donde
se utilizará.

Otro enfoque pone en evidencia que los
proyectos elaborados por el BID no son de-
batidos públicamente ni consultados con
los usuarios ni con sus organizaciones o
representantes. Además no han sido apro-
bados ni por los Parlamentos ni por las
Asambleas Nacionales.

Los intentos de las organizaciones afi-
liadas a la ISP por entablar un diálogo con
el BID, el Banco Mundial y, a menudo, con
los dirigentes de sus propios gobiernos
han sido rechazados o desviados a discu-
siones complicadas e infructuosas.

Por ejemplo, los sindicatos del sector
público que han intentado obtener infor-
mación del BID han sido ignorados con
respuestas como las siguientes: que el pro-
yecto todavía no se ha aprobado, cuando
sí lo fue; que la oficina del país no está au-
torizada a facilitar dicha información,
cuando sí lo está; o que la oficina del país
no tiene la información, cuando sí la tiene.

La cuestión laboral

Lo derechos laborales, principalmente los
de asociación y negociación colectiva, re-
sultan vulnerados cuando el BID fija nue-

vas condiciones de empleo para los servi-
cios y funcionarios públicos, eludiendo el
contrato y el sindicato. También son trans-
gredidos los derechos laborales cuando el
BID establece que los funcionarios públi-
cos sean trasladados de una tarea a otra sin
consultar con sus representantes sindica-
les. Dichos derechos se conculcan cuando
el BID ordena auditorías de trabajo y re-
clasificaciones para empleados públicos y
miembros de los sindicatos sin informar,
consultar o utilizar la experiencia del sin-
dicato respectivo.

El BID ignora los derechos laborales
cuando presiona a los gobiernos para que
despidan a trabajadores del sector público
mediante paquetes denominados de «re-
tiro voluntario», ignorando las cláusulas
vigentes en los contratos laborales, cuando
impone también restricciones fiscales a los
gobiernos, impidiendo que cumplan con
sus obligaciones contractuales. En conse-
cuencia, las reformas no toman en cuenta
la experiencia, el conocimiento y los inte-
reses de los trabajadores organizados del
sistema en reestructuración. Algunas or-
ganizaciones han denunciado que, cuando
efectivamente hubo consultas, éstas se lle-
varon a cabo sólo con los sindicatos alia-
dos al gobierno.

Los derechos laborales son quebranta-
dos cuando la actuación del BID viola las
normas constitucionales, las leyes nacio-
nales relativas al servicio público y los con-
tratos colectivos en vigor en las empresas
estatales y el gobierno. Cuando se consi-
dera explícitamente, en los documentos de
las IFI, a los trabajadores de los servicios
públicos como «riesgos para la ejecución
exitosa del proyecto». Cuando se practican
campañas de desacreditación de los traba-
jadores, basándose en la pretendida falta
de motivación o de calificaciones que no
se adecuan a las necesidades. Cuando se
eliminan las regulaciones y protecciones
laborales y se establecen nuevas políticas
salariales en función de la productividad
y se promocionan nuevas modalidades
precarias de contratación del trabajador
del sector público, con marcada inestabili-
dad laboral, por períodos determinados
de tres meses a un año, sin beneficios so-
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ciales, adoptando, en algunos casos, la
forma de contratos civiles o comerciales.

Las intervenciones del BID también
han ocasionado una alta tasa de desem-
pleo en el sector público. Para ello, se plan-
tean fórmulas, como en el sector del agua,
donde se reduce el número de empleados
«por conexión». En materia de salud, se ra-
cionaliza el personal del Ministerio o se
cambian los requisitos de aptitudes sin
haber suministrado capacitación a los em-
pleados afectados. Para todos los sectores
se reducen los costos de operación relati-
vos a los de inversión.

Resistencia del movimiento sindical

En un informe de reciente elaboración, se
ha puesto de manifiesto la existencia de un
número de prácticas sindicales nacionales
de resistencia a las políticas gubernamen-
tales influenciadas o recomendadas por las
IFI 3. El instrumento ha consistido, gene-
ralmente, en la realización de movilizacio-
nes hasta el Parlamento o Asamblea Na-
cional, con el fin de presentar una de-
manda de creación de una comisión
amplia de consulta.

Dichas acciones se han basado, por lo
general, en alianzas intersindicales (cuando
existe más de una central o confederación),
y han contado, en su caso, con el acompa-
ñamiento del sector empresarial, los parti-
dos políticos, los campesinos, los indígenas,
las iglesias, los estudiantes, las asociaciones
de barrios y las ONG.

En numerosas ocasiones, el sindica-
lismo también ha utilizado la vía legal, de-
nunciando ante la justicia nacional la in-
constitucionalidad de algunas reformas
propuestas, y en un caso concreto, ape-
lando incluso a un plebiscito ciudadano.
El movimiento sindical también ha recu-
rrido a ámbitos internacionales, desde el
Gobierno de los Estados Unidos hasta la
propia OIT.

Como balance de los resultados obte-
nidos, el sindicalismo se ha destacado por
distintos niveles de logros. En algunos
casos, se obtuvo la suspensión definitiva
de la propuesta gubernamental que dio

origen a su reacción. En otros, la estrategia
sindical permitió una suspensión tempo-
ral hasta que en otro período del gobierno
se retomó el proyecto. Los casos concretos
se refieren a privatizaciones, reformas de
la seguridad social, reforma de los códigos
de trabajo y otras medidas de política eco-
nómica.

El caso más frecuente es el de la resis-
tencia a la privatización de las empresas
nacionales de energía eléctrica – Panamá
en 1990, República Dominicana en 1991 y
1992, Costa Rica en 2000 y Honduras en
1997 –. Se trata también de los intentos de
privatización de la distribución del agua,
(Panamá, en 1990 y 1999), de los puertos
(Perú, en 2000), del cemento (Panamá, en
1990), y de los servicios postales (El Salva-
dor, en 1996).

Un caso especialmente destacado es el
de Costa Rica, que provocó una moviliza-
ción simultánea en las principales ciuda-
des del país y una huelga general de cua-
tro días. En la República Dominicana, la es-
trategia consistió en impugnar la decisión
gubernamental ante la Corte Suprema, ba-
sándose en un artículo de la nueva Consti-
tución que sólo permite que las empresas
públicas se conviertan en cooperativas.

En Uruguay, en 1991, el Gobierno ob-
tuvo la aprobación parlamentaria de una
ley que concedía libertad al Gobierno para
iniciar gestiones que podían llevar a la pri-
vatización de las empresas públicas. El mo-
vimiento sindical uruguayo creó la Comi-
sión de Defensa del Patrimonio Nacional y
Reforma del Estado, mediante un acuerdo
con los partidos políticos y otras organiza-
ciones sociales, para activar un mecanismo
constitucional que permita referendos de
carácter vinculante sobre determinadas
materias si se consigue cierto porcentaje de
firmas de los ciudadanos. Para ello, el Ple-
nario Intersindical de Trabajadores-Con-
vención Nacional de Trabajadores (PIT-
CNT) llevó a cabo una serie de manifesta-
ciones y una campaña televisiva.

El resultado de estas acciones sindica-
les fue, en su conjunto, positivo. En Costa
Rica y Perú, los gobiernos respectivos
crearon comisiones de trabajo y archiva-
ron finalmente los proyectos. En Panamá,
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las movilizaciones de 1990 lograron la sus-
pensión de la privatización en tres de las
cuatro empresas en cuestión, aunque años
después el proyecto reapareció y fue apli-
cado parcialmente. En el caso de la cam-
paña más reciente en contra de la privati-
zación del acueducto, el movimiento sin-
dical obtuvo el apoyo de la Asamblea
Nacional. En Uruguay, el referéndum con-
siguió el apoyo del 70 por ciento de los ciu-
dadanos contra la ley de privatización, lo-
grando la derogación de las medidas pese
a que, varios años después, estas propues-
tas volvieron a reaparecer. En la República
Dominicana, la Corte Suprema no tuvo en
cuenta la demanda sindical, con el argu-
mento de que la Constitución no se opone
expresamente a actuaciones como la pro-
puesta por el Gobierno.

Reforma de la Seguridad Social

Un caso particular de privatización atañe
a la Seguridad Social, cuando se plantea la
reestructuración del sistema tradicional de
reparto por el de capitalización individual,
a través de fondos de pensión. Entre 1997
y 2000, el sindicalismo se enfrentó a estas
propuestas en Honduras, Guatemala, El
Salvador, Colombia, Panamá y Argentina.

En Panamá, eligió una estrategia polí-
tica de aprovechamiento de los mecanis-
mos existentes de participación sindical en
el comercio, y la elaboración de argumen-
tos técnicos, mediante un programa de se-
minarios con la participación de funciona-
rios, empresarios y trabajadores de la sani-
dad, como base para nuevas negociaciones
y consultas, y la defensa de una política de
reinversión de las reservas de la seguridad
social.

En Argentina, el sindicalismo recurrió
a apelaciones judiciales, tanto para la se-
gunda etapa de la reforma provisional
como para la desregulación del régimen
de la sanidad autoadministrado con la
aportación de los trabajadores. La justicia
falló en favor de los sindicatos suspen-
diendo la reforma provisional de la salud.
En Colombia, como resultado de estas ac-
ciones, el Gobierno suspendió las medidas

y se comprometió a alcanzar un acuerdo
nacional con el Congreso y los candidatos
presidenciales. En El Salvador, las medi-
das fueron suspendidas, y en el caso pa-
nameño, el sindicalismo obtuvo represen-
tación sindical en la junta directiva del se-
guro social. Las acciones sindicales en
Guatemala y Honduras retrasaron varios
años la adopción de las medidas si bien
están en camino de ser aplicadas. En la Re-
pública Dominicana, el sindicalismo al-
canzó acuerdos para que los empleadores
coticen (el 70 por ciento del aporte total),
y se establezca un régimen combinado,
según el cual una parte se mantiene de re-
parto, para los trabajadores estatales, y
otra se convierte en capitalización, para los
trabajadores del sector privado.

Reforma laboral

Recientemente, los cambios legislativos lle-
vados a cabo en los códigos del trabajo,
alentados por las IFI, han sido criticados en
Ecuador, Panamá y la República Domini-
cana. En Ecuador, tras la presión que ejer-
ció el sindicalismo ante el Tribunal a fin de
que se declarase anticonstitucional la re-
forma, la justicia desautorizó la mayor
parte del contenido de las normas consi-
guiendo la derogación de algunos artícu-
los de la reforma del Código del Trabajo,
así como la incorporación de otros conte-
nidos positivos, como la creación de comi-
tés obrero-patronales, que funcionan como
una instancia obligatoria para la negocia-
ción colectiva. En Panamá, luego de pre-
sentar denuncias por la violación de las
normas fundamentales del trabajo ante la
OIT y el Sistema Generalizado de Prefe-
rencias de los Estados Unidos, el movi-
miento sindical logró que no se adoptara
la mayor parte de las recomendaciones de
las IFI, tales como el despido directo de tra-
bajadores y la eliminación de recargos por
horas extraordinarias, aprobándose sólo
una suspensión de los efectos de la nego-
ciación colectiva por dos años.

Las recomendaciones de las IFI en otros
campos de la política económica fueron re-
batidas por el sindicalismo de Guatemala
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(aumento del impuesto sobre el valor aña-
dido), de Honduras (promoción del tu-
rismo mediante la venta de terrritorios
próximos a las fronteras), de la República
Dominicana (eliminación de subsidios a
los alimentos, la electricidad, el transporte
y la educación), y de Panamá (reducción
de los aranceles a la industria y la produc-
ción campesina).

En Honduras, el sindicalismo hizo una
campaña que demostraba las condiciones
establecidas por la Constitución ante re-
formas impositivas, respecto a la obliga-
ción de analizar previamente la capacidad
de pago de la población, como elemento
esencial entre el salario mínimo y la ca-
nasta básica de alimentos. La reforma
constitucional en Honduras para promo-
ver el turismo fue criticada por el sindica-
lismo aduciendo que ponía en riesgo la
soberanía nacional.

En Guatemala, las centrales sindicales,
con el apoyo de las ONG y de algunos em-
presarios, realizaron manifestaciones frente
al local donde se encontraba reunida la
Comisión convocada por el Gobierno para
estudiar tal medida y ante el edificio de la
Misión de las Naciones Unidas en Guate-
mala. Ante dichas acciones, se paralizó el
incremento del impuesto sobre el valor
añadido. Todas estas medidas se paraliza-
ron gracias a la decidida acción sindical,
mientras que en Panamá se están vol-
viendo a aplicar varios años después.

La estrategia de la CIOSL-ORIT

La práctica sindical de la CIOSL-ORIT ante
las IFI conlleva dos acciones. Por una parte,
las participaciones concretas en actividades
de intercambio; por la otra, la participación
en programas del BID explícitamente con-
cebidos para la presencia sindical. La
CIOSL-ORIT también se ha integrado como
observador en las representaciones sindi-
cales ante el Consejo Sindical de Asesora-
miento Técnico (COSATE) del Sistema In-
teramericano de Trabajo de la OEA.

La iniciativa más ambiciosa, aún en fase
de preparación, consiste en la creación del
Grupo de Trabajo BID-ORIT. El programa

del último Congreso de la CIOSL-ORIT
(XV, Washington, 2001) ha sintetizado las
diversas líneas de trabajo que actualmente
se han aprobado. La CIOSL-ORIT también
participa en las actividades de formulación
y difusión de estrategias, incluidas aque-
llas referidas a las IFI, con otras organiza-
ciones de la sociedad civil, en el marco de
la Alianza Social Continental.

El XV Congreso de la CIOSL-ORIT ha
seguido profundizando su estrategia ante
las IFI. En el documento de base, «Empleos
Decentes, Sindicatos Fuertes, Sociedades
Justas», se señala que «las IFI respondie-
ron con prontitud ante la amenaza de ban-
carrota de los grandes bancos tras las caí-
das asiática y rusa en 1997 y 1998, respec-
tivamente, pero tardaron años para
formular programas, sumamente modes-
tos y muy condicionados, de reducción de
la deuda para los países en desarrollo más
pobres». El documento sigue destacando
que «el sistema multilateral tal y como está
constituido es insuficiente para garantizar
la conquista de los objetivos de justicia so-
cial. «Adicionalmente, cada entidad se
ocupa de su respectivo programa de acti-
vidades, impidiendo que se integren sus
acciones con otros actores institucionales,
gubernamentales y no gubernamentales.
Las IFI han sido reacias al diálogo con los
representantes de la sociedad civil, y han
llegado hasta negar la participación de
otras organizaciones multilaterales en los
asuntos pertinentes que se debaten, como
ocurrió en la conferencia de la OMC en
Singapur con la OIT.»

En este marco, la CIOSL-ORIT afirma
que la perspectiva sindical frente a la glo-
balización «incluye la idea de reformar las
IFI y de regular los mercados de capital en
orden a proteger los intereses de las co-
munidades y de los Estados. Los cambios
en la economía global deben asegurar la
dignidad humana de todas las personas,
lo que implica fortalecer el perfil social de
las Naciones Unidas y del sistema intera-
mericano. Los sindicatos deben ser cada
vez más interlocutores oficiales de las ins-
tituciones y escenarios panamericanos, tal
y como se ha empezado a admitir en las
cumbres sociales de las Naciones Unidas».
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Ocho resoluciones abordan esta temá-
tica desde sus áreas específicas. Entre sus
contenidos destacan, en primer lugar, el re-
ferido a los principios y derechos funda-
mentales en el trabajo (Resolución «Nor-
mas Laborales Fundamentales»). Dicha re-
solución propone que se presione a las IFI
– y a la OMC – para que integren en sus
políticas y programas los principios y de-
rechos fundamentales del trabajo, incluido
el establecimiento de una Cláusula de los
Derechos Fundamentales de los Trabaja-
dores en sus normativas orgánicas.

Este enfoque se proyecta también al
apoyo sindical por la presencia de la OIT
ante las IFI (Resoluciones «la Dimensión
Social y Democrática en los Procesos de
Integración y la OIT»). Este objetivo puede
lograrse a través del diseño de un plan
para la denuncia sistemática de violacio-
nes de las normas fundamentales del tra-
bajo, poniendo de manifiesto las transgre-
siones derivadas de los programas de
ajuste estructural impulsados por las IFI.
También, mediante una campaña para
una interrelación sistemática y eficaz de la
OIT con las IFI – y la OMC –, a fin de con-
seguir que se integre la perspectiva de los
derechos humanos laborales y sindicales
como una pauta ineludible de la acción co-
tidiana de dichas instituciones y sistemas.
Y, también, por medio de la recomenda-
ción de que la OIT participe plenamente
en el Grupo de Trabajo BID-ORIT (véase
más adelante).

En lo referente a la Seguridad Social
(Resolución «Seguridad Social universal y
segura»), la CIOSL-ORIT considera que las
IFI – en particular, el Banco Mundial – y el
capital financiero presentan insistente-
mente el mito de que las reformas privati-
zadoras intensifican el crecimiento econó-
mico. La CIOSL-ORIT se propone demos-
trar las falacias e inconsistencias de dichas
propuestas.

En lo tocante a la vivienda (Resolución
«Vivienda digna para todos y todas»), se
han comprometido campañas para que las
instancias supranacionales incorporen y
desarrollen acciones en materia de pro-
moción de la vivienda en el marco de sus
políticas sociales. Así, se recomienda la

propuesta de las Naciones Unidas porque
se deben movilizar los recursos públicos y
privados no inferiores al 3,6 por ciento del
producto interior bruto, para proyectos in-
tegrados de vivienda de interés social, a
fin de frenar la escasez existente de vi-
vienda y de iniciar su desarrollo.

Por último, en cuanto a los instrumen-
tos de justicia internacional (Resolución
«Justicia, un refugio frente a la impuni-
dad»), la CIOSL-ORIT solicitó a los gobier-
nos de los países de la región que tomen
posición de manera positiva frente a las
iniciativas internacionales para la adop-
ción de un Código Penal Internacional y
de un Tribunal Penal Internacional Per-
manente, así como para emprender las re-
formas legales e institucionales necesarias
a tal fin.

El Grupo de Trabajo BID-ORIT

El Grupo de Trabajo, al que el BID consi-
dera la primera relación institucional entre
organizaciones sindicales y un banco mul-
tilateral de desarrollo, fue creado a fines
de 1999 con una frecuencia de dos reunio-
nes anuales. Los primeros acuerdos dis-
ponen, por un lado, que el BID apoye las
normas fundamentales del trabajo de la
OIT. Por otro, establecen que el Banco in-
forme a los representantes nacionales que
lo forman que las organizaciones sindica-
les deben ser incluidas en los planes de ac-
ción para la consulta de la sociedad civil.
Y, por último, señalan que se prepare,
junto con la OIT, un programa conjunto de
investigación sobre la globalización y su
incidencia en los mercados laborales y otro
sobre el trabajo infantil.

El programa de actividades también in-
cluye propuestas sindicales acerca de las
posibilidades que tienen los sindicatos de
participar en los procesos de diseño, apli-
cación y evaluación de proyectos del BID,
sobre la reforma de los servicios sociales
en las Américas. Por consiguiente, la
agenda aborda la participación de los sin-
dicatos en las reuniones anuales del BID,
sus seminarios adjuntos y la incorporación
de los derechos laborales a las políticas de
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compras gubernamentales del BID y a la
comunicación sistemática con los Parla-
mentos y los directores ejecutivos del BID
sobre dichos derechos.

Las resoluciones del XV Congreso han
establecido como ejes del trabajo en la
OEA, por un lado, una acción articulada
dentro del COSATE, con el propósito de
promover los derechos fundamentales de
los trabajadores, y la promoción de pro-
yectos de acción de alcance nacional y re-
gional. Por otro, aprovechando la ventaja
de que el Protocolo de San Salvador de la
OEA ahora existe, la posibilidad de acudir
a la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos y a la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, y, de forma comple-
mentaria, presentar quejas y denuncias
ante la OIT, como parte de una estrategia
integral de los derechos humanos y labo-
rales. Y, finalmente, llevando a cabo cam-
pañas ante los gobiernos para que se ad-
hieran a la Convención Interamericana
contra la Corrupción, adoptada en Cara-
cas en 1996.

La propuesta sindical de la ASC

La ASC fue constituida formalmente en
1999 por la CIOSL-ORIT y un conjunto de
ONG que ya venían trabajando en relación
con el Tratado de Libre Comercio de Amé-
rica del Norte (TLCAN) [conocido por sus
siglas en inglés NAFTA, North American
Free Trade Agreement] desde comienzos
de los años noventa. El trabajo en común
se inició en Belo Horizonte en abril de
1997, mediante actividades paralelas, en
una de las reuniones de ministros de los
países miembros del ALCA. Este énfasis
en el tema de la integración continental se
mantuvo luego con la organización de dos
Cumbres de los Pueblos (en las Cumbres
de Jefes de Estado y de Gobierno de San-
tiago y Quebec, en 1998 y 2001, respecti-
vamente), e incluyó también un trabajo en
la cumbre de la OMC en Seattle, en 1999.

La propuesta estratégica de la ASC, que
se elaboró por etapas, es multidisciplina-
ria. A partir de la creación formal de la
Alianza, se adoptó el documento «Alter-

nativa para las Américas», que hace hinca-
pié en la crítica al ALCA y al TLCAN para
desarrollar alternativas en una diversidad
de materias tales como los derechos hu-
manos, el medio ambiente, la situación del
trabajo, la inmigración, el papel del Es-
tado, la igualdad de género, la inversión,
las finanzas internacionales, los derechos
de propiedad intelectual, el acceso al mer-
cado y a las reglas de denominación de ori-
gen, los servicios, y la resolución de con-
flictos. La elaboración de cada capítulo
está a cargo de una o más ONG, de acuerdo
con su especialización, destacando el ca-
pítulo sobre la situación del trabajo, que
estuvo a cargo de la CIOSL-ORIT.

Tres grandes foros se han llevado a
cabo: el Foro Democrático, dedicado a los
obstáculos, los retos y las propuestas para
la participación democrática; el Foro So-
cial, consagrado a la exclusión social, la
agenda social y a una propuesta para la ela-
boración de una carta social continental, y
el Foro Alternativas, destinado a las res-
puestas que se dan al contenido de las ne-
gociaciones y a un modelo alternativo de
desarrollo. Otros foros complementarios se
constituyeron, como el Foro Parlamentario
(en relación al Parlatino y al Congreso Pa-
namericano de las Américas, COPA), el
Cultural, el Indígena, el de la Mujer y de la
Juventud, el del Campesino, el Laboral, el
de Etica, el de Educación, el Medioam-
biental y el de Derechos Humanos.

En la última reunión del Foro Alterna-
tivas para las Américas, celebrado con oca-
sión de la Segunda Cumbre de los Pueblos
(ASC, 2001), la estrategia de conjunto apa-
rece más amplia que la exclusivamente
sindical, poniendo énfasis en la reforma de
las instituciones del sistema de las Nacio-
nes Unidas, incluido el Consejo de Seguri-
dad y las instituciones financieras y co-
merciales internacionales, con el propósito
de alcanzar la democratización mundial e
interamericana. Estas reformas «deben
hacerse en consulta con las sociedades de
los diversos países y guiarse por el obje-
tivo de ponerlas al servicio de la humani-
dad. El desarrollo sostenible, la democra-
cia y la paz basadas en la justicia y el res-
peto a la dignidad humana no deben
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continuar siendo instrumentos de las
grandes corporaciones multilaterales y de
las grandes potencias nucleares».

Además, la ASC señala que «la obliga-
ción primaria» de las IFI – así como la de
los Estados y de las empresas multinacio-
nales – es «respetar y asegurar el ejercicio
de los derechos humanos para todas las
personas. Para ello, los derechos humanos
no deben ser un complemento de las ne-
gociaciones, sino el marco legal para las re-
laciones económicas internacionales». A
este respecto, se dispone que «la comuni-
dad internacional y los Estados, frente a
las violaciones por acción u omisión, per-
petradas por los organismos multilatera-
les – y las empresas multilaterales –, deben
adoptar individualmente o mediante la co-
operación internacional medidas efectivas
para prevenir, rechazar o sancionar las vio-
laciones de esos derechos en cualquier
parte».

La ASC considera además que los pa-
quetes de políticas neoliberales denomi-
nados Programas de Ajuste Estructural
(PAE), impuestos por las IFI, «aumentan
la presión hacia la satanización del Estado
y la adopción de la idea que el mercado
puede hacer todo mejor, logrando como
resultado una creciente tendencia hacia la
privatización y las políticas de liberaliza-
ción comercial». También se considera
que los PAE implican un alto grado de in-
tervención en los Estados, ya que se im-
ponen sin que la sociedad civil tenga nin-
guna oportunidad de participación o de
evaluación.

Dos enfoques se plantearon sobre las
IFI y sus políticas. Por un lado, que las con-
diciones ortodoxas de ajuste estructural,
exigidas por el Banco Mundial y el Fondo
Monetario Internacional, sean ignoradas,
ya que han fracasado en resolver la crisis
de la deuda y han provocado un enorme
sufrimiento a los sectores más pobres de
la población. En su lugar, los países debe-
rían adoptar políticas de desarrollo econó-
mico como las propuestas por la Comisión
Económica de las Naciones Unidas, en su
Plan Alternativo para la Recuperación So-
cioeconómica y la Transformación. Por
otro, si el Fondo Monetario Internacional

y el Banco Mundial fracasan en la direc-
ción del sistema financiero internacional
por no contribuir a un desarrollo sosteni-
ble y productivo, deberían ser fuertemente
reestructurados, o reemplazados por nue-
vas instituciones. En este marco, las Na-
ciones Unidas deberían establecer un
panel o tribunal de arbitraje internacional
neutral que determine la cancelación de la
deuda en los países que se considere legí-
timo, sin la participación del FMI, ya que
éste es acreedor y está supeditado a la ma-
nipulación de sus miembros más podero-
sos. También se deberían alcanzar acuer-
dos multilaterales sobre nuevas formas de
regulación del capital especulativo, por
ejemplo, mediante el impuesto Tobin. El
pliego de reclamaciones del movimiento
social continental está bien cargado. Falta
por saber si las IFI, más allá de sus decla-
raciones, estan dispuestas a replantearse
sus posiciones.

Notas

1 Ya en 1984, la Conferencia de la CIOSL-ORIT
dedicada a «Nuevos Enfoques de la Crisis» (Cuerna-
vaca, México) produjo un importante documento que
introducía esta materia en el contexto de un análisis
sobre las virtudes y los defectos del período sustitu-
tivo de importaciones. Dos años después, la Confe-
rencia «Deuda y Desarrollo» (Buenos Aires, septiem-
bre, 1986) produjo la declaración «Primero el Pueblo
y luego la Deuda», y estableció otros planteamientos
posteriores, reflejados en el XII Congreso (Caracas,
abril, 1989). El diagnóstico previo señalaba que «el
FMI, defendiendo los intereses del capital financiero
internacional, es la institución principalmente res-
ponsable por el diseño de las políticas que han apli-
cado los gobiernos y que han causado el empobreci-
miento y la miseria de las grandes masas de trabaja-
dores y campesinos de los países latinoamericanos y
del Caribe, al dar prioridad a la necesidad de cum-
plir las obligaciones financieras sobre las necesida-
des de los pueblos».

2 El proyecto comenzó en 1994, con el propósito
de determinar hasta qué punto las IFI cumplen las
políticas norteamericanas determinadas en el Con-
greso (Enmienda Frank-Sanders a la ley de Asisten-
cia Exterior, de 1994), referidas a la dimensión social
de la participación de las IFI. Mediante dichas políti-
cas se adoctrina a los directores ejecutivos, de los Es-
tados Unidos en las IFI, para que que exhorten a sus
instituciones a garantizar las normas laborales reco-
nocidas internacionalmente, y que desarrollen meca-
nismos que identifiquen el impacto negativo que las
actividades de las IFI ocasionen sobre estos derechos.
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Los préstamos y proyectos estudiados se refieren a la
privatización y reestructuración de áreas de servicios
públicos de electricidad, agua, salud, educación y se-
guridad social financiados por el BID – y también por
el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento
(BIRF) – en Belice, Brasil, Chile, El Salvador, Guate-
mala, Nicaragua y Trinidad y Tabago. El proyecto se
ha basado en la formación de equipos de evaluación
de proyectos en el propio ámbito sindical, para su ca-
nalización posterior en seminarios de formación y
foros públicos. La Oficina Regional de la ISP se ocupó,
en particular, de las acciones de mangoneo en el Con-

greso de los Estados Unidos, relacionadas con el in-
cumplimiento de la Enmienda.

3 La encuesta se realizó durante el XV Congreso
de la CIOSL-ORIT, en Washington D. C. (abril, 2001),
y fue aplicada a dirigentes de 16 centrales y confede-
raciones nacionales afiliadas o asociadas. La pregunta
clave formulada se refería a la existencia de casos con-
cretos de acción sindical, en los últimos diez años, que
se hubieran enfrentado a proyectos o a medidas gu-
bernamentales portadores detrás de una explícita re-
comendación por parte de las IFI mediante la firma de
cartas de intención u otras formas menos precisas.
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